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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA 

 
EXP. N° 09 – 2006 

 
Lima, primero de agosto 
de dos mil doce. 
 
La  PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA de la Corte  Superior de 
Justicia de Lima, integrada por los señores Jueces superiores: INÉS TELLO 
DE ÑECCO, Presidenta y Directora de Debates; MARCO LIZÁRRAGA 
REBAZA y JUANA ESTELA TEJADA SEGURA, administrando justicia 
a nombre de la Nación, en el proceso seguido por delito contra la 
administración pública –colusión en agravio del Estado contra Abraham 
Walter Cano Angulo (autor), Nora Luz Galarreta Diaz (autora), Arturo 
Ernesto Marquina Gonzales (autor), Royce Paul Concha Delgado (autor), 
Juan Abraham Briones Davila (cómplice primario), Gregorio Eduardo 
Del Castillo Colona (cómplice primario), Jorge Alfredo Tapia Cajigas 
(cómplice primario), Juan Francisco Urrutia Foncea (cómplice primario) y 
Víctor Perea Guirado (cómplice primario),   dicta la siguiente 

 
SENTENCIA 

 
CAPÍTULO I 

 
PARTE EXPOSITIVA 

 
LA INSTRUCCIÓN  
El seis de diciembre de dos mil cinco, la señorita Fiscal encargada de la 
Primera Fiscalía Provincial Especializada en Delitos de Corrupción de 
Funcionarios de Lima formuló la denuncia N° 13-20051. El juzgado, mediante 
auto de apertura de instrucción de diez de febrero de dos mil seis, resolvió:  
                                                 
1 Fojas 1362 a 1373 tomo 3. “(…) FORMULO DENUNCIA PENAL contra GREGORIO EDUARDO 
DEL CASTILLO COLONA, identificado con DNI N° 25755581, de grado de instrucción superior, de estado civil 
casado, natural de Piura, ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, identificado con DNI N° 07468628, de 
grado de instrucción Superior, de estado civil casado, natural de Lima, NORA LUZ GALARRETA DIAZ, identificado 
con DNI N° 08808889, de grado de instrucción Superior, de estado civil casada, natural de Lima, RAMÓN NATTERI 
QUIROGA, identificado con DNI N° 06015977, de grado de instrucción Superior, de estado civil soltero, natural de 
Lima, ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES, identificado con DNI N° 09451095, de grado de 
instrucción Superior, de estado civil casado, natural de Ancash; CARLOS ALBERTO ARCE COK, identificado con 
DNI N° 44151657, de grado de instrucción Superior de estado civil casado, natural de Lima, JUAN ABRAHAM 
BRIONES DAVILA, identificado con DNI N° 10803643, de grado de instrucción Superior, de estado civil casado, 
natural de Lima, y JORGE TAPIA CAJIGAS, identificado con DNI N° 07594736, de grado de instrucción Superior, 
de estado civil casado, natural de Cusco, ROYSE PAUL CONCHA DELGADO, identificado con DNI N° 
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“(…) Declarar que hay mérito para abrir proceso penal en vía ordinaria contra 
los siguientes denunciados: Gregorio Eduardo DEL CASTILLO COLONA, 
Abraham Walter CANO ANGULO, Nora Luz GALARRETA DIAZ, 
Ramón NATTERI QUIROGA, Arturo Ernesto MARQUINA GONZALES, 
Carlos Alberto ARCE COCK, Juan Abraham BRIONES DAVILA, Jorge 
TAPIA CAJIGAS, Royce Paúl CONCHA DELGADO  como presuntos autores del 
delito contra la Administración Pública – Colusión Desleal, ilícito previsto en el artículo 
trescientos ochenta y cuatro del Código Penal, en agravio del Estado y delito contra la 
Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para Delinquir ilícito previsto en el artículo 
trescientos diecisiete, primer párrafo del Código Penal en agravio de la sociedad. Gregorio 
Eduardo DEL CASTILLO COLONA, Abraham Walter CANO ANGULO 
y Carlos Alberto ARCE COCK, como presuntos autores del delito contra la 
Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio, ilícito previsto en el artículo trescientos 
noventa y tres, texto original, del Código Penal en agravio del Estado. Juan Francisco 
URRUTIA FONCEA y Víctor PEREA GUIZADO, ambos ciudadanos españoles, 
por la presunta comisión en calidad de partícipes – cómplices primarios del delito contra la 
Administración Pública – Colusión, ilícito previsto en el artículo trescientos ochenta y cuatro del 
Código Penal, y la presunta comisión en calidad de autor de delito contra la Administración 
Pública – Corrupción Activa, ilícito previsto en el artículo trescientos noventa y nueve, texto 
original, del Código Penal, en agravio del Estado. Juan HERNÁNDEZ ALVAREZ, 
ciudadano español, Luis Alberto HIPANAQUE AYALA, Romualdo AYALA 
PONCE, Genovés PEREZ TORRES y Hernán Williams HERNÁNDEZ 
SÁNCHEZ por presunta autoría en el delito contra la Fe Pública – Falsedad Ideológica en 
agravio del Estado. (…)”2.          

 
Por decreto de doce de junio de dos mil seis, el Juzgado ordenó que los autos 
se remitan al Ministerio Público, al haberse vencido el plazo de instrucción3. 
El tres de julio del mismo año la Primera Fiscalía Provincial Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios de Lima emitió el dictamen número 
79-2006 mediante el cual solicitó ampliar el plazo de la instrucción por treinta 
días4.  
                                                                                                                                               

29404171, de grado de instrucción Superior, de estado civil soltero, natural de Arequipa, como presuntos autores del delito 
contra la Administración Pública – Colusión Desleal en agravio del Estado, y como autores del delito contra la Tranquilidad 
Pública – Asociación Ilícita; contra GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, ABRAHAM 
WALTER CANO ANGULO, CARLOS ALBERTO ARCE COK, como autores del delito contra la 
Administración Pública – Corrupción de Funcionarios – Cohecho Pasivo Propio en agravio del Estado, contra JUAN 
FRANCISCO URRUTIA FONCEA, y VÍCTOR PEREA GUIZADO, (ciudadanos españoles) como 
presuntos cómplices primarios del delito contra la Administración Pública – Colusión en agravio del Estado y contra la 
Administración Pública – Corrupción Activa de Funcionarios en agravio del Estado, contra JUAN HERNANDEZ 
ALVAREZ (ciudadano español), LUIS ALBERTO IPANAQUE AYALA identificado con DNI N° 43258619, 
de grado de instrucción Superior, de estado civil soltero, natural de Lambayeque, ROMUALDO AYALA PONCE 
identificado con DNI N° 07473677, de grado de instrucción Superior, de estado civil casado, natural de Lima, GENOVEZ 
PEREZ TORRES identificado con DNI N° 06256570, de grado de instrucción Técnica, de estado civil soltero, natural de 
Cajamarca, HERMAN WILLIAM HERNANDEZ SANCHEZ identificado con DNI N° 06957820, de grado de 
instrucción Superior incompleta, de estado civil soltero, natural de La Libertad, por la presunta comisión del delito contra la Fe 
Pública – Falsedad Ideológica en agravio del Estado (…)”. 
2 Foja 1378 a 1399, tomo 3. 
3 Foja 1983, tomo 4. 
4 Foja 1986 a 1993, tomo 4. 
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El cuatro de julio el Juzgado ordenó:  

“(…) Complétese el auto de fecha diez de febrero de dos mil seis, con la presente resolución, a los 
efectos que en lo sucesivo se tenga como hechos que sustentan la atribución delictiva contra los 
procesados Juan Hernández Alvarez, Hernán William Hernández Sánchez, Luis Alberto 
Ipanaqué Ayala, Romualdo Ayala Ponce, Genovez Pérez Torres y Royse Paúl Concha Delgado, 
aquellos que se indican en la presente; los mismos que guardan correspondencia con la denuncia 
penal formalizada mediante dictamen de fecha seis de diciembre de dos mil cinco y los elementos de 
juicio que acompañan dicha denuncia (…)”5. 

 
Mediante resolución de doce de julio, el Juzgado dispuso ampliar la 
instrucción por el término de treinta días a efectos de llevar a cabo 
diligencias6.  
El catorce de agosto el Juzgado dispuso remitir los autos al despacho del 
señor Fiscal al haberse vencido el plazo ampliatorio7. El veinticinco de agosto 
la Fiscalía emitió el dictamen número 107-06 mediante el cual solicitó otra 
ampliación del plazo por treinta días8. 
 
El veintiocho de agosto de dos mil seis los autos fueron puestos en despacho 
para emitir la resolución correspondiente9. El primero de setiembre el Juzgado 
amplió la instrucción por el término de treinta días a fin de llevar a cabo las 
diligencias solicitadas10. 
 
 
DICTÁMENES E INFORMES FINALES 
Al culminar la etapa de instrucción, por decreto del seis de octubre de dos mil 
seis los autos fueron remitidos al despacho del señor Fiscal para que se 
pronuncie conforme a sus atribuciones11. El veintiséis de octubre se recibió el 
Dictamen N° 140-06 del señor Fiscal Provincial quien opinó en estos 
términos:  

“(…) OPINION SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS PLAZOS 
PROCESALES: (…) Cuarto: Estando a lo antes indicado, esta Fiscalía considera que se han 
cumplido con los plazos procesales correspondientes a un proceso en vía ordinaria, es decir, primero 
de cuatro meses y luego del plazo ampliatorio de sesenta días, sin embargo no ha sido suficiente 
para actuar todas las diligencias ordenadas en la instrucción, dejando a criterio de la Sala otorgar 
un plazo ampliatorio a efectos de que se realicen las diligencias pendientes de actuación (…)”12. 
 

                                                 
5 Foja 1995 a 1996, tomo 4. 
6 Foja 2004, tomo 4. 
7 Foja 2250, tomo 4. 
8 Foja 2268 a 2271, tomo 4.  
9 Foja 2272, tomo 4. 
10 Foja 2305, tomo 5. 
11 Foja 2516, tomo 5. 
12 Foja 2534 a 2538, tomo 5. 



                                       Página 4 de 120 
 

El siete de noviembre se emitieron los informes finales que obran de foja 
2569 a 2574. Mediante Oficio N° 105-2005-6JPE-AAM13 de dieciséis de 
noviembre el expediente se elevó a esta Sala superior, entonces Primera Sala 
Penal Especial (tomo 1 de fojas 01 a 537 y tomo 5 de fojas 2273 a 2642); se le 
ingresó con el número 09-2006 y mediante resolución de veintisiete de 
noviembre la Sala se avocó al conocimiento de la causa; mediante resolución 
del nueve de enero de dos mil siete se ordenó remitirla al señor Fiscal 
Superior14. 
 
Con Dictamen Nº 26-2007, el señor Fiscal Superior Especializado en Delitos 
de Corrupción de Funcionarios, a fin de efectuar diligencias, solicitó la 
concesión de un plazo extraordinario de cuarenta y cinco días15.  
 
Mediante resolución de treinta de marzo de dos mil siete, la Sala dispuso que 
los autos vuelvan al Ministerio Público a efecto de que se emita al 
pronunciamiento de ley16. 
 
 
ETAPA INTERMEDIA Y JUICIO ORAL 
El señor Fiscal Superior emitió el dictamen Nro. 09-2008, que obra de foja 
2793 a 2880 (tomo 6), mediante el cual formuló acusación penal contra (se 
transcribe a continuación): 

“(…) 
§ JUAN ABRAHAM BRIONES DAVILA, como Cómplice Primario del delito contra 
la Administración Pública – Colusión en agravio del Estado, y como coautor del delito contra la 
Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para Delinquir en agravio de la Sociedad, para quien 
se solicita la sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD y al pago de la suma de CIENTO VEINTE MIL NUEVOS SOLES 
por concepto de Reparación Civil a favor del Estado.  
§ ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, como autor del delito contra la 
Administración Pública – Colusión en agravio del Estado, como autor del delito contra la 
Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio en agravio del Estado y como coautor del delito 
contra la Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para Delinquir en agravio de la Sociedad 
para quien se solicita una sanción de  QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD y al pago de la suma de CIENTO CINCUENTA MIL NUEVOS 
SOLES por concepto de Reparación Civil a favor del Estado.   
§ GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, como Cómplice 
Primario del delito contra la Administración Pública – Colusión en agravio del Estado, como 
autor del delito contra la Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio en agravio del Estado 
y como coautor del delito contra  la Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para delinquir en 
agravio de la Sociedad, para quien se solicita una sanción de QUINCE AÑOS DE PENA 

                                                 
13 Foja 2643 a 2644, tomo 5.  
14 Foja 2674, tomo 5. 
15 Foja 2723 a 2725, tomo 5. 
16 Foja 2795 y vuelta, tomo 5. 
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PRIVATIVA DE LIBERTAD y al pago de la suma de CIENTO CINCUENTA 
MIL NUEVOS SOLES por concepto de Reparación Civil a favor del Estado.     
§ NORA LUZ GALARRETA DIAZ, como autora del delito contra la Administración 
Pública – Colusión en agravio del Estado y como coautora del delito contra la Tranquilidad 
Pública – Asociación Ilícita para Delinquir en agravio de la Sociedad, para quien se solicita una 
sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD y al pago 
de la suma de CIEN MIL NUEVOS SOLES por concepto de Reparación Civil a favor del 
Estado.     
§ ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES, como autor del delito contra 
la Administración Pública – Colusión en agravio del Estado y como coautor del delito contra la 
Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para delinquir en agravio de la Sociedad, para quien se 
solicita una sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD y al pago de la suma de CIEN MIL NUEVOS SOLES por concepto de 
Reparación Civil a favor del Estado.     
§ CARLOS ALBERTO ARCE COK, como autor del delito contra la Administración 
Pública – Colusión en agravio del Estado, como autor del delito contra la Administración Pública 
– Cohecho Pasivo Propio en agravio del Estado y como coautor del delito contra la Tranquilidad 
Pública – Asociación Ilícita para Delinquir en agravio de la Sociedad, para quien se solicita una 
sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD y al pago 
de la suma de CIEN MIL NUEVOS SOLES por concepto de Reparación Civil a favor del 
Estado.   
§  ROYCE PAUL CONCHA DELGADO, como autor del delito contra la 
Administración Pública – Colusión en agravio del Estado y como coautor del delito contra la 
Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para delinquir en agravio de la Sociedad para quien se 
solicita una sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD y al pago de la suma de CIEN MIL NUEVOS SOLES por concepto de 
Reparación Civil a favor del Estado. 
§ JORGE ALFREDO TAPIA CAJIGAS, como Cómplice Primario del delito contra la 
Administración Pública – Colusión en agravio del Estado y como coautor del delito contra la 
Tranquilidad Pública – Asociación Ilícita para delinquir en agravio de la Sociedad, para quien se 
solicita una sanción de DOCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD y 
al pago de la suma de CINCUENTA MIL NUEVOS SOLES por concepto de 
Reparación Civil a favor del Estado.    
§ JUAN FRANCISCO URRUTIA FONCEA, como Cómplice Primario del delito de 
Colusión en agravio del Estado y como autor del delito de cohecho activo de funcionarios en agravio 
del Estado, para quien se solicita una sanción de QUINCE AÑOS DE PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD y al pago de la suma de DOSCIENTOS MIL 
NUEVOS SOLES por concepto de Reparación Civil a favor del Estado.   
§ VICTOR PEREA GUIZADO, como Cómplice Primario del delito de colusión en 
agravio del Estado y como autor del delito de cohecho activo de funcionarios en agravio del Estado, 
para quien se solicita una sanción de QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD y al pago de la suma de DOSCIENTOS MIL NUEVOS SOLES por 
concepto de Reparación Civil a favor del Estado.   
Asimismo por los argumentos expuestos (…) NO FORMULA ACUSACION PENAL 
contra: 
§ RAMON NATTERI QUIROGA como autor del delito contra la Administración 
Pública – Colusión en agravio del Estado y como coautor del delito contra la Tranquilidad 
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Pública – Asociación Ilícita para Delinquir en agravio de la Sociedad; solicitando el archivo de los 
actuados en cuanto a éste extremo se refiere. 
§ HERMAN WILLIAMS HERNANDEZ SANCHEZ, como autor del delito contra 
La Fe Pública – Falsedad Ideológica en agravio del Estado; solicitando el archivo de los actuados 
en cuanto a éste extremo se refiere. 
§ LUIS ALBERTO IPANAQUE AYALA como autor del delito contra La Fe Pública 
– Falsedad Ideológica en agravio del Estado, solicitando el archivo de los actuados en cuanto a éste 
extremo se refiere. 
§ ROMUALDO AYALA PONCE como autor del delito contra La Fe Pública – 
Falsedad Ideológica en agravio del Estado; solicitando el archivo de los actuados en cuanto a éste 
extremo se refiere. 
§ GENOVES PEREZ TORRES como autor del delito contra La Fe Pública – Falsedad 
Ideológica en agravio del Estado; solicitando el archivo de los actuados en cuanto a éste extremo se 
refiere. 
§ JUAN HERNANDEZ ALVAREZ como autor del delito contra La Fe Pública – 
Falsedad Ideológica en agravio del Estado; solicitando el archivo de los actuados en cuanto a éste 
extremo se refiere. (…)”17. 

 
Mediante resolución de dieciocho de febrero de dos mil ocho, foja 3044, por 
las razones que allí constan, la Sala dispuso devolver los autos al Ministerio 
Público a efecto de que proceda conforme a sus atribuciones. 
 
El siete de abril de dos mil ocho, el señor Fiscal Superior remitió el Dictamen 
N° 21 – 200818, en el que se pronunció sobre la excepción de prescripción 
deducida por la defensa del procesado Del Castillo Colona y subsanó 
omisiones incurridas. Mediante resolución de cuatro de junio19, la Sala dispuso 
que se dejen los autos en Despacho para resolver. Por resolución de trece de 
octubre la Sala declaró extinguida por prescripción la acción penal por delito 
contra la tranquilidad pública- asociación ilícita para delinquir en agravio de la 
Sociedad incoada contra Juan Abraham Briones Davila, Abraham Walter Cano 
Angulo, Nora Luz Galarreta Diaz, Arturo Ernesto Marquina Gonzales, Royse Paul 
Concha Delgado, Jorge Alfredo Tapia Cajigas y Ramon Natteri Quiroga; declaró 
extinguida por muerte la acción penal incoada contra Carlos Alberto Arce Cok 
y, discrepando con el señor Fiscal Superior respecto del extremo de no 
formular acusación contra  Hernan Williams Hernandez Sanchez, Luis Alberto 
Ipanaque Ayala, Romualdo Ayala Ponce, Genovez Perez Torres y Juan Hernandez 
Alvarez como autores de delito contra la fe pública – falsedad ideológica en 
agravio del Estado, y contra Ramon Natteri Quiroga  por delito de colusión en 
agravio del Estado, mandó que se elevaran los autos a la Fiscalía Suprema 20. 
 

                                                 
17 De fecha 12 de febrero de 2008. 
18 Foja 3071 a 3073, tomo 6. 
19 Foja 3148 a 3149 vuelta, tomo 6. 
20 Foja 3266 a 3271, tomo 6. 
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El ocho de enero de dos mil nueve el despacho del señor Fiscal Supremo en 
lo Penal recibió el Oficio Nro. 09-2006-1ERASPE-CSJL21.   El diecinueve de 
mayo de ese año22 se recibió el Dictamen N° 958-2009 mediante el cual  el 
señor Fiscal de la Primera Fiscalía Suprema en lo Penal de Lima aprobó el 
dictamen del señor Fiscal Superior. Conforme a ello, la Sala emitió la 
resolución de  doce de agosto23 mediante la cual se declaró no haber mérito a 
pasar a juicio oral contra Hernan Williams Hernandez Sanchez, Luis Alberto 
Ipanaque Ayala, Romualdo Ayala Ponce, Genovez Perez Torres y Juan Hernandez 
Alvarez por delito contra la fe pública – falsedad ideológica y, contra Ramon 
Natteri Quiroga por delito contra la administración pública –colusión, ambos en 
agravio del Estado; la resolución fue declarada consentida por resolución de 
catorce de setiembre24. 
 
Se corrió traslado de la acusación a las partes por el plazo de veinte días, 
trámite que fue absuelto por los procesados Concha Delgado25, Urrutia 
Foncea y Perea Guirado26 y por el señor Procurador Público27. Mediante 
resolución del treinta y uno de enero de dos mil once28, la Sala –ahora Primera 
Sala Penal Liquidadora29-  efectuó el control de acusación y ordenó la remisión 
de los autos al Ministerio Público para la subsanación de las omisiones 
advertidas: falta de precisión sobre la extinción de la acción penal por delito 
de cohecho pasivo, falta de precisión sobre la solidaridad de la reparación 
civil. 

 
El cuatro de agosto de dos mil once30, el señor Fiscal Superior remitió el 
Dictamen Nro. 70-2011 mediante el cual, subsanando las observaciones, 
precisó que el monto de la reparación civil ascendía a novecientos setenta mil 
nuevos soles que debía ser pagado en forma solidaria por los acusados; 
asimismo, precisó y complementó el dictamen acusatorio en lo referido a la 
pretensión penal contra cada acusado: 
  

“§ JUAN ABRAHAM BRIONES DAVILA, como cómplice primario del delito contra la 
Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado, (…) QUINCE AÑOS DE 
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, como autor del delito contra la 
Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado; y, autor del delito contra la 

                                                 
21 Foja 3298 a 3299, tomo 6. 
22 Foja 3301 a 3306, tomo 6. 
23 Foja 3338 a 3339, tomo 6. 
24 Foja 3358, tomo 7. 
25 Foja 3441 a 3455, tomo 7. 
26 Foja 3477 a 3487, tomo 7. 
27 Foja 3469 a 3476, tomo 7. 
28 Foja 3541 a 3544, tomo 7. 
29 Resolución Administrativa N° 390-2010-CE-PJ del 20 de diciembre de 2010, que dispone la creación de la 
Primera Sala Penal Liquidadora. 
30 Foja 3545 a 3548, tomo 7. 
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Administración Pública – cohecho Pasivo Propio, en agravio del Estado (…) QUINCE 
AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, como cómplice primario del 
delito contra la Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado, como autor del delito 
contra la Administración Pública – Cohecho Pasivo Propio -, en agravio del Estado; (…) 
QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de 
Inhabilitación.   
§ NORA LUZ GALARRETA DIAZ, como autora del delito contra la Administración 
Pública – Colusión-, en agravio del Estado (…) QUINCE AÑOS DE PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES, como autor del delito contra la 
Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado (…) QUINCE AÑOS DE 
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ ROYCE PAUL CONCHA DELGADO, como autor del delito contra la Administración 
Pública – Colusión -, en agravio del Estado; (…) QUINCE AÑOS DE PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ JORGE ALFREDO TAPIA CAJIGAS, como cómplice primario del delito contra la 
Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado (…) QUINCE AÑOS DE 
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Dos años de Inhabilitación.   
§ JUAN FRANCISCO URRUTIA FONCEA, como cómplice primario del delito contra la 
Administración Pública – Colusión -, en agravio del Estado; y como autor del delito de Cohecho 
Activo  de funcionarios-, en agravio del Estado (…) QUINCE AÑOS DE PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de Inhabilitación.   
§ VICTOR PEREA GUIZADO, como Cómplice Primario del delito de colusión en agravio 
del Estado y como autor del delito de cohecho activo de Funcionarios en agravio del Estado (…) 
QUINCE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, y Tres años de 
Inhabilitación. (…)”.  

 
 
AUTO SUPERIOR DE ENJUICIAMIENTO 
Mediante auto de treinta y uno de enero de dos mil doce, foja 3628 a 3631, 
esta Primera Sala Penal Liquidadora tuvo por subsanada la acusación, declaró 
extinguida por prescripción la acción penal respecto de delito contra la 
administración pública-cohecho pasivo propio contra los acusados Cano 
Angulo y Del Castillo Colona y declaró haber mérito para pasar a juicio oral 
contra: 
 

“ABRAHAM WALTER CANO ANGULO como autor del delito contra la 
Administración Pública – colusión en agravio del Estado; contra NORA LUZ 
GALARRETA DÍAZ como autora del delito contra la administración pública – colusión en 
agravio del Estado; contra ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZÁLES como 
autor de delito contra la administración pública – colusión en agravio del Estado; contra 
ROYCE PAUL CONCHA DELGADO como autor de delito contra la administración 
pública – colusión en agravio del Estado; contra JUAN ABRAHAM BRIONES 
DÁVILA como cómplice primario de delito contra la administración pública – colusión en 
agravio del Estado; contra GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO 
COLONA como cómplice primario de delito contra la administración pública – colusión en 
agravio del Estado; contra  JORGE ALFREDO TAPIA CAJIGAS como cómplice 
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primario de delito contra la administración pública – colusión en agravio del Estado; contra 
JUAN FRANCISCO URRUTIA FONCEA como cómplice primario de delito contra 
la administración pública – colusión en agravio del Estado; contra VICTOR PEREA 
GUIZADO como cómplice primario de delito contra la administración pública – colusión - en 
agravio del Estado”. 

 
Se señaló el día miércoles veintidós de febrero de dos mil doce como fecha de 
inicio del juicio oral en la sede judicial del Edificio “Alimar”. 
 
 
ACUSACIÓN ORAL   
Instalada la audiencia en el día, hora y lugar indicados, el señor representante 
del Ministerio Público formuló acusación en estos términos:  

“(…) De conformidad con el artículo dos cuarenta y tres del Código de Procedimientos 
Penales, en mi condición de representante del Ministerio Público me corresponde exponer en 
forma sucinta los hechos, los términos de la acusación escrita a efectos que ustedes señores 
Magistrados, los acusados y los abogados aquí presentes tomen conocimiento de los cargos 
que se les imputan. En ese sentido, debemos decir que los actos de investigación y los medios 
de prueba incorporados durante la investigación  preliminar y de Instrucción, se les imputa 
a los acusados: ABRAHAN CANO ANGULO, NORA LUZ GALARRETA 
DIAZ, ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES, ROYCE PAUL 
CONCHA DELGADO; la comisión a título de autores. Y a GREGORIO 
EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, JUAN ABRAHAN BRIONES 
DAVILA, JORGE TAPIA CAJIGAS, JUAN FRANCISCO URRUTIA 
FONCEA y VICTOR PEREA GUIZADO, como presuntos cómplices primarios 
del Delito Contra la Administración Pública – Colusión Desleal en Agravio del Estado 
por los siguientes hechos: A fines del mes de octubre del año mil novecientos noventa y 
cuatro, la Asociación Española de Nuevas Tecnologías cursó una invitación al acusado 
GREGORIO DEL CASTILLO COLONA, para que en su condición de Jefe de la 
División de Telecomunicaciones e Informática de la Policía Nacional, participe en visitas 
programadas a las instalaciones de las empresas SITRE y EyP con 
TELECOMUNICACIONES, pertenecientes al Sector de Informática y 
Telecomunicaciones de la Asociación Española en mención. Designando éste para tal 
efecto, en coordinación con la Oficina del General de Administración del Ministerio del 
Interior al Ingeniero Mayor PNP CARLOS ARCE COCK, Asesor General de 
Telecomunicaciones e Informática de la Policía Nacional para que asista en representación 
de esta Institución. Así, de la declaración instructiva del procesado CARLOS ARCE 
COCK, se evidencia que el procesado GREGORIO DEL CASTILLO COLONA, 
le habría encomendado que en España se entreviste con los representantes de la citada 
empresa SITRE, a fin de que éstos le proporcionen un proyecto conteniendo el Sistema de 
Emergencia Ciento Cinco y colabore con ellos para adecuar su propuesta a los 
requerimientos de la Policía Nacional del Perú.  Razón por la cual, este representante al 
llegar a España, conforme lo acordado, se entrevistó con los funcionarios de la empresa 
SITRE, quienes lo condujeron a las instalaciones de la empresa donde el acusado 
VICTOR PEREA GUIZADO, Gerente de esta empresa, le indicó que estaban muy 
interesados en ingresar comercialmente al Perú, por lo que la venta del Sistema de 
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Emergencia Ciento Cinco sería la oportunidad para hacerlo; solicitando su apoyo y la del 
Coronel DEL CASTILLO COLONA, a cambio de una comisión que cada uno 
recibiría ascendiente al cuatro por ciento de la venta total. Propuesta que fue aceptada por 
ambos procesados según refiere ARCE COCK, quien al retornar de su viaje a España 
trajo consigo un Proyecto de Sistema de Emergencia Ciento Cinco, deliberadamente 
adecuado a las necesidades de la Policía Nacional. Es de este modo, que a su retorno de 
España con el Proyecto Sistema de Emergencia Ciento Cinco para la PNP, ARCE 
COCK sostiene que su Jefe DEL CASTILLO COLONA, luego de una reunión con el 
entonces Jefe de la OGA, el acusado ABRAHAN CANO ANGULO, se le solicitó 
un informe escrito y que éste sustentaría como requerimiento y así poder convocar a una 
licitación en la que el acusado CANO ANGULO como Presidente del Comité de 
Adjudicación se encargaría que la empresa SITRE, fuera la ganadora. En efecto, con 
fecha seis de julio de mil novecientos noventa y cinco el acusado DEL CASTILLO 
COLONA, Jefe de la División de Telecomunicaciones de la DIATEC mediante el oficio 
seis veinticuatro noventa y cinco DIATEC PNP/DIVINFOR, formula ante la Oficina 
General de Administración del Ministerio del Interior, el requerimiento para la 
adquisición del Sistema de Emergencia Ciento Cinco, documento que fue recibido por la 
Dirección de Abastecimiento del Ministerio del Interior y que es cursado directamente a la 
Oficina de Abastecimiento de la OGA, sin que fuera visado ni autorizado por el Director 
de Apoyo Técnico Víctor Lavado Reyes e indicando en su contenido, que dicho 
requerimiento es enviado de conformidad a lo acordado en el Consejo Económico. Sin 
embargo, de la revisión de los actuados es de advertirse, que en las Actas del Consejo 
Económico del Ministerio del Interior el ente encargado de aprobar las adquisiciones, tanto 
del Ministerio como de la Policía Nacional, correspondientes a los meses de mayo y agosto 
del noventa y cuatro, no se evidencia que este ente haya discutido, ni aprobado la 
adquisición del Sistema de Emergencia Ciento Cinco para la PNP. En lugar, el diez de 
julio de mil novecientos noventa y cinco, es decir, cuatro días después de enviado el 
requerimiento durante el desarrollo de la Vigésima Segunda Reunión del Consejo 
Económico, recién se habría acordado que la Oficina General de Administración del 
Ministerio del Interior informe ante el Comité sobre la posibilidad de adquirir el Sistema 
de Emergencia ciento cinco y GPS para la Policía Nacional, por la suma de DOS 
MILLONES TRESCIENTOS MIL DOLARES, y que solo días después, el 
catorce de julio de mil novecientos noventa y cinco, el mismo Consejo Económico acordó que 
la Oficina General de Administración del Ministerio del Interior en coordinación con la 
Dirección de Apoyo Técnico DIATEC, adquiera para la Policía Nacional del Perú los 
Sistemas Ciento Cinco GPS, por un monto de DOS MILLONES TRESCIENTOS 
MIL DOLARES AMERICANOS y que en coordinación con la Sétima Región 
Policial, se realicen los estudios para su ubicación encomendando su adquisición a la OGA 
y a DIATEC, quienes además deberían coordinar con la Sétima Región Policial para que 
se efectúen los estudios necesarios para la instalación del Sistema, acta que fuera firmada 
entre otros,  por el Ministro del Interior acusado JUAN BRIONES DAVILA, 
Director de la OGA – ABRAHAM CANO ANGULO y por VICTOR 
LAVADO REYES, quien firma como Inspector General de la Policía Nacional, pese 
a que en ese entonces, se desempeñaba como Director de Apoyo Técnico. Es así que 
mediante Resolución Directoral cero noventa y cuatro a noventa y cinco INC cero uno, cero 
cinco, cero seis, de fecha veinticuatro de agosto de mil novecientos noventa y cinco, se 
aprobaron las bases administrativas y especificaciones técnicas para la licitación selectiva 
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cero cero seis noventa y cinco IN  OGA, para la adquisición del  Sistema de Emergencia 
Ciento Cinco, por un monto de UN MILLON QUINIENTOS MIL DOLARES 
AMERICANOS,  conformándose el Comité de Adjudicación presidido por el acusado 
CANO ANGULO como Director de la OGA – MININTER;  e integrado por los 
acusados NORA GALARRETA DIAZ, Directora de Abastecimientos, ARTURO 
MARQUINA GONZALES, Director de Logística en representación de la Policía 
Nacional;  y el Comandante CARLOS ALBERTO ARCE COCK, como Asesor 
Técnico de la DIATEC, estando presente el doctor PAUL CONCHA DELGADO, 
representante de la Oficina de Control Interno del Ministerio del Interior; quienes en sesión 
de fecha once de setiembre del mil novecientos noventa y cinco recibieron los sobres y 
aperturaron los sobres uno y dos, referidos a la acreditación y la oferta técnica, luego de cuya 
recepción se suspendió la sesión, a fin de que se evalúen las propuestas técnicas, evaluación 
que fue encomendada a CARLOS ARCE COCK, quien habría evaluado las 
propuestas, de conformidad a las bases administrativas que fueron elaboradas con la 
información que SITRE había proporcionado, lo que obviamente resultaría favoreciendo 
conforme se ha evidenciado la calificación técnica de esta empresa, más aún, si este reconoce 
durante el proceso que URRUTIA FONCEA, coordinó la presentación de su propuesta 
técnica y económica con el acusado DEL CASTILLO COLONA. Ahora bien, luego 
de que ARCE COCK, elaborara el informe veintiocho noventa y cinco DIATEC, éste 
fue elevado al Director General de Administración del Ministerio por DEL 
CASTILLO COLONA, mediante oficio ocho seis uno- DIATEC PNP de fecha doce 
de setiembre del noventa y cinco; esto es, al día siguiente, advirtiéndose del informe pericial 
que obra en autos: Treinta y tres dos mil cuatro DICORCOR PNP que fue ratificado en 
el presente juicio, que la calificación de las propuestas fue muy genérica, debido a que en las 
bases administrativas consignó información genérica, sin considerarse el plazo de entrega y 
la puesta en funcionamiento del Sistema, solicitando únicamente un cronograma de entrega 
de los bienes ofertados. Sin embargo, al momento de efectuar la calificación, le otorga un 
mayor puntaje a la empresa SITRE aduciendo que presenta un plazo menor de entrega en 
comparación con las otras dos empresas postoras, lo que no hace más que corroborar lo 
dicho por ARCE COCK, cuando refiere que la licitación fue realizada con la deliberada 
intención de que SITRE fuera la empresa ganadora; por ello obtuvo la calificación más 
alta, ya que obviamente las bases fueron elaboradas a partir de las especificaciones técnicas 
de su producto presentado. Finalmente, luego de recibir el informe técnico con las 
calificaciones, el Comité Especial se volvió a reunir el trece de setiembre de mil novecientos 
noventa y cinco otorgando la Buena Pro a la empresa SITRE SA., por un monto de UN 
MILLON QUINIENTOS MIL DOLARES AMERICANOS,  en ese orden de 
ideas los miembros del Comité de Adjudicación incumplieron dolosamente sus funciones con 
el deliberado interés de beneficiar a la empresa SITRE S.A. Finalmente, a fin de evitar 
contratiempos durante la ejecución del contrato, los proveedores siguieron concertando con los 
funcionarios que intervendrían en esta etapa, concertando con el acusado JORGE TAPIA 
CAJIGAS,  quien como encargado de la Oficina de Tesorería, debía de ejecutar los pagos 
a la empresa proveedora, que sin cumplir con las disposiciones contractuales ejecutó el 
íntegro del pago a pesar que la empresa no había cumplido con internar la totalidad del 
material adquirido, ni había cumplido con instalarlo conforme se ha previsto en la licitación 
pública, así como NORA GALARRETA, Directora de Abastecimientos y el Director 
de Logística de la Policía Nacional – ARTURO MARQUINA GONZALES,  a 
fin de que éstos ordenaran al personal bajo su dirección que dieran su conformidad en la 
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recepción y entrega del material, aún cuando estos no se había realizado regularmente.  
Todos estos hechos señores Magistrados,  serán acreditados en el presente juicio oral, cuando 
se actúen y valoren todas las pruebas que se produzcan de los medios de pruebas ofrecidos 
por la Fiscalía y admitidos por la Sala que ustedes conforman.  Es así, que este Ministerio 
Público reproduce su acusación escrita y solicita se imponga a: JUAN ABRAHAM 
BRIONES DÁVILA como Cómplice Primario del Delito Contra la Administración 
Pública – Colusión en Agravio del Estado, la sanción de QUINCE AÑOS de pena 
privativa de libertad y tres años de inhabilitación. A: ABRAHAM WALTER 
CANO ANGULO como autor del Delito Contra la Administración Pública, Colusión 
en Agravio del Estado, una sanción de QUINCE AÑOS  de pena privativa de libertad 
y Tres años de inhabilitación, a GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO 
COLONA como Cómplice Primario del Delito Contra la Administración Pública – 
Colusión en Agravio del Estado, una sanción de QUINCE AÑOS  de pena privativa 
de libertad y Tres años de inhabilitación, a NORA LUZ GALARRETA DIAZ, 
como Autora del Delito Contra la Administración Pública – Colusión en Agravio del 
Estado, una sanción de QUINCE AÑOS de pena privativa de libertad y Tres años de 
inhabilitación, a ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES como autor 
del Delito Contra la Administración Pública – Colusión en Agravio del Estado, una 
sanción de QUINCE AÑOS de pena privativa de libertad y Tres años de inhabilitación, 
a ROYCE PAUL CONCHA DELGADO como autor del Delito contra la 
Administración Pública – Colusión  en Agravio del Estado, una sanción de QUINCE 
AÑOS de pena privativa de libertad y Tres años de inhabilitación, a JORGE 
ALFREDO TAPIA CAJIGAS como Cómplice Primario del Delito contra la 
Administración Pública – Colusión en Agravio del Estado, una sanción de DOCE 
AÑOS  de pena privativa de libertad y Dos años de inhabilitación. Finalmente, a: 
JUAN FRANCISCO URRUTIA FONCEA como Cómplice Primario del Delito 
Contra la Administración Pública – Colusión  en Agravio del Estado, una sanción de 
QUNICE AÑOS de pena privativa de libertad y Tres años de inhabilitación y 
VICTOR PEREA GUIZADO como Cómplice Primario del Delito Contra la 
Administración Pública – Colusión  en Agravio del Estado, una sanción de QUINCE 
AÑOS  de pena privativa de libertad y Tres años de inhabilitación. Asimismo, al pago de 
NOVECIENTOS SETENTA MIL NUEVOS SOLES por concepto de 
REPARACION CIVIL  que deberán hacer los acusados de manera solidaria, de 
conformidad con los artículos noventa y tres y noventa y cinco del Código Penal (…)” 

31. 
 

Oída la acusación, se preguntó a los acusados sobre su conformidad o no con 
ella; respondieron todos que no estaban conformes y que se declaraban 
inocentes de los cargos imputados.  
 
Llevada a cabo la audiencia en sesiones consecutivas, el debate probatorio 
concluyó en sesión 17; el Señor Fiscal Superior formuló su requisitoria oral en 
sesión 18, en la misma sesión lo hizo el señor representante de la Procuraduría 
Pública Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios. En sesión 
19 se escucharon los alegatos de las defensas de los acusados, que luego 

                                                 
31 Foja 3717 a 3718, tomo 7. 
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presentaron sus conclusiones escritas. Oídos los acusados en sesión 20, se 
declaró cerrado el juicio oral.  
 
Lo actuado dio lugar a la formación de diez tomos principales. 
 
 
LOS ACUSADOS 
 
 
ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, Titular del Documento 
Nacional de Identidad número cero siete cuatro seis ocho seis veintiocho, 
nacido el veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y dos, natural del 
distrito, provincia y departamento de Lima, con domicilio en Calle diecisiete 
número ciento cincuenta y uno – Urbanización Mariscal Castilla, distrito de 
San Borja, hijo de doña Elsa y don Abraham, estado civil viudo32, con grado 
de instrucción Superior – Oficial del Ejército, de ocupación actual retirado del 
Ejército33. 
 
 
NORA LUZ GALARRETA DIAZ, Titular del Documento Nacional de 
Identidad número cero ocho ocho cero ocho ocho ocho nueve, nacida el 
nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, en el distrito de 
Miraflores, de la Provincia y Departamento de Lima, con domicilio en 
Avenida Tomás Marsano  número cuarenta y cuatro quince – Urbanización 
Vista Alegre, distrito de Santiago de Surco, hija de don Jorge Miguel y doña 
Trinidad, de estado civil casada, con grado de instrucción superior, de 
ocupación Contadora Pública con Colegiatura número trece seis tres tres, 
cesante en la Administración Pública34. 
 
 
ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES, Titular del 
Documento Nacional de Identidad número cero nueve cuatro cinco uno cero 
nueve cinco, nacido el veinte de agosto de mil novecientos treinta y nueve, en 
el distrito de Huaraz, Provincia de Huaraz, Departamento de Ancash, con 
domicilio en Calle Ricardo Angulo número doscientos setenta y ocho – 
Urbanización Corpac, distrito de San Isidro, hijo de Ernesto y doña Zoila, 
estado civil casado, con grado de instrucción superior Oficial General PNP en 
situación de retiro35. 
 

                                                 
32 Foja 3908, tomo 7. 
33 Foja 1768, tomo 4. 
34 Foja 1685, tomo 4. 
35 Foja 1904, tomo 4. 
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ROYSE PAUL CONCHA DELGADO, Titular del Documento Nacional 
de Identidad número dos nueve cuatro cero cuatro uno siete uno, nacido el 
dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta y seis en el distrito, Provincia 
y Departamento de Arequipa, con domicilio en jirón Cuzco, Departamento G, 
Santa Patricia – La Molina, hijo de don José y doña Luis[a], estado civil 
soltero, con grado de instrucción superior en Derecho (abogado), de 
ocupación empleado público del Ministerio del Interior36. 
 
JUAN ABRAHAM BRIONES DAVILA, Titular del Documento Nacional 
de Identidad número uno cero ocho cero tres seis cuatro tres, nacido el 
veinticuatro de agosto de mil novecientos treinta y siete, natural del distrito, 
provincia y departamento de Lima, con domicilio en Sucre número tres diez 
distrito de Miraflores, hijo de don Juan y doña María, estado civil casado, con 
grado de instrucción superior, de ocupación actual oficial del Ejército en 
retiro37. 
 
GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, Titular del 
Documento Nacional de Identidad número dos cinco siete cinco cinco cinco 
ocho uno, nacido el trece de julio de mil novecientos cuarenta y dos, en el 
distrito de Paita, Provincia de Paita, Departamento de Piura, con domicilio en 
Avenida Central número novecientos sesenta A – cuatro, Departamento 
ciento dos – Urbanización Los Álamos, distrito de Surco, hijo de don Fausto 
y doña Columba, estado civil casado, con grado de instrucción superior – 
General PNP38. 
 
JORGE ALFREDO TAPIA CAJIGAS, Titular del Documento Nacional de 
Identidad número cero siete cinco nueve cuatro siete tres seis, nacido el dos 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos en el distrito, Provincia y 
Departamento del Cusco, con domicilio en Avenida Encalada número doce 
dieciocho A, Departamento trescientos cuatro, distrito de Santiago de Surco, 
hijo de don Andrés y doña Aurora, estado civil casado, con grado de 
instrucción superior39, de ocupación asesor financiero en el Colegio 
Odontológico del Perú40 
 
JUAN FRANCISCO URRUTIA FONCEA, ciudadano español, declarado 
REO CONTUMAZ, mediante Resolución del catorce de marzo de dos mil doce41. 
Copia simple de Documento de Identidad número cinco cero dos nueve tres 

                                                 
36 Foja 1913, tomo 4. 
37 Foja 1940, tomo 4. 
38 Foja 1889, tomo 4. 
39 Foja 2454, tomo 5. 
40 Foja 4036, tomo 7. 
41 Foja 3822 a 3824, tomo 7.  
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uno cinco cuatro - C, nacido en BILBAO, Provincia VISCAYA, el siete de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, hijo de don Joaquín y doña 
María Carmen, domiciliado en C Guadiana 17, Localidad Pozuelo de Alarcón, 
Provincia de Madrid42. 
 
VICTOR PEREA GUIRADO43, ciudadano español, declarado REO 
CONTUMAZ, mediante Resolución del catorce de marzo de dos mil doce. Copia 
simple de Documento de Identidad número cero uno cuatro nueve cero tres 
cinco dos - K, nacido en RABAT, País MARRUECOS, el veinticuatro de 
mayo de mil novecientos cuarenta y tres, domiciliado en C. Virgen del Pilar 
16, Las Rozas de Madrid, Provincia de Madrid44. 
 
 
 
CUESTIONES PROCESALES 
 

• Excepción de prescripción 

En sesión 01, la defensa del acusado Marquina Gonzales dedujo excepción de 
prescripción de la acción penal respecto del delito sub materia (colusión) en 
estos términos:  

“(…) Defensa del procesado Marquina Gonzáles: Señora Presidenta, la defensa del 
General ARTURO ERNESTO MARQUINA GONZALES,  quiere deducir Excepción 
de Prescripción de la Acción Penal por los siguientes fundamentos de hecho y de derecho que 
pasamos a exponer.  Hemos escuchado atentamente la oralización de la acusación que el señor 
Fiscal acaba de hacer y es claro y evidente,  que ésta se ratifica en los términos de la acusación 
escrita, donde a fojas dos mil ochocientos veintisiete establece que no fue objeto de la pericia,  
determinar el perjuicio económico que esta licitación pudiera haber producido al Estado. Nos 
encontramos entonces,  ante  la situación de que en la presente acusación no se está estableciendo un 
perjuicio económico patrimonial al Estado.  El artículo seis del Código Penal vigente es claro,  
cuando consagra el principio de la aplicación de la ley más favorable al procesado cuando hay 
conflicto en el tiempo de leyes penales, y es clara también la doctrina y la jurisprudencia al respecto,  
cuando establece el principio de combinación de leyes penales, y el  principio de combinación de leyes 
penales en que se va a sustentar esta excepción de prescripción,  es claro también en la 
jurisprudencia vigente cuando establece que de distintas leyes penales que se aplican a un mismo 
hecho punible o a un mismo supuesto de tipicidad, el acusado puede tomar de cada una de ellas la 
que  más le convenga a su defensa.  En otras palabras, la ley más favorable a un procesado no es 
solamente la que establece una pena más benigna,  sino también la que establece una tipicidad más 
benigna, valga la redundancia, sin perjuicio de una penalidad que sea más o menos desfavorable.  
Creo que es entendido por el forum nacional, por la doctrina, y por la jurisprudencia, que el 

                                                 
42 Foja 3693, tomo 7. 
43 Foja 3798, tomo 7. “(…) Lima veinticuatro de febrero de dos mil doce (…). Por estas razones tratándose de un claro error 
material, que no afecta la relación procesal ni el derecho de defensa, corrigieron los apellidos del procesado VICTOR PEREA 
GUIRADO, siendo lo correcto como queda escrito y no PEREA GUISADO, como se había consignado en las actas 
anteriores, Auto Superior de Enjuiciamiento, Auto de traslado de Acusación, Auto de Apertura de Instrucción, y demás autos y 
decretos de este proceso (…)”. 
44 Foja 3695, tomo 7. 
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artículo trescientos ochenta y cuatro del Código Penal actualmente vigente, establece una colusión 
simple y una colusión agravada, la colusión simple cuando no se verifica un daño patrimonial al 
Estado, y la colusión agravada cuando si lo hay. Yo simplemente,  quiero reiterar que el 
Ministerio Público en su acusación no está yendo por la tipicidad de su forma agravada del Delito 
de Colusión porque ha reconocido que no hay una pericia que establezca un perjuicio económico 
patrimonial al Estado, no hay una pericia valorativa, bajo ese supuesto entonces y  reitero bajo el 
principio de la aplicación de la ley más favorable al procesado que está en el artículo seis del Código 
Penal y en la Constitución Política del Estado, es claro entonces,  que la norma que corresponde 
aplicar es la forma simple de la colusión establecida en el primer párrafo del artículo trescientos 
ochenta y cuatro del Código Penal, el cual establece una pena no menor de tres ni mayor de seis 
años, cuando no hay agravio patrimonial al Estado, lo cual quiere decir que en aplicación del 
artículo ochenta del Código Penal la pena, mejor dicho la acción penal, se extingue a los nueve 
años.  Quiere decir y nuevamente tomando como punto de partida la acusación del señor 
representante del Ministerio Público,  esta acción penal se encuentra prescrita. Por esos 
fundamentos señora Presidenta, solicito nuevamente y lo reitero, al amparo de la Constitución, el 
artículo seis del Código Penal, el artículo trescientos ochenta y cuatro y la propia acusación del 
señor Fiscal donde reconoce que no tiene una pericia donde se haya establecido un daño económico 
patrimonial al Estado, se declara la prescripción de la acción penal contra mi patrocinado Arturo 
Ernesto Marquina Gonzáles, se sobresea la causa y se archive el presente proceso (…)” 45. 
 

Corrido traslado al señor Fiscal, éste lo absolvió en sesión N° 02 en estos 
términos: 

“(…) Señor Fiscal Superior: (…) Sin embargo, este Ministerio Público tanto en su 
acusación escrita como en la sucinta  exposición efectuada  en este juicio oral en virtud del artículo 
dos cuarenta y tres del Código de Procedimientos Penales, ha puesto de manifiesto que los hechos 
sub-materia sí hubo perjuicio al Estado en razón que los integrantes del Comité  de Adjudicación 
y otros en sus condiciones de Directores de diversas dependencias  de la OGA, Ministerio del 
Interior y la Policía Nacional  concertaron y favorecieron a la empresa proveedora en detrimento del 
erario nacional,  tal como se advierte de los puntos escritos  en el mencionado Informe Pericial 
numero treinta y tres dos mil cuatro DIRCOCORP PNP DIVAP DIV;  ratificado en la 
instrucción en  donde se establecen  en forma detallada cada una de las acciones ilícitas en ese 
sentido,  medio probatorio que  deberá ser analizado y merituado  conjuntamente con los otros en 
la etapa correspondiente del juicio oral y no en la incidencia planteada.  Consideraciones por las 
cuales,  considerando que los hechos materia de la presente sí han causado perjuicio al Estado y el 
mismo surtirá de las pruebas actuadas en esta Sede,  es que este Ministerio solicita que se declara 
INFUNDADA la excepción planteada por la defensa del acusado ARTURO 
MARQUINA GONZALES (…)” 46. 

 
Como  ha dicho el Tribunal Constitucional:  

“(…) La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por 
el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y desde la óptica 
penal, es una causa de extinción  de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre 
los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius puniendi, en razón de que el tiempo 
transcurrido borra los efectos  de la infracción, existiendo apenas memoria  social de la misma (…) la 
ley penal material otorga  a la  acción penal  una función preventiva y resocializadora en la cual el 
Estado autolimita su potestad  punitiva contemplando la necesidad de que, pasado cierto tiempo, se 
elimine toda incertidumbre jurídica y la dificultad de castigar a quien lleva mucho tiempo viviendo 

                                                 
45 Foja 3719 y siguientes. 
46 Foja 3779 y siguientes. 
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honradamente, consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica. El Código Penal 
reconoce la prescripción como uno de los supuestos de extinción de la acción penal (…)” 47.    

 
La prescripción de la acción, según la regulación establecida en nuestro Código 
Penal, puede ser contabilizada a través del plazo ordinario y el plazo 
extraordinario. El plazo ordinario, regulado en el artículo 80° del Código, es el 
equivalente al máximo de la pena fijada en la ley, en caso de ser privativa de la 
libertad. El extraordinario, en caso de interrupción del ordinario, es, según lo 
establece el artículo 83°, el equivalente al plazo ordinario más la mitad. El  
artículo 80°  preceptúa:  

“Artículo 80.- La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley 
para el delito, si es privativa de libertad. 
(…) 
En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya transcurrido un plazo 
igual al máximo correspondiente al delito más grave”. 

 
Como se ha citado, el examen de la excepción parte por determinar, de 
primera intención, la cuestión del perjuicio: la defensa sostuvo que la 
acusación fiscal se fundaba en el “tipo simple”, es decir, en que el Ministerio 
Público había reconocido que no existía pericia demostrativa del perjuicio 
económico patrimonial al Estado y que, por ello, no existiendo ese perjuicio la 
modalidad –según modificatoria del tipo por Ley N° 29703 – era la simple 
con penalidad máxima de seis años.  
 
Adelanta esta Sala que en el parágrafo referido al tipo, citando jurisprudencia 
de la Corte Suprema, se ha hecho precisión de la defraudación como elemento 
del mismo, es decir, la defraudación al Estado a través del acuerdo colusorio. 
En términos concretos, la acusación no se fundó en una sola concertación 
independiente de la defraudación-perjuicio efectivo o potencial; en efecto, al 
absolver el traslado, el Ministerio Público reiteró que postulaba: (a) un 
perjuicio para el Estado, no una mera concertación y (b) un perjuicio 
económico de tipo efectivo. Dicho lo anterior, la excepción no puede ser 
examinada sin alterar los términos de la acusación, lo que determina su 
improcedencia.  
 
 
• Cuestión probatoria: la variación de la declaración instructiva de 

Carlos Alberto Arce Cok con relación su manifestación en sede 
preliminar fiscal 

 
En sesión 13 se leyó la declaración instructiva de Carlos Alberto Arce Cok. En 
sesión 15 se leyó la declaración prestada por el mencionado ante la Primera 

                                                 
47 STC N°1805-2005-HC-Caso Cáceda Pedemonte, fundamento 6. 
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Fiscalía Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios. Al comentar 
la lectura, la defensa de los acusados contumaces señaló la contradicción entre 
ambas: exculpatoria la primera, incriminatoria la segunda, sobre la base de 
haberse prestado la instructiva con la expectativa de beneficiarse con la 
colaboración eficaz.  
Considera esta Sala que al haberse prestado ambas declaraciones con las 
garantías mínimas de inmediación del representante del Ministerio Público y 
del juez, respectivamente, no se está ante cuestión de validez o invalidez de las 
declaraciones sobre la base de afectaciones del derecho de defensa o de 
garantías expresas de la misma; se trata, mas bien, de cuestión de credibilidad, 
de valoración, en que corresponde al órgano jurisdiccional decidir su mérito 
sobre la base de criterios mínimos razonables que apunten en uno u otro 
sentido. En primer término, al declarar en sede preliminar, el mencionado 
Arce Cok no contó con asesoría de abogado y con independencia de que, 
según consta, ello se debió a su propia decisión, el que en sede judicial 
declarara con esa asesoría otorga a esta segunda declaración mayor garantía. 
Pero, fundamentalmente, en la presente sentencia se han expuesto y detallado 
la secuencia de hechos indiciarios plurales y concurrentes que corroboran lo 
declarado en instructiva, esto es, que no se otorga mayor credibilidad a esta 
declaración sobre la sola base de garantías formales de defensa. La actuación 
probatoria del juicio oral sujeta a la contradicción e inmediación constituye, a 
criterio de este Colegiado, el mejor estándar de valoración de una declaración 
como más creíble que cualquiera otra del mismo deponente en distinta fase 
del proceso o en sede preliminar. 
 
 
 

CAPÍTULO II 
 

PARTE CONSIDERATIVA 
 
 
FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA 
 
• Hechos probados no controvertidos por las partes 
 
La conformación y los acuerdos del Consejo Económico 
 
1. El diecinueve de marzo de mil novecientos noventa y tres, el Ministro del 
Interior, Juan Briones Dávila, emitió la Resolución N° 150 A- 93 – IN – OSPI 
– RA48 , que en parte se transcribe: 

                                                 
48 Foja 1919 a 1920, tomo 4. 
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“(…) 
  CONSIDERANDO: 
  Que, el Ministerio del Interior como el titular del Pliego 07: Ministerio del Interior es 
responsable de la conducción de la formulación, programación, ejecución y control, evaluación del 
proceso presupuestario correspondiente del Pliego 07: Ministerio del Interior; 
  Que, uno de los objetivos sectoriales establecido en el Plan Sectorial de Pacificación de 
Mediano Plazo 1992-1995 aprobado por Resolución Ministerial N° 0638-92-IN/OSPI del 
24 de julio de 1992 es: “Alcanzar un alto grado de eficiencia en el cumplimiento de la misión del 
Sector”; 
  Que, es necesario que los recursos presupuestarios asignados al Pliego 07: Ministerio del 
Interior, sean orientados coordinada y armónicamente al logro de los objetivos prioritarios 
establecidos en el Plan Sectorial de Pacificación de Corto Plazo del Ministerio del Interior 
aprobado por Resolución Ministerial N° 0107-A-93-IN/OSPI del 15 de febrero de 1993. 
  Que, para ello es necesario crear e implementar en el Ministerio del Interior un Consejo 
Económico que asesore colegiadamente a la Alta Dirección y a los Jefes de Programas en la 
ejecución presupuestaria de los diversos Programas Presupuestarios del Pliego formulando estudios y 
recomendaciones sobre asuntos económicos y financieros; 
  De conformidad con lo establecido en el artículo 5° de la Ley Orgánica del Ministerio del 
Interior promulgada mediante Decreto Legislativo N° 370 del 01 de febrero de 1986; y 
  Estando a lo propuesto por la Oficina Sectorial de Planificación; y a lo opinado por la 
Oficina General de Asesoría Jurídica. 
  SE RESUELVE: 
  Artículo 1°.- Crear el Consejo Económico del Ministerio del Interior que estará 
conformado por: 
  a. Miembros Permanentes: 
 1. Ministro del Interior, quien la presidirá; 
 2. Vice –Ministro del Interior; 
 3. Director General de la Policía Nacional; 
 4. Director General de la Oficina General de Administración; 

5. Director General de la Oficina Sectorial de Planificación, quien  actuará como 
Secretario Técnico. 

  b. Miembros Eventuales: 
 1. Jefe de los Programas Presupuestarios; 

2. Directores y Funcionarios que se estime conveniente para emitir opinión sobre 
determinados temas o aspectos; a solicitud de alguno de los miembros permanentes. 

  Artículo 2°.- Los miembros permanentes y eventuales, según el caso, asumen la 
corresponsabilidad que deviniera por las recomendaciones que formulen sobre asuntos económicos y 
financieros, medidas administrativas y otras relacionadas con el manejo de los recursos 
presupuestarios y financieros. 
  Artículo 3°.- Los miembros integrantes del Consejo Económico designado formularán 
el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo Económico del Ministerio del Interior. 
 Regístrese, Comuníquese y Archívese. 
 
        --------------------------------- 
           JUAN BRIONES DÁVILA 
               General de División E.P. 
                 Ministro del Interior” 

 
En juicio oral, sesión N° 06, confirmó el acusado Briones Dávila:  
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 “(…) Procesado Briones Dávila (…) con la finalidad de que los recursos económicos del 
Ministerio del Interior fueran empleados en forma adecuada. (…) de alcanzar los objetivos 
establecidos en el Plan Sectorial de Defensa Interior del Territorio, es que dispuse la creación de 
este Consejo Económico con la Resolución Ministerial número cero ciento cincuenta (…) estaba 
constituido por un grupo de carácter permanente que estaba presidido por el que habla, integrado 
por el Vice-Ministro del Interior, el doctor Solís Cano, el Director General de la Policía 
Nacional, el General Víctor Alba Plascencia; el Jefe de la Oficina General de Administración – 
OGA y como Secretario el Jefe de la OGA. Además, integraban también de acuerdo a los 
requerimientos los Directores de la Policía Nacional y de los otros organismos del Ministerio del 
Interior que requerían sustentar los pedidos que le hacían a este Consejo Económico49 (…) Este 
Comité Económico, se reunía dos o tres veces al mes, con la finalidad de aprobar los 
requerimientos, bienes y obras solventadas con el Presupuesto de Emergencia. (…) Estos 
requerimientos llegaban a través del representante del órgano que quería que se le dotara de bienes, 
materiales y obras. O sea, un representante de ellos hacía llegar a través de un documento a la 
OGA, su requerimiento debidamente sustentado (…)”50.  

 
2. El diez de febrero de mil novecientos noventa y cuatro se realizó la quinta 
sesión del Consejo Económico con la presencia de las autoridades respectivas 
autorizadas en la resolución de su creación. En dicha reunión el representante 
de la Policía Nacional hizo una exposición de las deficiencias de la Línea de 
Emergencia “105” que operaba en la Sede de Radiopatrulla. Consta en el acta 
respectiva: 

“(…) Siendo las 17:00 Hrs. del jueves 10 de febrero de 1994, reunidos en el 
Despacho del Ministerio del Interior, se inició la 5ta. Sesión del Consejo Económico 
correspondiente al año 1994. 
(…) El Sr. Ministro inició la reunión solicitando se dé informe  
(…) El Gral. Malasquez informó que la línea 105 Emergencia no está funcionando 
adecuadamente, se necesita urgente más líneas a fin de que la ciudadanía pueda ser atendida, el 
Sr. Ministro ordenó se realice un estudio que se presentará en la próxima 
reunión, el Gral. Lavado deberá coordinar con el Jefe de la VII Región. 
ACUERDOS DEL CONSEJO ECONÓMICO DEL 10 FEBRERO 94 
(…) 16. La VII Región en coordinación con la DIATEC deberán realizar un 
estudio para la implementación de una Central Telefónica de Emergencia 
(105), para la atención inmediata de las llamadas telefónicas de la ciudadanía y deberá ser 
presentado en la próxima reunión del Consejo Económico. (…)”51. 
 

3. El cinco de mayo de mil novecientos noventa y cuatro se llevó a cabo la 
sesión trece, que fue presidida por el Ministro del Interior y contó con la 
asistencia del Viceministro Edgar Solís Cano, del Director General de la 
Policía Nacional del Perú Víctor Alva Plasencia, del Director General de 
Planificación Coronel E.P. Julio Miekle Gonzáles, del Director General de 
Administración Coronel E.P. Abraham Cano Angulo,  además de personal 

                                                 
49 Foja 3975 a 3976, tomo 7. 
50 Foja 3976 a 3977, tomo 7. 
51 Foja 3696 a 3701, tomo 7. 
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invitado, entre ellos, el Director General de la Dirección de Apoyo Técnico de 
la PNP, General PNP Víctor Lavado Reyes.  Consta en el acta de esa sesión: 

“(…) El señor Ministro señaló que tanto la Policía como las dependencias del Ministerio del 
Interior están desarrollando sus propios sistemas de información y comunicación, por lo que era 
necesario armonizar dichos sistemas para lo cual la DIATEC como elemento técnico deberá 
presidir una comisión para unificar los sistemas de información entre OFITEL, DIRMIN, 
DISCAMEC, DINCOTE, DIGIMIN, DIRANDRO, etc. (…)  
ACUERDOS DEL CONSEJO ECONÓMICO DEL 05 DE MAYO DE 1994.  
(…) 
 2. La DIRGEN deberá nombrar una comisión presidida por la DIATEC a fin de unificar los 
sistemas de información de las siguientes dependencias: OFITEL, DIRMIN, DICSCAMEN, 
DINCOTE, DIGIMIN, DIRANDRO, etc. (…)”52.  
 

Se elaboró el acta con la firma de los asistentes en señal de conformidad, sin 
embargo no obra en autos alguna disposición sobre la creación de la referida 
Comisión que se había dispuesto en el Consejo Económico. Sobre los 
acuerdos el acusado Briones Dávila fue preguntado por la parte civil: 

“(…) Parte Civil, doctor Chávez Trujillo: (…) en esa sesión de fecha cinco de mayo de 
mil novecientos noventa y cuatro, en su condición de Ministro del Interior acordó que la Dirección 
nombre una Comisión presidida por la DIATEC, con la finalidad de  unificar los Sistemas de 
Información DIRMEN, DISCAME, DIRCOTE, DIGEMIN, DIANDRO. Esta 
Comisión se formó? Procesado Briones Dávila: No recuerdo, pero (…) tuvo una finalidad 
muy positiva, de que se implemente, se incremente, o se complemente el Sistema de Comunicación 
de la Policía con el de las Fuerzas Armadas. Es mejor para combatir el terrorismo y el 
narcotráfico. Parte Civil, doctor Chávez Trujillo: Eso significa que el Sistema de 
Emergencias Ciento Cinco, ya estaba siendo tratado desde el año mil novecientos noventicuatro? 
Procesado Briones Dávila:  No recuerdo (…)”53. 

 
4. Posteriormente, el doce de mayo de mil novecientos noventa y cuatro se 
llevó a cabo la sesión catorce del Consejo Económico, consta en ella: 

“(…) El señor Ministro manifestó haber visitado la Central de Operaciones de la VII Región, la 
que solamente cuenta con 07 radios, esta disponibilidad no está acorde con la responsabilidad que 
tiene dicha región, la que necesita más y modernos equipos para la comunicación con sus unidades, 
motivo por el cual el señor Ministro indicó a la DIATEC apoyar técnicamente 
para organizar una Central de Operaciones, la idea es construir dicho centro como la 
zona neurológica para Lima y Callao, la OGA deberá contribuir a dicho logro con el 
apoyo económico – financiero. (…) ACUERDOS DEL CONSEJO 
ECONÓMICO DEL 12 DE MAYO DE 1994 (…) 10.- La DIATEC, DIRLOG y 
la OGA deberán apoyar a la VII Región para potenciar la central de 
operaciones por ser ésta la que conduce las operaciones a nivel de Lima. 
(…)”54. 

 
5. El catorce de julio de mil novecientos noventa y cuatro se llevó a cabo la 
sesión veintiuno del Consejo Económico, consta en ella: 
                                                 
52 Foja 2017 a 2022, tomo 4. 
53 Foja 3986 a 3987, tomo 7. 
54 Fojas 2026, 2029 y 2033, tomo 4. 
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“(…) El Coronel Azula de Radio Patrulla realizó una exposición sobre las bondades del sistema 
GPS, sobre la posibilidad de lanzar al mercado dicho servicio para la protección de vehículos 
particulares, centros comerciales y residencias a fin de generar recursos y continuar equipando a la 
Policía de acuerdo al avance tecnológico, motivo por el cual el señor Ministro indicó que la 
DIATEC en coordinación con Radio Patrulla deberán realizar un estudio definitivo para prestar 
el servicio policial indicado a la comunidad, lo cual fue aprobado. ACUERDOS DEL 
CONSEJO ECONÓMICO DEL DÍA 14 DE JULIO DE 1994 (…) 20.- La 
DIATEC en coordinación con Radio Patrulla deberán realizar un estudio para prestar servicio 
policial a la comunidad con el sistema GPS, el que deberá generar ingresos que servirán para 
incrementar el equipamiento de la Policía. (…)55.  
 

El acusado Briones Dávila fue preguntado por la parte civil: 
“(…) Parte Civil, doctor Chávez Trujillo: (…) En la Sesión del Consejo Económico 
del catorce de julio de mil novecientos noventa y cuatro, el Comandante de Radio Patrullas, realizó 
una exposición sobre las bondades del Sistema GPS y la posibilidad de lanzar al mercado dicho 
servicio; por lo que usted en su condición de Ministro del Interior dispuso que la DIATEC en 
coordinación con Radio Patrullas, realice un estudio sobre la necesidad de adquirir dichos equipos. 
Le pregunto ahora a usted:  Se cumplió con dicho estudio? Procesado Briones Dávila: Se 
dio una sugerencia, no se dio una orden. Apareció de allí. (…) En este caso, sí recuerdo yo que se 
diera la posibilidad de apoyar con este equipo digamos, alquilando (…) En esa época, ni conocían, 
nadie sabía qué era el GPS. (…) era una sugerencia o una idea que salió, pero no como una 
orden Parte Civil, doctor Chávez Trujillo: Dígame: Si ya en esos años, en esos dos 
Consejos se trataba de esta necesidad, porqué no se colocó en el Cuadro de Necesidades para que 
esto sea atendido con el Presupuesto Fiscal del año mil novecientos noventicinco? Procesado 
Briones Dávila:  No alcanzaba (…)”56. 

 
6. El contenido de las actas citadas prueban que las dificultades y deficiencias 
en las comunicaciones de la Policía Nacional del Perú al servicio de la 
ciudadanía, era una seria preocupación que motivó aquellas sesiones desde el 
año mil novecientos noventa y cuatro, y dio lugar, inclusive, a la elaboración 
de acuerdos para la realización de los estudios correspondientes, acuerdos en 
los cuales se dio expreso encargo y orden a la DIATEC – como órgano 
técnico especializado– para que, en conjunto con la OGA –aspecto 
económico financiero – apoyaran a la VII Región de la PNP en la 
implementación de una Central de Comunicaciones (se incluyó, también, la 
implantación del servicio de GPS). Estos probados acuerdos permiten formar 
convicción en este Colegiado que aunque era de capital importancia en ese 
momento modernizar las comunicaciones entre las dependencias policiales y 
sobre todo entre éstas y la ciudadanía, que inclusive podía reputarse como 
urgencia, no se trataba de aspecto o cuestión que correspondía abordarse y 
decidirse sin previo asesoramiento técnico y financiero a través de los 
procedimientos establecidos; esto, desde ya, lleva a la primigenia conclusión 
de que era tema sensible que ameritaba el escrupuloso procedimiento que 
partía de un requerimiento técnicamente sustentado cargo de la DIATEC que, 
                                                 
55 Foja 2103, 2109 y 2112, tomo 4. 
56 Foja 3987 a 3988, tomo 7. 
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como consta, en las actas citadas, se hallaba bajo la Dirección del General 
PNP Víctor Lavado Reyes, quien, según consta, participó en ellas. Es preciso 
anotar, también, que hasta antes del viaje de Carlos Alberto Arce Cok a 
España –que en fundamentos posteriores se desarrolla– no se formalizó 
requerimiento técnico alguno. 
 
La visita de Asociación Española de Nuevas Tecnologías (AENTEC) 
 
7. El cinco de octubre de mil novecientos noventa y cuatro, la Asociación 
Española de Nuevas Tecnologías, en adelante AENTEC, en coordinación con 
el gobierno español y sus Embajadas inició una gira por lo países de 
sudamérica en la que se incluye al Perú, con la finalidad de realizar 
exposiciones sobre la tecnología de las empresas que participaban, entre ellas 
la Sociedad Ibérica de Transmisiones Eléctricas, en adelante SITRE. 
Ciertamente, no obra en autos documento que señale el inicio de sus 
exposiciones, sin embargo el acusado contumaz Urrutia Foncea, representante 
de SITRE, registra movimiento migratorio con ingreso al país en la fecha 
anteriormente señalada. 
Conoció de esta visita el acusado Del Castillo Colona quien era Jefe de la 
División de Comunicaciones y como tal dependía del Director de la Oficina 
de Apoyo Técnico de la Policía Nacional de Perú57 (el General Lavado Reyes). 
Explicó en sesión N° 06:  

“(…) Vino una invitación a través del Ministerio, a la Oficina de Telecomunicaciones del 
Ministerio del Interior, y el Coronel Calderón, encargado de esa oficina me dijo, si podía prestar el 
auditorio, porque también me interesaba a mí, porque también se trataba de Comunicación y hubo 
esas tres conferencias. Una conferencia era sobre radios, la otra sobre cableados y la otra era sobre 
un Sistema de Emergencias Señor Fiscal Superior: En qué año fue esto? Procesado Del 
Castillo Colona: En el año noventa y cuatro Señor Fiscal Superior: A comienzos, 
finales, específicamente? Procesado Del Castillo Colona: No podría decir, pero me parece 
que fue en octubre más o menos. No recuerdo exactamente. Entonces, después de eso vinieron las 
invitaciones (…)”58. 
 

8. En esa oportunidad conoció al acusado contumaz Juan Urrutia Foncea, 
súbdito español, quien vino al Perú en representación de SITRE; dijo el 
acusado en sesión N° 06: 

                                                 
57 Foja 4004, tomo 7. “(…) Señor Fiscal Superior: [¿]Qué cargos fueron los que ocupó en los años mil 
novecientos noventa y cinco y noventa y seis [?] Procesado Del Castillo Colona: En el año noventa y cinco, 
yo era Jefe de la División de Comunicaciones y dependía del Director de Apoyo Técnico, que era el General 
LAVADO. (…) En el año noventa y seis, pasé a ser el Director de Apoyo Técnico. Señor Fiscal Superior: 
(…) [¿]Qué funciones tenía usted como Jefe de la División de Telecomunicaciones? Procesado Del Castillo 
Colona: Mi función de acuerdo al Manual de Organización y Funciones era: Dar servicio de Comunicaciones 
a todas las Unidades Policiales y obtener informaciones de acuerdo a sus necesidades. Esa era mi función. 
Señor Fiscal Superior: [¿]Su Jefe Directo era el señor LAVADO? Procesado Del Castillo Colona: Era el 
General de la DIATEC: LAVADO (…)”. 
58 Foja 4013, tomo 7. 
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“(…) Procesado Del Castillo Colona: Al Ingeniero URRUTIA lo conozco, (…) llegó 
en la Conferencia que le estaba explicando, en el año noventa y cuatro, (…) como representante de 
una de las tres Compañías. Ahí lo conocí nada más, porque fue él la persona que expuso sobre el 
Sistema de Emergencias (…)” 59.  

 
 
La invitación de AENTEC al acusado Del Castillo Colona 
 
9. Mediante carta recibida vía fax el veintisiete de octubre de mil novecientos 
noventa y cuatro, el Coronel PNP Gregorio Del Castillo Colona, jefe de la 
DIATEC, fue invitado por la AENTEC para visitar las instalaciones de 
empresas que participaron en la exposición; la carta fue suscrita por M. Luisa 
de la Malla: 

“(…) 
Estimado Sr. Castillo: 
Por la presente AENTEC tiene el gusto de invitarle (incluye: pasajes avión, alojamiento y 
traslados a instalaciones de nuestras empresas fuera de Madrid) a formar parte de una misión 
inversa de Perú a España con el fin de presentarle las instalaciones y servicios de las empresas 
GRUPO SITRE y E Y P TELECOMUNICACIONES pertenecientes al sector de 
Informática y Telecomunicaciones de AENTEC.  
Esta misión se llevará a cabo entre los días 7 y 12 de Noviembre de 1994. 
Esperamos tenga a bien aceptar esta invitación que con tanto interés le cursamos y, en este sentido, 
le ruego nos comunique lo antes posible su aceptación, con el fin de ultimar los detalles, enviarle los 
pasajes, agenda, etc. (…)”60. 

 
 
La designación del Coronel PNP Carlos Alberto Arce Cok 
 
10. Por carta fechada dos de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, 
el acusado Del Castillo Colona respondió a la invitación de AENTEC y 
comunicó que había designado al Mayor Ingeniero PNP Carlos Alberto 
Arce Cok, asesor técnico de la DIATEC en sustitución suya (es importante 
adelantar que la Resolución Ministerial que autorizó el viaje se emitió el cuatro 
de noviembre).  
 

POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ 
               DIATEC-PNP 
    División de Telecomunicaciones 

Lima, 02 de Noviembre de 1994 
Sra. M. Luisa De la Malla 
AENTEC 
-------------------------------- 
Estimada Sra. De la Malla: 
      Me es grato dirigirme a Ud., a fin de agradecerle la 
invitación que su representada hace a mi persona para formar parte de una misión con el fin de conocer las 

                                                 
59 Foja 4015, tomo 7. 
60 Foja 1345, tomo 3. 
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instalaciones y servicios de las empresas del Grupo SITRE y E Y P TELECOMUNICACIONES, 
pertenecientes al sector de Informática y Telecomunicaciones de AENTEC en España. 
      Actualmente el suscrito se encuentra Jefaturando las 
Divisiones de TELECOMUNICACIONES E INFORMÁTICA de la Policía Nacional del Perú, 
habiendo designado al Mayor Ingeniero PNP Carlos Alberto Arce COK, Asesor 
General de Telecomunicaciones e Informática de la Policía Nacional del Perú, para 
dicha reunión, en coordinación con la Oficina General de Administración del 
Ministerio del Interior, en Vista que se desempeña como Jefe de Proyectos y Asesor 
directivo de esta Jefatura, por lo que agradeceré se sirva confirmar la aceptación. 
      Mi más sincero reconocimiento. 
 

      GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
         CORONEL PNP 

                 JEFE DE LAS DIVISIONES  
                                                                                                           TELECOMUNICACIONES E INFORMÁTICA 

    DE LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ 
 
TELÉFONO: 751786 
FAX: 752387 
GDDC/midm. 

 
En etapa instructiva Arce Cok explicó: 

 “(…) el coronel Del Castillo me indicó que debía viajar en su representación a España puesto 
que a él lo había invitado en su condición de Jefe de la División de Comunicaciones, a través de 
una carta que me mostró, la asociación AENTEC – Asociación Española de Nuevas 
Tecnologías que agrupa como coordinadora a las empresas españolas dedicadas al rubro de 
tecnología (…)” 61.  

 
 
La aceptación de AENTEC y la resolución que autorizó el viaje 
 
11. Mediante carta fechada tres de noviembre de mil novecientos noventa y 
cuatro, AENTEC manifestó su conformidad con la designación del señor 
Arce Cok62.   El cuatro de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, 
recibida la conformidad de AENTEC, el Ministro del Interior, General de 
División EP. Juan Briones Dávila emitió la Resolución Ministerial N° 0738-
94-IN/PNP, 

 
“(…) Lima, 04 de Noviembre de 1994 

Visto, el Fax 597.30.55 del 03NOV94 mediante el cual la Misión Inversa del Perú a 
AENTEC invita a Personal PNP a participar en la presentación de Instalación y Servicios de 
las Empresas GRUPO SITRE y E Y P TELECOMUNICACIONES pertenecientes al 
Sector de Telecomunicaciones de AENTEC a realizarse en Madrid – ESPAÑA del 06 al 
12NOV94. 
CONSIDERANDO:  
Que, la citada participación es de gran importancia para la formación profesional del 
personal PNP de la Dirección de Apoyo Técnico de la Policía Nacional del Perú;  
Que, el viaje y la participación del Personal PNP en dicho evento, será 
sufragado integralmente por la entidad auspiciadora;  

                                                 
61 Foja 2439, tomo 5. 
62 Foja 1347, tomo 3. 
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Que, es conveniente designar al Mayor Ing. EP Carlos Alberto ARCE COK Asesor Técnico de 
la División de Telecomunicaciones de la DIATEC-PNP; 
Que, estando a lo preceptuado en el párrafo V-5.3 y 5.2 de la Directiva N° 001-90-IN-OGA-
DM aprobado por RM N° 0341-90-IN/OGA del 06SET93, sobre Normas 
Complementarias de Austeridad Sectorial en la ejecución del gasto público, concordante con la 
Directiva N° 004-90-IN/OSPI-PCM del 12SET90, sobre Normas de Autorización de viajes 
al extranjero; y 
Estando a lo expuesto: 
SE RESUELVE: 
Artículo 1°: Autorizar al Mayor – Ing. – PNP Carlos Alberto ARCE COK, perteneciente 
a la División de Telecomunicaciones de la DIATEC-PNP, para que viaje a la ciudad de 
Madrid-España y participe en la presentación de las Empresas del GRUPO 
SITRE y E Y P de AENTEC, a realizarse en dicho país del 06 al 12NOV94; 
sin gasto para el Estado. 
Artículo 2°: La presente Resolución no dará lugar a solicitar liberación o exoneración de 
impuestos aduaneros de ninguna clase o denominación. 
Regístrese, comuníquese y archívese.  
FDO. JUAN BRIONES DÁVILA General de División EP. Ministro del 
Interior (…)” 63. 
 

 
Elevación del requerimiento por el acusado Cano Angulo  
 
12. Con oficio N° 624-95-DIATEC-PNP/DIVINFOR64 de seis de julio de 
mil novecientos noventa y cinco, el acusado Del Castillo Colona, Jefe de la 
DIATEC, elevó el requerimiento de la adquisición del Sistema de Emergencia 
Policial “105” directamente al despacho del Director de la OGA el acusado 
Cano Angulo. El tenor fue el siguiente: 
  

“AÑO DE LAS INVERSIONES PRODUCTIVAS” 
 
POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ 
DIVISIÓN DE INFORMÁTICA  

Lima, 06 de julio de 1995 
Oficio N° 624-95-DIATEC-PNP/DIVINFOR 
 
Señor   : General de Brigada EP. 
    Director General de Administración del  
    Ministerio del Interior. 
Asunto  : Requerimientos que se indican. 
 
  Tengo el honor de dirigirme a Ud., adjuntando al presente el requerimiento para la adquisición 
conforme a lo aprobado en el Consejo Económico, del Sistema de Emergencia Policial 105 dentro del cual se indica el 
equipamiento de consolas, Telecomunicaciones, Sub – Sistemas Informáticos (Hardware y Software), y material 
complementario indicados en el Anexo 01, para la total implementación del Sistema. 
  Aprovecho la oportunidad para renovarle los sentimientos de mi especial consideración y estima 
personal. 
       Dios guarde a Ud., 
GDCC/CAC 

                                                 
63 Foja 1346, tomo 3. 
64 Foja 264 a 267, tomo 1. 
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Jaz. 
      GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
       CORONEL PNP 

Jefe de la División de Informática – PNP. 

 
 
La presentación y exposición del requerimiento por parte de Cano 
Angulo y Del Castillo Colona ante el Consejo Económico 
 
13. El diez de julio de mil novecientos noventa y cinco se realizó la sesión 
veintidos del Consejo Económico. Consta en sus actas:  

“(…) 
Siendo las 17:00 horas del 10 de julio de 1995, reunidos en el Despacho del Ministro del 
Interior, se inició la 22° Sesión del Consejo Económico correspondiente al año de 1995 con la 
participación de los siguientes miembros titulares: 
1.- Señor Ministro del Interior, Gral. E.P. Juan Briones Dávila. 
2.- Señor Vice-Ministro del Interior, Dr. Edgar Solís Cano. 
3.- Director General de la PNP, Tnte. Gral PNP Víctor Alva Plasencia. 
4.- Director General de la OGA, Gral. EP. Abraham Cano Angulo. 
5.- Director General de la OSPI, Crl. EP Carlos Delgado Medina. 
Asimismo asistieron como invitados: 
6.- Director de la DIECO PNP, Gral PNP Marino Romero Camarena. 
7.- Director de la DIRLOG PNP, Gral. PNP Arturo Marquina Gonzales. 
8.- Director de Personal de la PNP, Gral. PNP Jorge Giron Soto. 
9.- Jefe de la VII Región de la PNP, Gral. José Álvarez Caballero. 
10.- Director General de la SSPNP, Gral. PNP Jesús Chalco Fuente. 
11.- Director del Hospital Central, Gral. PNP Carlos García Godos Martínez. 
12.- Jefe de Estado Mayor Personal de la PNP, Gral. PNP Hugo Vera Veliz. 
13.- Director de FOSPOLIS, Gral. PNP, Carlos Venturo Calderón. 
Se inició la reunión (…) 
La OGA informó sobre las ventajas que tendría la Policía sin contara con el sistema 105, tendría 
una información directa de las denuncias policiales de la ciudadanía con una entrada de hasta 30 
llamadas simultáneas, este sistema aunado a la amplificación del sistema GPS la Policía tendría 
una capacidad de respuesta inmediata, asimismo señaló que el costo asciende a US$2´300,000 
que podría cancelarse hasta en 8 cuotas, sobre el particular se acordó que la OGA informe en 
detalle en la próxima reunión a fin de ser sometida a su aprobación. 
(…) 
ACUERDOS DEL CONSEJO ECONÓMICO DEL 10JUL95.- 
(…)  
3.- La DIRGEN dispondrá que la DIATEC exponga las ventajas obtenidas con la asignación 
de los medios de comunicación para la VII Región. 
4.- La OGA informará sobre las posibilidades de adquirir el Sistema 105 y el 
GPS para la Policía por la suma de US$2´300,00065. 
 

Sostuvo el acusado Briones Dávila en sesión de audiencia N° 06: 
(…) La Policía Nacional a través de su órgano competente relacionado con el Sistema de 
Comunicaciones presentó un requerimiento debidamente sustentado a la OGA; con este documento 
es que la OGA solicitó que se reuniera el Consejo Económico para ver la posibilidad o no de 

                                                 
65 Foja 3218 vuelta a 3220, tomo 6. 
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adquirir y proveer de este equipo a la Policía Nacional que lo había requerido debidamente 
sustentado. El diez de julio, se dispuso este requerimiento y con la finalidad de tener un mayor y 
mejor conocimiento de las bondades que tiene este equipo en provecho de la operatividad de la 
Policía Nacional, se dispuso que sea postergado este requerimiento hasta la próxima reunión del 
Consejo Económico. Esto figura en el acta correspondiente (…) El personal que expuso este 
requerimiento fue el Director de la OGA. Es el que había recibido el requerimiento, el documento 
con el cual se requería este equipamiento y debidamente justificado y asesorado indudablemente  
también por los otros representantes de la Policía Nacional que tenían participación en digamos, el 
funcionamiento de los Sistemas de Comunicaciones Señor Fiscal Superior: En esta primera 
reunión, participó su co-acusado DEL CASTILLO COLONA? Procesado Briones 
Dávila: Debe haber participado, no recuerdo muy bien. El debe haber participado y debe constar 
en el acta correspondiente, una vez aprobado y terminada cualquier reunión del Consejo Económico 
se formulaba un acta que era firmada por todos los asistentes a esta Convocatoria del Consejo 
Económico Señor Fiscal Superior: Dígame: Una vez que se expuso el requerimiento, cuál fue 
la medida que se dispuso en esta primera reunión del diez de julio del noventa y cinco? 
Procesado Briones Dávila: Se dispuso que se profundizaran los estudios correspondientes, 
las bondades del equipo, de qué manera iba a favorecer a la Policía Nacional y por eso es que esa 
información debía ser dada en una próxima reunión del Consejo Económico (…)” 66.  
 

 
La aprobación del Requerimiento por parte del Consejo Económico 
 
14. El catorce de julio de mil novecientos noventa y cinco se realizó la sesión 
veintitrés del Consejo Económico67;  consta en sus actas: 

“(…) 
El señor Ministro expresó que los sistemas de comunicación en las Fuerzas Armadas se 
encuentran bien desarrolladas, motivo por el cual se acordó que la DIRGEN disponga 
que la DIATEC coordine con los jefes de los servicios de comunicación de los 
Institutos Armados para recibir las sugerencias y recomendaciones que 
facilite la implementación del Sistema de Comunicaciones de la Policía. 
La OGA explicó nuevamente las bondades de los sistemas 105 y GPS, con los 
cuales la Policía tendría los medios necesarios para recibir las denuncias y la capacidad de 
respuesta inmediata frente a una situación de emergencia, motivo por el cual se acordó aprobar la 
adquisición de los dos sistemas por un monto de US$ 2´300,000; asimismo se dispuso que la 
OGA en coordinación con la DIATEC y la VII Región realicen un estudio 
para su ubicación en las instalaciones de la VII Región. 
(…) 
4. La OGA en coordinación con la DIATEC adquirirán para la PNP, los 
sistemas 105 y GPS por un monto de US$ 2´3000,000 y con la VII Región 
realizarán un estudio para su ubicación. 
(…) 
               OP – 68-00116529-41 

MARINO ROMERO CAMARENA   VÍCTOR LAVADO REYES 
              Coronel PNP               General PNP 
     Director de Economía de la         Inspector General de la                                                                  
      Policía Nacional del Perú       Policía Nacional del Perú 

 
 

                                                 
66 Foja 3978 a 3980, tomo 7. 
67 Foja 3221 a 3224, tomo 6. 
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                         OP -00115679      

JOSÉ ÁLVAREZ CABALLERO    JESÚS CHALCO FUENTES 
           GENERAL PNP                                           Coronel PNP 

                                      JEFE DE LA VII-REGIÓN POLICIAL                         Director de Sanidad PNP 
 
 
 

                 71-00248632-43                  OP-00116237 
CARLOS GARCÍA-GODOS MARTÍNEZ                CARLOS VENTURA CALDERÓN 
                  GENERAL PNP               GENERAL PNP 
     Director del Hospital Central de la                   PRESIDENTE DEL CONSEJO DE  
             Policía Nacional del Perú                   ADMINISTRACIÓN DEL FOSPOLI 

 
 

CARLOS DELGADO MEDINA     ABRAHAM CANO ANGULO 
                                                CORONEL EP                                              GENERAL DE BRIGADA 

    Director General de la Oficina    Director General de Administración 
     Sectorial de Planificación del          MINISTERIO DEL INTERIOR 
     MINISTERIO DEL INTERIOR 

 
 

    Dr. EDGARD SOLIS CANO    VICTOR M. ALVA PLASENCIA 
  VICE MINISTRO DEL INTERIOR                                    Tnte. Gral PNP 

                Director General de la  
              Policía Nacional del Perú 
 
 
     JUAN BRIONES DÁVILA 

  General de División EP 
   Ministro del Interior (…)” 

 
Agregó el acusado Briones Dávila: 

“(…) Se trató en ese momento, única y exclusivamente de la factibilidad de la compra y se 
concluyó que debería ser adquirido este equipo de Comunicación por la cantidad de DOS 
MILLONES TRESCIENTOS MIL, y que el Jefe de la Séptima Región Militar estableciera 
o determinara, en qué lugar de Lima iba a funcionar este Sistema (…) Señor Fiscal 
Superior: (…) En esta segunda sesión, participó su co-acusado DEL CASTILLO 
COLONA? Procesado Briones Dávila: Sí, participó el era el Jefe de DIATEC, 
Dirección de Apoyo Técnico (…) que tenía que ver con todo lo relacionado a Comunicaciones (…) 
sí estuvo presente realmente apoyando el (…) sustento por el cual se debía de comprar este 
equipamiento; las características técnicas, las facilidades y todos los beneficios que podía obtener. Y 
también participó el Director de la DIATEC, que era el General LAVADO REYES (…) 
Señor Fiscal Superior: Si se encontraba presente el Director de esta Dirección LAVADO 
REYES, porqué motivo se insistió con la participación de su co-acusado DEL CASTILLO 
COLONA, en estas reuniones? Procesado Briones Dávila: (…) él fue el que hizo llegar el 
documento a la OGA, para el cual se requería este equipamiento. Entonces, por lógica tenía que 
estar presente (…) Señor Fiscal Superior: (…) Usted tiene conocimiento si su co-acusado 
DEL CASTILLO COLONA, participante en estas sesiones del Comité, ha contado o tuvo la 
autorización de su participación por parte de su Jefe Directo LAVADO REYES? Procesado 
Briones Dávila: Desconozco. Pero, si dependía de él, tenía que haber conocido. Y no solamente 
de LAVADO REYES, sino también del Director de la Policía Nacional, porque ahí estaba 
presente el Director de la Policía Nacional que formaba parte del Consejo Económico (…)”68. 
Su co acusado Cano Angulo fue preguntado por el “(…) Señor Fiscal Superior: 
¿Qué fue lo que se resolvió en esa sesión (…) Acusado Cano Angulo: Que la OGA 
adquiera o haga el procedimiento para adquirir el Sistema de Emergencia ciento cinco, y que con la 
Policía veamos el lugar donde se va a instalar69 (…) Señora Presidenta y Directora de 

                                                 
68 Foja 3980 a 3985, tomo 7. 
69 Foja 3916 a 3917, tomo 7. 



                                       Página 30 de 120 
 

Debates: (…) ¿Quién hacía las exposiciones en el Consejo Económico? Acusado Cano 
Angulo: (…) DEL CASTILLO hizo una exposición muy completa, pero de la parte técnica, 
más no de la parte económica. Me dejo entender Defensa del procesado DEL 
CASTILLO COLONA, abogada Arroyo Cáceres: ¿En sesión de Consejo 
Económico? Acusado Cano Angulo: Sí. (…) que yo recuerde DEL CASTILLO era el 
técnico, el que sabía toda la parte técnica, y LAVADO era igual que yo, la parte gerencial, 
vamos a llamar70 (…) Sí, yo debo haberlo informado, porque se ha adquirido, y debo haber 
informado que si había presupuesto y que si se podía hacer la adquisición.(…)”71. 

 
El acusado Del Castillo Colona declaró: 

“(…) En el caso de la aprobación, fue con el Director de Apoyo Técnico, yo era su asesor en este 
caso (…) El que expuso fue el General CANO. Yo ya había enviado mi informe, estuve presente 
Señor Fiscal Superior: [¿]Usted no hizo uso de la palabra en esas Sesiones de Comité? 
Procesado Del Castillo Colona: Que yo recuerde, sería una exposición muy breve, muy 
general (…)”72. 

 
15. Lo contenido en las actas citadas permite a este Colegiado tener como 
hecho cierto que el Consejo Económico aprobó la adquisición del Sistema de 
Emergencia Policial 105 y GPS, que se requería de otro estudio en conjunto 
entre la OGA, la DIATEC y la VII Región para la ubicación de las 
instalaciones (antes, en la sesión del diez de febrero, se acordó el estudio de la 
implementación); además, que el acusado Del Castillo Colona tuvo rol 
importante como expositor de los aspectos técnicos a favor de la adquisición. 
 
 
La elaboración del expediente administrativo por parte de la Oficina 
General de Abastecimiento y puesta en conocimiento del acusado 
Briones Dávila  
 
16. El trece de julio de mil novecientos noventa y cinco se inició la formación 
del expediente administrativo, para tal efecto la acusada Nora Galarreta Díaz, 
como Directora de Abastecimiento, remitió a su co acusado Cano Angulo el 
informe técnico.  
 

Ministerio del Interior 
INFORME TÉCNICO N° 005-95-IN-010506000000

73
 

Lima, 13 JUL. 1995 
Señor Gral. E.P. 
ABRAHAM CANO ANGULO 
Presidente del Comité de Adjudicación del  
Ministerio del Interior. 

           Asunto: Solicita adquisición de un Sistema de  

                                                 
70 Foja 3938, tomo 7. 
71 Foja 3917 a 3918, tomo 7. 
72 Foja 4011, tomo 7. 
73 Foja 5027 a 5028, tomo 9. 
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       Emergencia Policial 105. 
          Ref: Acuerdo del Consejo Económico del MIN. 

 
   Tengo el agrado de dirigirme a Usted, en relación al acuerdo de la referencia, mediante el 
cual se aprueba la adquisición del Sistema de Emergencia Policial 105 y se indican las características 
técnicas del equipamiento de Consolas, Telecomunicaciones, Sub-Sistemas informáticos (hardware y 
software) y material complementario de dicho Sistema, a fin de informarle lo siguiente: 
1. La Policía Nacional del Perú necesita contar con un Sistema Moderno de Última tecnología para la 

solución completa e integral de las emergencias ciudadanas con solo marcar el número telefónico 105 de 
Telefónica del Perú. La obtención de dicho sistema contribuirá a una comunicación simultánea con 
diferentes zonas de Lima Metropolitana y así garantizar la preservación del orden interno, dentro de 
los planes y programas de Pacificación trazados pro el Supremo Gobierno. 

2. El monto Referencial para la adquisición del Sistema de Emergencia Policial 105 es de US$ 
1´500,000.00 

3. El Sistema de Emergencia Policial 105 estará conformado por: 
Subsistemas de commutación 
Gestor de comunicaciones duplicado 
Puestos de Operador (quince) 
Equipos de integración y desarrollo varios 
Material complementario 
Kit de repuestos. 

Los mismos que se detallan en el anexo adjunto. 
4. La obtención de dicho requerimiento se recomienda efectuar bajo la modalidad de Licitación Selectiva 

en consideración a la naturaleza del bien que se va a adquirir, a estrategia de la Lucha 
Antisubversiva y tratarse de bienes considerados como Secreto Militar, por que lo permite el dispositivo 
D.S. N° 003-89 DE/SEG, en lo concerniente a no revelar información secreta sobre efectivos, 
procedimientos tácticos, organización, grado de alistamiento y capacidad operativa. 

5. Para dicha adquisición se dará cumplimiento a lo normado en el Reglamento Único de Adquisiciones 
para el Suministro de Bienes y Prestación de Servicios No Personales, tales como se indica: 

Formulación de las Bases administrativas (Art. 1.5.1). 
Conformación del Comité de Adjudicación (Art. 2.2.1). 
Invitación a Postores que se encuentran inscritos en el Registro de Proveedores del MIN. 
Venta de las Bases Administrativas (Art. 3.1.4). 
Presentación de los Sobres Cerrados al Comité de Adjudicación. 
Análisis y comparación de las Especificaciones Técnicas. 
Otorgamiento de Buena Pro. 
Aprobación posterior mediante Resolución del Titular del Sector. 
  Es cuanto tengo que informar a Usted, para los fines consiguientes. 

Atentamente, 
       
      __________________________ 

C.P.C. NORA L. GALARRETA DÍAZ 
        DIRECTORA DE ABASTECIMIENTO 
               MINISTERIO DEL INTERIOR 
 

 
17. Ese mismo día se elevaron a la OGA el Informe Financiero N° 005-95-
IN- 01030500000074, mediante el cual se informaba que el importe total del 
                                                 
74 Foja 5032 a 5033, tomo 9. “(…) Tengo el agrado de dirigirme a Ud., en relación a lo solicitado en el asunto del rubro y a 
lo dispuesto en el inciso c) del Artículo 11° de la Ley de la referencia a) y Directiva de referencia b), para comunicarle lo 
siguiente: 1.- Con Resolución Ministerial N° 001-A-95-IN-010301010000 de 02 ENE 95, se aprobó Institucionalmente el 
Presupuesto Analítico del Pliego 007 Ministerio del Interior para el ejercicio fiscal 1995. 2. En el Presupuesto Analítico 
aprobado, con cargo a la fuente de financiamiento del Tesoro Público, se encuentran recursos destinados como 
“PRESUPUESTO DE EMERGENCIA”, los mismos que a la fecha ascienden a la suma de S/. 42´667,000.00. 3.- 
En el Plan Sectorial de Pacificación se encuentra incluida la adquisición de un “Sistema de Emergencia Policial 105” y Kit de 
Repuestos, contándose con los recursos presupuestarios pertinentes; (…)”. 
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presupuesto para adquirir un Sistema de Emergencia Policial 105 era por el 
monto de USD $1´150,000.00 (firmado por el Luis Alberto Silva Galdós, 
Director de la Oficina de Presupuesto del Ministerio del Interior); el Informe 
Legal N° 005-95-IN-01050900000075, mediante el cual se explicaba  sobre el 
Estudio y análisis de factibilidad de Adquisición de Sistema de Emergencia 
Policial 105 (firmado por Gilmar Ramos Escobar, Director de la Oficina Legal 
de Asuntos Administrativos – OGA – Ministerio del Interior).  En la misma 
fecha, el acusado Cano Angulo remitió el expediente administrativo al 
Ministro del Interior, el acusado Briones Dávila,  
 

Lima, 13 JUL. 1995 
Ministerio del Interior  
Oficio N° 005-95-IN-01050600000076 
 
Señor  : General de División EP 
    JUAN BRIONES DAVILA 
    Ministro del Interior 
Asunto : Remisión de Expediente Administrativo para la Adquisición de un Sistema de      
                              Emergencia Policial 105 bajo la modalidad de Licitación Selectiva. 
Ref.  :  Ley N° 26404 de 14DIC94. 
 
  Tengo el honor de dirigirme a usted, con la finalidad de elevar a vuestro Despacho el expediente 
administrativo elaborado para la adquisición de los bienes consignados en el asunto del rubro; a fin de que los presentes 
actuados sean derivados a la Contraloría General de la República, para la emisión del informe favorable respectivo, en 
sujeción a lo prescrito por el inc. C) del Artículo 11° del Dispositivo Legal de la referencia. 
  Es propicia la ocasión para expresarle los sentimiento de mi especial consideración y deferente 
estima personal. 
 
      Atentamente, 
c.c. 
ARCHIVO OGA  01 
ARCHIVO DASA 02/03     _____________________________ 

 ABRAHAM W. CANO ANGULO 
             GENERAL DE BRIGADA 

Director General de Administración 
         MINISTERIO DEL INTERIOR 

ACA/NGD 
JPL/JGR 
11JUL95 
 
 

 
 

                                                 
75 Foja 5034 a 5036, tomo 9. “(…) las adquisiciones de bienes que tienen el carácter de “SECRETO MILITAR” se 
encuentran exceptuadas del proceso de Licitación Pública, pudiéndose adquirir empleando la modalidad de Licitación Selectiva o 
Privada con sujeción a las leyes y autorizados por Decreto Supremo. SEGUNDO.- Que, a mérito de lo prescrito por el Artículo 
46° de la Ley N° 16360, se expide el Decreto Supremo N° 003-D/SG. de 04 de Abril de 1989, especificándose en esta 
última normatividad el tipo de bienes que tienen el carácter de “Secreto Militar” y la modalidad o procedimiento a emplearse para 
su adquisición, para cuyo efecto se deberá contar con la aprobación del Titular del Sector mediante la Resolución Ministerial 
respectiva. TERCERO.- Que, de la revisión de las instrumentales obrantes en autos, se amerita que la adquisición del Sistema 
de Emergencia Policial 105, el cual permitirá a la Policía Nacional del Perú contar con un Sistema Moderno de última 
tecnología para la solución completa e integral de las emergencias ciudadanas; se debe efectuar bajo la modalidad de Licitación 
Selectiva, al encontrarse clasificado dentro de los alcances del Decreto Supremo N° 003-DE/SG y reunir el expediente materia 
de vistos las formalidades prescritas por las disposiciones legales vigentes. CUARTO.- Por las consideraciones glosadas 
precedentemente el suscrito recomienda que previo los trámites pertinentes se lleve a cabo el proceso Licitatorio Selectivo. (…)”. 
76 Foja 5026, tomo 9. 
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La aprobación por parte de la Contraloría General de la República: 
“secreto militar” 
 
18. El veinte de julio de mil novecientos noventa y cinco, una vez aprobada la 
compra del Sistema de Emergencia Policial “105”, el acusado Briones Dávila, 
luego de recibir el expediente administrativo remitido por Cano Angulo, se 
dirigió al Contralor General de la República, Víctor Enrique Caso Lay,  
 

Ministerio del Interior     Lima, 20 JUL. 1995 
OFICIO N° 005-95-IN-010506-00000077 
Señor  
VÍCTOR ENRIQUE CASO LAY 
Contralor General de la República 
Presente.- 

Asunto : Solicita Informe previo para exoneración de Licitación Pública  de  
  adquisición que se indica. 

Ref. : Ley N° 26404 de 14DIC94. 
 

   Tengo el agrado de dirigirme a su Digno Despacho en cumplimiento a lo dispuesto por el inciso c) 
del Artículo 11° De la Ley de Presupuesto para el año 1995, con la finalidad de solicitarle que previo al análisis 
respectivo, se digne emitir el informe favorable para exonerar del requisito de Licitación Pública a la adquisición de 
Consolas, Telecomunicaciones, Sub – Sistemas informáticos (hardware y software) y material complementario al 
Sistema de Emergencia Policial 105, por tener la clasificación de Secreto Militar. 

  Para tal efecto se remite el expediente administrativo correspondiente conteniendo los Informes: 
Técnico, Financiero y Legal, pertinentes. 

  Es propicia la ocasión para expresarle a usted, los sentimientos de mi especial consideración y 
deferente estima personal. 

Dios guarde a Ud., 
                __________________ 

             JUAN BRIONES DÁVILA 
                 General de División EP 
                   Ministro del Interior 

c.c.  
ARCHIVO OGA   01 
ARCHIVO DASA  02/03 
 
ACA/NGD 
JPL/JGR 
11JUL95 
 
 
 

El oficio fue recibido el veinte de agosto del mismo año. Mediante oficio de 
veinticuatro de agosto de mil novecientos noventa y cinco, el Contralor 
General responde en estos términos: 
 

CONTRALORÍA GENERAL 

OFICIO N°. 005-POL-95.CG/CGR
78                   Lima, 24AGO. 1995 

Señor General de Div. E.P. 
JUAN BRIONES DÁVILA 
Ministro de Estado en el  
Despacho del Interior 
Presente.- 

ASUNTO: Opinión previa de la Contraloría General para adquisiciones  
     bajo el rubro de “Secreto Militar”. 

REF.        : Oficio N°. 005-95-IN-010506000000 de 20.JUL.95.  

                                                 
77 Foja 5025, tomo 9. 
78 Foja 5022 a 5024, tomo 9. 
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                   (recibido el 21.AGO.95) 
 
    Tengo el agrado de dirigirme a usted en relación a su documento de la referencia a 
través del cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el literal c) artículo 11° de la Ley de Presupuesto nos solicitara la 
opinión previa para la Licitación Pública a la “Adquisición de un (1) Sistema de Emergencia Policial 105 y material 
complementario” para la PNP, bajo el rubro de “Secreto Militar”. 
    Al respecto, este Organismo le expresa que estimamos procedente su consideración 
como adquisición bajo el rubro “Secreto Militar” y la consiguiente exoneración al procedimiento de licitación pública, 
en mérito a los alcances de los Informes Técnico, Legal y Financiero favorables, suscritos pro la C.P.C. Nora L. 
Galarreta Díaz, Directora de Abastecimiento, el Dr. Gilmar Ramos Escobar, Director de la Oficina Legal de 
Asuntos Administrativos y Luis Alberto Silva Galdós, Director de la Oficina de Presupuesto del Ministerio del 
Interior y obrantes en el expediente donde se señala la procedencia de la operación bajo este régimen y sin perjuicio del 
correspondiente control posterior.  
Por lo tanto, se estima pertinente proseguir con el trámite previsto para la autorización de la operación mediante el 
Decreto Supremo de su sector. 
    Válgome de la oportunidad para expresarle los sentimientos de mi mayor 
consideración. 

Atentamente, 
                ________________________ 

               VICTOR ENRIQUE CASO LAY 
                     CONTRALOR GENERAL 

Explicó el acusado Briones Dávila, en sesión N° 06 : 
“(…) en la Ley de Presupuesto del año noventa y cinco en el artículo once (…) indica lo siguiente: 
La exoneración de Licitación Pública, Concurso Público de Precios, o Concurso Público de 
Méritos, solo procede en los casos siguientes: c) Cuando se trate de gastos que tengan el carácter de 
SECRETO MILITAR, que era el caso de esta adquisición y que necesiten efectuar las Fuerzas 
Armadas y Policía Nacional previo informe de la Contraloría General de la República y se 
autoriza por Decreto Supremo. Había un Decreto Supremo que la señorita Presidenta hizo 
mención al comienzo, en este Decreto Supremo se autoriza que material de equipos considerado 
como SECRETO MILITAR, por lo tanto, su adquisición es a través de una Licitación 
Selectiva, la cual no es pública, sino selectiva y en la cual se invita a los proveedores para que 
participen en la misma. También en el Decreto Supremo cero cero tres DESP del cuatro de abril 
del ochenta y nueve, indica en su artículo uno: Tienen el carácter de SECRETO MILITAR y 
están exceptuados del requisito de Licitación Pública, Concurso Público de Precios y/o Concurso 
Público de Méritos, los siguientes bienes y servicios, y aparecen: Aviones, Misiles, Minas, otros 
dispositivos; y después aparece y está subrayado, (…) dice: También se considera como 
SECRETO MILITAR: Equipo y Material de Comunicaciones y  Electrónica de Sistemas de 
Radares de Guerra Electrónica, de la Inteligencia, de Cómputo, de Detección y de Identificación. 
O sea, vemos pues que esta adquisición estaba sustentada en estos documentos oficiales: Decreto 
Supremo, que eran firmados por todo el Consejo de Ministros y refrendados por el Ministro del 
Interior y Ministro de Defensa (…)”79. 

 
Su co acusado Cano Angulo explicó :  

“(…) había un Decreto Supremo cero cero tres, que nos autorizaba a aquellas cosas que eran, que 
estaban dentro de lo que es el Secreto Militar, se adquieran por licitación selectiva; y, este sistema 
no era un bien, era un sistema, era secreto. ¿Por qué secreto? Porque las comunicaciones no deben 
ser interferidas por el crimen organizado, por la subversión, el narcotráfico, por los observadores 
fiscales. Todo eso que controla la Policía. Entonces, sus comunicaciones para que sean más seguras, 
y la emergencia pueda responder inmediatamente con los órganos disponibles y no sea interferida su 
comunicación por estos malhechores, por eso es una cosa que entra a Secreto Militar. Como le 
vuelvo a repetir doctor, no es un bien, doctor, es un sistema muy complejo (…)”80. 

                                                 
79 Foja 3994 a 3995, tomo 7. 
80 Foja 3932, tomo 7. 
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El inicio de la contratación mediante la Licitación Selectiva para la 
adquisición del Sistema de Emergencia Policial 105 que ofrecían las 
empresas españolas y la elaboración de las Bases Administrativas por 
parte de la OGA 
 
19. Bases administrativas: 
 

MINISTERIO DEL INTERIOR 
OFICINA GENERAL DE ADMINISTRACIÓN 

 
BASES ADMINISTRATIVAS Y 
ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 
LICITACIÓN SELECTIVA N° 006-95-IN/OGA 
ADQUISICIÓN: 
ITEM 1: SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” 

 
MONTO: US$ 1´500,000.00 
DÓLARES AMERICANOS 

1995 
 

LICITACIÓN SELECTIVA N° 006-95-IN/OGA 
BASES ADMINISTRATIVAS  
1. DISPOSICIONES GENERALES 

a. OBJETO 
LA PRESENTE LICITACIÓN SELECTIVA TIENE POR OBJETO SELECCIONAR A LA 
PERSONA NATURAL O JURÍDICA QUE SE ENCARAGARÁ DE LA PROVISIÓN DE: UN 
SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 105; CUYAS CARACTERÍSTICAS Y/O 
ESPECIFICACIONES TÉCNICAS SE INDICAN EN EL ANEXO 01, QUE FORMA PARTE DE 
ESTAS BASES ADMINISTRATIVAS. 
b. ENTIDAD LICITANTE 

       MINISTERIO DEL INTERIOR- OFICINA GENERAL DE ADMINISTRACIÓN 
        
2. PRESUPUESTO DE REFERENCIA 

- EL MONTO ESTIMADO A LICITARSE ASCIENDE A: US$ 1´500,000.00 
          MODALIDAD DE ADQUISICIÓN: “LLAVE EN MANO” 
       -  FUENTE DE FINANCIAMIENTO.- PRESUPUESTO DE EMERGENCIA 
(…) 
4.  DE LOS POSTORES 

a. LOS POSTORES SERÁN PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS, DEBERÁN ACREDITAR 
QUE SU ACTIVIDAD INCLUYE LA COMERCIALIZACIÓN DE LOS BIENES MATERIA DE 
LA PRESENTE LICITACIÓN, MEDIANTE LICENCIA MUNICIPAL DE FUNCIONAMIENTO 
BAJO CAUSAL DE DESCALIFICACIÓN Y EN CASO DE SER REPRESENTANTE DE FIRMAS 
EXTRANJERAS, ACREDITARÁ SU PERSONERÍA MEDIANTE DOCUMENTO FORMULADO 
DE ACUERDO A LEY; SIN CUYO REQUISITO NO SERÁ ADMITIDO EN EL ACTO DE 
LICITACIÓN Y EN SU OPORTUNIDAD, PODRÁ SER DESCALIFICADO EN CUALQUIER 
ETAPA DEL PROCESO. 
(…) 

1. OTORGAMIENTO DE LA BUENA PRO. 
a. LA BUENA PRO SERÁ ENTREGADA, EN FORMA TOTAL, APROBADA POR EL 

TITULAR DEL SECTOR EN BASE AL ACTA DEL COMITÉ DE ADJUDICACIÓN, 
QUE SELECCIONA LAPROPUESTA TÉCNICA – ECONÓMICA 
CORRESPONDIENTE. 

b. EL OTORGAMIENTO DE LA BUENA PRO SE HARÁ CONOCER AL BENEFICIADO 
DE ACUERDO A LEY. 

c. EL POSTOR FAVORECIDO CON LA BUENA PRO DEBERÁ PRESENTAR LA 
DOCUMENTACIÓN QUE EL ÓRGANO DE ABASTECIMIENTO LE SOLICITE A MAS 
TARDAR CUATRO (04) DIAS DESPUES DE HABERSELE HECHO CONOCER EL 
OTORGAMIENTO DE LA BUENA PRO; SIENDO ESTA UNA CONDICIÓN 
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NECESARIA PARA EL TRÁMITE ADMINISTRATIVO RELATIVO A LA 
FORMULACIÓN DEL CONTRATO Y LAS DEMÁS GESTIONES INHERENTES AL 
PROCESO. 

d. EL POSTOR QUE OBTENGA LA BUENA PRO ENTREGARA A LA OGA, UNA 
CARTA FIANZA BANCARIA INCONDICIONADA, DE RESPONSABILIDAD 
SOLIDARIA Y REALIZACIÓN AUTOMÁTICA QUE SE HARÁ EFECTIVA AL 
PRIMER REQUERIMIENTO DEL MINISTERIO, EQUIVALENTE AL 20% DEL 
MONTO TOTAL DEL CONTRATO COMO GARANTÍA DE BUEN CUMPLIMIENTO 
DEL MISMO, CUYA VIGENCIA SERÁ HASTA 30 DIAS DESPUÉS DE LA FECHA 
DE RECEPCIÓN DE LOS BIENES. 

(…) 
LICITACIÓN SELECTIVA N° 006-95-IN/OGA 

“CALENDARIO DE ACTIVIDADES” 
 

ACTIVIDADES                                                    FECHA 
 
1. CONVOCATORIA MEDIANTE OFICIOS      29 Y 31 AGO 95   
    INVITACIÓN. 
 
2. VENTA DE BASES ADMINISTRATIVAS     HASTA 06 SET 95 
  
    VALOR: S/. 600.00 
    -   PAGO EN LA OF. DE TESORERÍA 
    -   ENTREGA EN LA OF. DE ABASTECIMIENTO. 
        AMBOS EN HORARIO DE OFICINA. 
 
3. CONSULTAS SOBRE EL CONTENIDO DE                   HASTA 06 SET 95 
    LAS BASES ADMINISTRATIVAS 
 
4. RESPUESTA A LAS CONSULTAS      07 SET 95 
 
5. PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS Y      LUNES 
    APERTURA DE SOBRES 01 Y 02      11 SET 95 
    LUGAR: OF. GRAL DE ADMINISTRACIÓN 
    HORAS: 15.00 
 
6. APERTURA DEL SOBRE 03 Y      MIÉRCOLES  
     OTORGAMIENTO DE LA BUENA PRO     13 SET 95 
    LUGAR: OF. GRAL DE ADMINISTRACIÓN 
    HORAS: 11.00 
 
7. FIRMA DEL CONTRATO 
    LUGAR: OF. GRAL DE ADMINISTRACIÓN                          18 SET 95 

 
 
La resolución que conformó el Comité de Adjudicación y la 
convocatoria de sus miembros 
 
20. Recibido el oficio de la Contraloría con la aprobación para que se realice la 
Licitación Selectiva con la calidad de Secreto Militar y formuladas las Bases 
Administrativas81, éstas fueron aprobadas por Resolución Directoral N° 094-
A-95 de veinticuatro de agosto de mil novecientos noventa y cinco, en la que, 
además, se ordenó la conformación del Comité Especial que se haría cargo de 
la licitación.  
 

RESOLUCIÓN DIRECTORAL 
N° 094-A-95-IN-010506000000 
Lima, 24 DE AGOSTO 1995. 

                                                 
81 Fojas 281 a 293, tomo 1. 
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  Visto el oficio N° 624-95-DIATEC-PNP/DIVINFOR del 06.JUL.95, mediante el cual la División 
de Informática de la PNP, solicita la adjudicación de UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 105 a 
ser atendidos con el Presupuesto de Emergencia PNP AF-95 
 CONSIDERANDO: 
 Que, en el plan de adquisiciones con cargo a dicha asignación, se ha considerado la compra de UN 
SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” por el monto de US$1´500,000.00; (UN MILLON 
QUINIENTOS MIL Y 00/100 DOLARES AMERICANOS). 
  Que, la obtención de dicho requerimiento debe efectuarse bajo la modalidad de Licitación Selectiva por 
tratarse de bienes considerados como “Secreto Militar”, de acuerdo a la calificación contenida en el D.S. N° 003-89 
DE/SG; 
  Que, el Capítulo 4.3 del Reglamento Único de Adquisiciones (RUA), establece el procedimiento para 
efectuar las Licitaciones Selectivas; 
  Que, el Capítulo 2.2 del Reglamento Único de Adquisiciones (RUA) prevé un Comité de Adjudicación y 
su conformación para las adquisiciones de Bienes y Prestación de Servicios No Personales; 
  Con la visación del Asesor Legal de la Oficina General de Administración. 
 
  SE RESUELVE: 
  Artículo 1°.- Aprobar las Bases Administrativas y Especificaciones Técnicas para la Licitación Selectiva 
N° 006-95-IN/OGA, que forma parte de la presente Resolución, para la Adquisición de UN SISTEMA DE 
EMERGENCIA POLICIAL “105”, por un monto estimado de US$ 1´500,000.00 (UN MILLÓN 
QUINIENTOS MIL Y 00/100 DÓLARES AMERICANOS). 
  Artículo 2°.- Conformar el Comité de Adjudicación del Ministerio del Interior, en cumplimiento a lo 
dispuesto por el Art. 2.2.2 del Reglamento Único de Adquisiciones (RUA), el mismo que estará presidido e 
integrado por los miembros siguientes: 
Presidente: Director General de Administración. 
Miembros:  -      Jefe de la Oficina de Abastecimiento OGA. 

- Jefe de la Oficina de Contabilidad OGA. 
- Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del MIN. 

- Director de Logística de la PNP y  
- Un Asesor Técnico especialista en la materia. 

 
REGÍSTRESE, COMUNÍQUESE Y ARCHÍVESE 

 
             ___________________________                       ___________________________ 

          SIXTO RUIZ JAUREGUI                                ABRAHAM W. CANO ANGULO                 
               TNTE. CRL. EP.    GENERAL DE BRIGADA   
       Director Adjunto de la OGA                              Director General de Administración 
    MINISTERIO DEL INTERIOR               MINISTERIO DEL INTERIOR 

 
21. El Comité Especial quedó conformado de la siguiente manera: 

1. General Abraham Cano Angulo, Presidente del Comité 
2. General César Rizal Bragagnini Aguirre, Director General de la Oficina 

General de Asesoría Jurídica;  
3. General PNP Arturo Marquina Gonzales, Director de Logística de la 

PNP; 
4. Sra. C.P.C. Pilar Bravo Inga, Directora de la Oficina de Contabilidad. 
5. La Sra. C.P.C. Nora Galarreta Díaz, Directora de Abastecimiento; 

realizaría las funciones de Secretaria del Comité. 
El Coronel PNP Carlos Alberto Arce Cok, realizó el asesoramiento técnico. 
El acusado Paul Concha Delgado, participó como representante de la 
Inspectoría General del MININTER. 
 
El treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco, el acusado 
Abraham Cano Angulo, como Director de la OGA y presidente del Comité, 
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con el O/M N° 1883-95-IN-01050600000082 comunicó a los miembros del 
Comité de Adjudicación el inicio del proceso licitatorio, el día once de 
setiembre próximo.  
 
 
Las invitaciones que hizo la OGA a las tres empresas españolas, 
seleccionadas por el acusado Cano Angulo, para presentar sus ofertas 
 
22. Conforme al calendario de actividades establecido en las Bases 
Administrativas de la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA, el treinta y 
uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco, con oficio N° 1884-95-IN-
01050600000083, se invitó a tres empresas españolas a participar. Fue la OGA, 
representada por el acusado Cano Angulo, quien cursó las cartas: 
 

Ministerio del Interior      Lima, 31 AGO.1995 
 
O/M N° 1884-95-IN-010506000000 
Señores 
ARCHIVO DASA 
Presente.- 
     Asunto: Invitación a Licitación Selectiva  
          N° 006-95-IN/OGA. 
 
     Me es grato dirigirme a ustedes, a fin de invitarlos 
a participar en el proceso de la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA, convoca este 
Ministerio del Interior para la Adquisición del SISTEMA DE EMERGENCIA 
POLICIAL 105. 
     Por lo tanto, las Bases Administrativas y 
Especificaciones Técnicas que regirán dicho proceso las pueden obtener en la Oficina de 
Abastecimiento – OGA (2° Piso del MIN), previo pago en efectivo de S/.600.00 en la 
Oficina de Tesorería – OGA (1° Piso del MIN), hasta el 06 de Setiembre de 1995, en 
horario de Oficina. 
     Aprovecho la ocasión para renovarles los 
sentimientos de mi especial consideración. 
     Atentamente, 
                         _____________________ 
                                                                                     ABRAHAM W. CANO ANGULO 
                                                       GENERAL DE BRIGADA 
                                  Director General de Administración 
                                     MINISTERIO DEL INTERIOR 

 
 
La compra de las bases administrativas por parte de las tres empresas 
españolas (SITRE, ELIOP S.A. y EyP) 
 
23. El cuatro de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, a través de sus 
representantes, las empresas postoras se apersonaron ante la oficina de 

                                                 
82 Foja 898, tomo 2. 
83 Foja 294, tomo 1. 



                                       Página 39 de 120 
 

Tesorería y adquirieron las Bases Administrativas. Estas empresas fueron 
SITRE84, ELIOP85 y EyP86; la compra fue registrada en el cuadro que obra a 
foja 280. Se aprecia en el cuadro siguiente que las bases fueron adquiridas el 
mismo día y con recibos sucesivos. 
 

N° 
Bases 

PROVEEDOR N° 
Recibo 

Recepción de Base Fecha 

001 -SITRE/SOCIEDAD IBERICA DE    
  TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. 
- C/ANTONIO LOPEZ 234-28026 MADRID 
- 341-5-00-23-21           - 341-476-25-50 
 

 
0336 

 
          (rúbrica)   
       URRUTIA 

D.N.I. = 50293154 

 
04.09.95 

002 - ELIOP/ELECTRONICA INDUSTRIAL Y   OFICINA 
DE PROYECTOS S.A. 
- AVD. DE MANOTEROS S/N – 28050 MADRID 
- 341-302.39.40              - 341-3029249 
 

 
0337 

 
(rúbrica) 
MARINA 

 
04.09.95 

003 - E y P/ESTUDIOS Y PROYECTOS DE 
TELECOMUNICACIONES S.A. 
- AVD. DE LA VICTORIA 93 bis- 28220 MADRID 
- 341-372.90.51                - 341-372.91.71 
 

 
0338 

 
(rúbrica) 
ALONSO 

 
04.09.95 

 
24. SITRE, Sociedad Ibérica de Transmisiones Eléctricas, era una 
empresa española cuyo Consejo de Administración, según testimonio que 
obra en el expediente, estaba conformado por el Presidente D. Klaus Graf; 
Vicepresidente, D. Víctor Perea Guirado87 (el acusado); Vocales, D. José 
Antonio Crespo Sierra, D. José Gómez Casuso; Secretario – No Consejero, 
D. Alberto Díaz Guijarro. Tenía por objeto: 
 (…) ARTÍCULO 3°.- Esta Sociedad tiene por objeto: 

a) La fabricación, instalación y montaje de equipos para telecomunicación y de electrónica 
profesional, incluidos centrales, aparatos y redes de transmisión en alta y baja frecuencia, 
conmutación, telegrafía, informática, señalización, teleoperaciones localización, control de tráfico, 
generación, envío y recepción de información codificada y aparatos o dispositivos auxiliares para su 
control, seguridad, alimentación o acondicionamiento. b) Adquirir, enajenar o gravar bienes 
muebles o inmuebles. Las actividades enumeradas podrán también ser desarrolladas por la 
Sociedad, total o parcialmente, de modo indirecto, mediante la participación en otras sociedades con 
objeto análogo. Quedan excluidas todas aquellas actividades para cuyo ejercicio la Ley exija 
requisitos especiales que no queden cumplidos por ésta Sociedad. Si las disposiciones legales 
exigieran, para el ejercicio de alguna de las actividades comprendidas en el objeto social, algún 
título profesional o autorización administrativa, o la inscripción en Registros Públicos, dichas 
actividades deberán realizarse por medio de persona que ostente la requerida titulación y, en su 
caso, no podrán iniciarse antes de que se hayan cumplido los requisitos administrativos exigidos 
(…)”88. 
 

                                                 
84 Foja 745 a 753, tomo 2. 
85 Foja 673 a 707, tomo 2. 
86 Foja 711 a 741, tomo 2. 
87 El resaltado es de la Sala. 
88 Foja 745 a 795, tomo 2. 
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25. EyP S.A., Estudios y Proyectos de Telecomunicación, era una 
empresa española conformada por D. María García Landriz, D. Víctor Perea 
Guirado (el acusado, nuevamente) 89 y Francisco Manuel Pérez Romero. 
Tenía por objeto: 

“(…)ARTÍCULO 2°.- OBJETO SOCIAL: Constituye el objeto de la sociedad: 
La realización de estudios, proyectos, investigaciones, montajes, instalaciones, servicios, 
comercialización y distribución de todo cuanto se relacione con la telecomunicación y la electrónica. 
Las actividades sociales enumeradas podrán también ser desarrolladas de modo indirecto mediante 
la participación en otras sociedades de objeto análogo(…)”90. 
 

26. ELIOP S.A., era una empresa española en cuyos estatutos figuraban 
como accionistas los señores José Ramón López Mesa, Manuel Armando 
Guerra Mañanes, José Vicente Fernández Peragón, Francisco Marín Pérez, 
Ramón García Bayo y María de los Angeles Calvo Sarandeses. Tenía por 
objeto: 
  “(…)ARTÍCULO 2° - OBJETO 

La sociedad tendrá por objeto: 
El diseño, desarrollo, mantenimiento, fabricación, comercialización y representación de equipos y 
subconjuntos eléctricos y electrónicos, proyectos de ingeniería y su importación y exportación. 
La sociedad podrá desarrollar las actividades integrantes de su objeto social por sí misma 
directamente o de modo indirecto mediante la titularidad de acciones o participaciones en sociedades 
con objeto idéntico o análogo.(…)”91. 
 
 

Las cartas-fianza que fueron puestas en conocimiento del Ministerio del 
Interior por parte del Banco Continental 
 
27. El cinco de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, el Banco 
Continental informó al Ministerio del Interior que había entregado a SITRE la 
carta fianza N° 23167/jda, por la suma de $75,000.00 U.S. (setenta y cinco mil 
dólares) para que intervenga como postor y hasta la firma del contrato, 
estableciendo que regiría desde el once de setiembre hasta las doce horas del 
once de octubre del mismo año92. 
El veinticinco de setiembre de mil  novecientos noventa y cinco, el Banco 
Continental recibió la instrucción vía swift del Banco Bilbao Vizcaya – 
Madrid, con el objeto de que se emita una carta fianza por el importe de US$ 
300,000.00 a favor del Ministerio del Interior por cuenta de SITRE, la que 
vencería el quince de febrero de mil novecientos noventa y seis93 según el 
reporte de crédito94 firmado por los funcionarios respectivos.   

                                                 
89 El resaltado es de la Sala. 
90 Foja 711 a 741, tomo 2. 
91 Foja 675, vuelta, tomo 2. 
92 Foja 375, tomo 1. 
93 Foja 1048, tomo 3. 
94 Foja 1049, tomo 3. 
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El veintisiete de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, el Banco 
Continental dando cumplimiento a lo solicitado por el Banco de Madrid,  
comunicó al Ministerio del Interior que había otorgado la carta fianza N° 
23191/kvp95 a la Empresa SITRE para las obligaciones que resultaran del 
contrato. 
El veintiocho de febrero de  mil novecientos noventa y seis, el Banco 
Continental recibió la solicitud del Banco Bilbao Vizcaya se le solicitaba emita 
carta fianza bancaria solidaria incondicionada, por cuenta de SITRE por el 
monto de trescientos mil dólares americanos a favor del Ministerio del 
Interior; en dicho documento se menciona que la garantía entraría en vigencia 
el día veintiocho de febrero y vencería el treinta de abril del mismo año. A su 
vencimiento se emitiría una prórroga de la misma hasta el treinta de junio de 
mil novecientos noventa y seis96. 
El veintinueve de febrero de mil novecientos noventa y seis, el Banco 
Continental emitió el Reporte de Crédito N° 60050197, conforme a lo 
solicitado por el Banco Bilbao Vizcaya de España; la fianza debía ser 
entregada al acusado contumaz Juan Urrutia. 
El quince de agosto de mil novecientos noventa y seis, el Banco Continental 
remitió carta al Banco Bilbao Vizcaya98, en la que comunicó que se les liberaba 
de toda obligación debido a su contragarantía al ya no ser necesaria y haber 
sido devuelta por el beneficiario.  
 
 
El inicio de las sesiones de Licitación Selectiva con la ausencia de dos de 
sus miembros titulares 
 
28. La ausencia de dos miembros titulares: el Director de Asesoría Jurídica, 
General Bragagnini y la Directora de Contabilidad C.P.C. Pilar Bravo Inga, a 
pesar que, como se observa en la Resolución Directoral, no se nombraron 
miembros suplentes, no fue obstáculo para que el Presidente y los otros 
miembros del Comité Especial iniciaran el proceso de Licitación Selectiva. 
Participó el abogado Ramón Natteri Quiroga99 como representante de la 
oficina de Asesoría Jurídica (su versión testimonial en sesión 07); no estuvo 

                                                 
95 Foja 1050, tomo 3. 
96 Foja 1054, tomo 3. 
97 Foja 1053, tomo 3. 
98 Foja 1056, tomo 3. 
99 Foja 4899 a 4900, tomo 9. “(…) Yo específicamente no era miembro del Comité, sino por mandato de mi superior, que es 
(…) El general Braganini, me ordenó que me acercase a representarlo en  una cosa  inusual Señor Fiscal Superior: [¿]Era 
la primera vez, que eso sucedía? Testigo Natteri Quiroga: No, ya había actuado en otras veces Señor Fiscal 
Superior: [¿]Cuál fue la orden directa que le dio su superior? Testigo Natteri Quiroga: Solamente, si había algún 
recurso impugnativo que le comunicase porque él estaba atendiendo personas. Señor Fiscal Superior: [¿]A dónde le ordenó 
que usted se constituyese? Testigo Natteri Quiroga: En el Área de Administración, o sea, la Dirección General (…) 
Ante el Director General de OGA (…) El General CANO. Señor Fiscal Superior: [¿](…) que fue lo que éste le dijo? 
Testigo Natteri Quiroga: El saludo protocolar y fui a la mesa (…)”. 



                                       Página 42 de 120 
 

presente en ninguna de las etapas del proceso la señora Directora de la 
Oficina de Contabilidad, C.P.C. Pilar Bravo Inga. El acusado Briones Dávila 
fue preguntado al respecto: 

“(…) Señora Presidenta y Directora de Debates: (…) Hay un tema que aquí se ha 
venido discutiendo y es la conformación del Comité, usted es el que lo designa porque es su facultad, 
pero era usted el titular del Pliego y designa al Comité de Adjudicación. De acuerdo a Ley está 
integrado por los funcionarios que están señalados. Pero hay un tema: En este Comité, actúan 
terceros, de acuerdo al RUA  aprobado por Decreto Supremo cero sesenta y cinco ochenta y cinco 
PCM, vigente en este momento, en el artículo dos dos cuatro dice que: Podrán admitirse como 
suplentes, -se supone que para reemplazar al titular-, únicamente a los funcionarios que estén 
desempeñando el cargo del miembro titular, por impedimento justificado de éste.  En algún 
momento, designó algún miembro suplente de este Comité de Adquisiciones? Procesado 
Briones Dávila: No. Primero correspondía, el Comité de Adquisiciones estaba a cargo, 
presidido por el Director y General de la OGA. Es el General quien lo integraba y en el momento 
que ellos asumían plenamente el desarrollo de todo el Proceso de Adjudicación, que concluía con el 
otorgamiento de la Buena Pro. Señora Presidenta y Directora de Debates: Pero la 
facultad de designar al Comité, tanto miembros titulares como suplentes;  con la Ley actual es 
facultad del titular del Pliego o salvo que él lo delegue. Usted le delegó al señor CANO 
ANGULO, la facultad de designar miembros suplentes? Procesado Briones Dávila: No. 
No le designé, porque no estaba contemplado. (…)”100. 

 
 
La actuación del acusado Concha Delgado como “veedor” del proceso 
de Licitación Selectiva 
 
29. La Oficina de Control Institucional (OCI), órgano dependiente de la 
Oficina General de Administración, designó al acusado Concha Delgado a fin 
de que actúe como veedor101 del proceso de licitación selectiva, teniendo 
como función el control del correcto desarrollo del mismo. No elevó informe 
sobre la ausencia de miembros titulares en el proceso. Explicó a la Sala en 
sesión N° 03:  

“(…) Señor Fiscal Superior: (…) ¿Cómo explica (…) que la acusada Nora Galarreta se 
encontraba desempeñándose como Jefa de Contabilidad y Abastecimiento a la misma vez, y como 
tal no podía desempeñar ambos cargos en el Comité Especial. Acusado Concha Delgado: 
El que pudiera o no desempeñar ambos cargos lo desconozco, pero el asunto concreto es de que el 
quórum era correcto. Según el RUA establece de que sea mínimo tres, y estaban tres, el que no 
puede ser reemplazado, el que no puede faltar obvio es el Presidente, pero los demás pueden faltar, 
pero de todas maneras tienen que haber mínimo tres. Señor Fiscal Superior: (…) bajo que 
cargo fue nombrada la acusada Nora Galarreta en el Comité Especial, que es materia de la 
presente. Acusado Concha Delgado: (…) no (…) recuerdo en que cargo habrá sido, (…) 
Señor Fiscal Superior: Verificó usted ese hecho. Acusado Concha Delgado: Claro que 
sí, ella estaba a cargo de unas direcciones, sino me equivoco, ella estaba a cargo de Abastecimiento, 
pero no lo recuerdo muy bien, porque he sabido yo de que después en otras ocasiones, ella ha estado 

                                                 
100 foja 3999 a 4000, tomo 7. 
101 Foja 3801, tomo 7. “(…) Señor Fiscal Superior: Usted dice que su participación era como veedor. Acusado 
Concha Delgado: Sí”. 
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en la Oficina de Contabilidad; o sea, le cambiaron de puesto; (…) en ese momento ella estaba 
(…) como Jefa de la Oficina de Abastecimiento y Servicios Auxiliares (…) Señor Fiscal 
Superior: (…) la Jefa de la Contabilidad debía ser invitad[a] a participar en el Comité 
Especial. (…) Acusado Concha Delgado: Desconozco que haya algún impedimento para 
no ser invitado: o sea, para negarle la participación; pero, el asunto es (…) que (…) como Comité 
debían estar mínimo tres personas y se cumplía ese mandato de la ley. Señor Fiscal Superior: 
Además de verificar la existencia de tres personas como usted ha señalado. Usted verificó que se 
haya notificado o establecido o conformado correctamente el Comité Especial. Acusado Concha 
Delgado: Había un listado en que se indicaba que estaban o habían sido citado o notificados. 
Señor Fiscal Superior: Y estaba en ese listado tanto el Jefe de Contabilidad como el Jefe de 
Abastecimiento. Acusado Concha Delgado: El de Abastecimiento, la verdad no podría 
recordar si estaban en ese listado, me imagino que sí, pero consta, como le digo, estaban 
conformados el quórum correcto, o sea, el mínimo. Señor Fiscal Superior: (…) se había 
designado al reemplazante del Asesor Legal, al señor Ramón Natteri Quiroga en ese cargo dentro 
del Comité, sin embargo, esta participación del Asesor Legal era indelegable. [¿]Usted presentó 
alguna observación al respecto[?]. [¿]Usted verificó este nombramiento[?]. Acusado Concha 
Delgado: No. Porque teniendo conocimiento de quien era la persona, porque sabía quien era el 
titular, en este momento no recuerdo el nombre, pero como repito, estaba conformado el Comité con 
el mínimo indispensable, cumplían con ese requisito. Al no cumplir con ese requisito, lo que si se 
informa, nuestra nota informativa aparece quienes estuvieron presente, porque es casi lo mismo que 
dice también el Acta. En el Acta también debe decir quienes estuvieron presente102. (…) en el 
caso del doctor Natteri, que lo estaba reemplazando al Director de Asesoría Legal, pero era con 
conocimiento, si sabía que era así, pero yo no vi realmente que eso pudiera invalidar, no he sabido 
(…) yo comenté incluso con otras personas y eso no invalidaba, porque él era el único abogado y 
podía asesorar; entonces, desde esa perspectiva se conversó que no había ningún inconveniente. (…) 
Señora Presidenta y Directora de Debates: Usted era técnico en la materia, era 
representante de la Inspectoría. Usted conocía el RUA, las normas. Acusado Concha 
Delgado: Bueno, de conocerlas. Señora Presidenta y Directora de Debates: (…) 
Usted dice que la señora GALARRETA estaba, le correspondía. Tocamos el tema del señor 
NATTERI. Usted verificó que legalmente podía conformar el Comité. Acusado Concha 
Delgado: Bueno, yo no vi ninguna norma que lo impida, a pesar también lo había consultado 
con otra persona. (…)”103, sobre su participación explicaron los acusados 
Marquina Gonzales104 y Cano Angulo105. 

 
 
Primera sesión del Comité: la presentación de las ofertas y apertura de 
sobres 

                                                 
102 Foja 3804 a 3806, tomo 7. 
103 Foja 3814 a 3815, tomo 7. 
104 Foja 3830, tomo 7. “(…)Señor Fiscal Superior: [¿](…) qué participación tenía el representante de la Oficina de 
Control Interno en el Comité Especial? Procesado Marquina Gonzáles: Bueno, era a manera de Notario Público, estaba 
presente para verificar, supervisar que el acto cumpliera todas las formalidades que el Reglamento de Adquisiciones establecía en 
este entonces y daba pues fe y era el mejor respaldo para la acción  del Comité, lo que constaba en el acta (…)”. 
105 Foja 3918, tomo 7. “(…) Señor Fiscal Superior: (…) ¿Cuál fue la participación que tenía el representante de la 
Oficina de Control Interno en este Comité? (…) Acusado Cano Angulo: Él era como un veedor, no era parte del Comité, 
no era parte de la licitación, era un veedor, para ver si había alguna irregularidad en el proceso. Señor Fiscal Superior: El 
tenía que verificar las irregularidades. Acusado Cano Angulo: Así es. Si había algo le decía a la inspectora y seguro que la 
inspectora entraba a tallar. (…)”. 
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30. El once de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, de acuerdo al  
cronograma establecido en las bases administrativas, se llevó a cabo la 
presentación de ofertas y apertura de sobres 01 y 02 que presentaron las 
empresas españolas invitadas por la Oficina General de Administración. 
ELIOP acreditó como representante al señor José Marina Benítez106; EyP al 
señor Fernando Alonso de Salas107 y SITRE al acusado contumaz Juan Urrutia 
Foncea; la representación de este último fue autorizada por su co acusado 
contumaz Víctor Perea Guirado108: 

 
“SITRE 

PRESENTACIÓN 
La Compañía mercantil “SOCIEDAD IBERICA DE TRANSMISIONES 
ELECTRICAS, S.A.” (en adelante SITRE), con domicilio en Madrid calle Antonio López 
234 y CP: 28026, constituida de conformidad con la legislación española y con número de CIF.: 
A-28/095412. Representada legalmente por D. Víctor Perea Guirado, ciudadano español con 
Documento Nacional de Identidad N° 1.490.352 y domiciliado en Las Rozas (Madrid) calle 
Virgen del Pilar n° 16, según se acredita con la escritura de poderes otorgada en Madrid el día 8 
de julio de 1992, ante Notario de Madrid D. Rafael Vallejo Zapatero, con el N° 3.831 de su 
protocolo. 
DECLARA: 
Que se presenta en calidad de postor a la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA, convocada 
por el Ministerio del Interior-Oficina General de Administración del Perú, para la Provisión de 
Equipamiento de Consolas, Telecomunicaciones, Subsistemas Informáticos (Hardware y Software) 
y Material Complementario del Sistema de Emergencia Policial “105”. 
A tal efecto y de conformidad con los requisitos exigidos en las Bases Administrativas de la 
presente Licitación, se autoriza expresamente para concurrir al Acto de Presentación de la Oferta, 
entregando y firmando cuantos documentos públicos o privados sean precisos a: 
-D. Juan Francisco Urrutia Foncea, súbdito español, mayor de edad, de profesión 
ingeniero, con Documento Nacional de Identidad N° 50.293.154 y domicilio en Pozuelo de 
Alarcón (Madrid), calle Guadiana n° 17. 
Y para que así conste, lo firma en Madrid a 11 de septiembre de 1995. 
SOCIEDAD IBERICA DE TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. 
P.P. 

                                                 
106 Foja 671, tomo 2. “(…) Que, se presenta en calidad de postor a la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA, 
convocada por el Ministerio del Interior del Perú, para la Provisión de Equipamiento de Consolas, Telecomunicaciones, 
Subsistemas Informáticos (Hardware y Software) y Material Complementario del sistema de Emergencia Policial 105. Y, 
AUTORIZA para concurrir al Acto de Presentación de la Oferta en nombre de la Compañía a D. José Marina Benítez, 
súbdito español, mayor de edad, de profesión ingeniero, con Documento Nacional de Identidad N° 25.038.088 y domicilio en 
Pozuelo de Alarcón (Madrid), calle Antonio Ruiz n° 52. Madrid a 11 de septiembre de 1995. ELIOP S.A. AVDA. 
MANOTERAS S/N C.I.F. A-28/553485- 28080 MADRID. Fdo.: Manuel Armando Guerra Mañanes- Dtor. 
Departamento Internacional.(…)”. 
107 Foja 710, tomo 2. “(…) que, se presenta en calidad de postora a la Licitación Selectiva N° 006-95-IN-OGA, 
convocada por el Ministerio del Interior del Perú, para la Provisión de Equipamiento de Consolas, Telecomunicaciones, 
Subsistemas Informáticos (Hardware y Software) y Material Complementario del sistema de Emergencia Policial 105. A tal 
efecto AUTORIZA para concurrir al Acto de Presentación de la Oferta en nombre de la Compañía a D. Fernando Alonso 
De Salas, súbdito español, mayor de edad, de profesión ingeniero, con Documento Nacional de Identidad N° 41.954.452 y 
domicilio en Las Rozas (Madrid), calle Blanca n° 17. Y para que surta los efectos oportunos, lo firma en el lugar y fecha ut 
supra. Fdo.: María García Landriz, Directora General E.Y.P. TELECOMUNICACION S.A. 
108 Foja 744, tomo 2. 
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Fdo.: Víctor Perea Guirado 
       Vicepresidente 
 

31. Presentes los miembros del Comité Especial y los representantes de las 
empresas postoras, se dio inicio a la sesión en la que se recibieron y abrieron 
los sobres N° 1 y N° 2: 
 

Acta N° 95-IN/OGA 
Licitación Selectiva N° 006/95-IN-OGA 

Adquisición de Sistema de Emergencia Policial 105 
Asunto: Recepción de sobres y apertura de sobres N° 01 y 02 

  En la ciudad de Lima, siendo las 15.30 horas del día lunes 11 de Setiembre de 1995, 
se reunieron en la Oficina General de Administración los miembros del Comité de Adjudicación 
del Ministerio del Interior, presidido por el Gral. EP Abraham Cano Angulo, Director General 
de Administración, quien se encuentra asistido por el Dr. Ramón Natteri Quiroga, en 
representación del Director General de Asesoría Jurídica, la C.P.C. Nora Luz Galarreta Díaz, 
Directora de Abastecimientos y Servicios Auxiliares, quien a su vez se desempeña como Secretaria 
del Comité. Interviene por la Policía Nacional del Perú el Gral PNP Arturo Marquina 
Gonzales, Director de Logística, Cmdte. PNP (Ing.) Carlos Alberto Arce Cok, como asesor 
técnico de la Diatec; con el objeto de Recepcionar los sobres N° 01, 02 y 03 y apertura de los 
sobres N° 01 y 02 de la Licitación Selectiva de la referencia. 
  Se deja constancia de la presencia del Dr. Paul Concha Delgado, como representante de la 
Oficina de Control Interno del MIN.  
  Acto seguido el Sr. Presidente da inicio al acto, solicitando a la Secretaria del Comité 
pase lista a la relación de invitados, verificándose la concurrencia de los siguientes postores: 
1.- Sociedad Ibérica de Transmisiones Eléctricas S.A. (SITRE) 
2.- Electrónica Industrial y Oficina de Proyectos S.A. (ELIOP) 
3.- Estudios y Proyectos de Telecomunicación S.A. (EyP) 
  A continuación se solicita a los señores postores que presenten sus sobres procediéndose  a 
la apertura de los sobres N° 01 y 02, encontrándose conforme.  
  En este estado del proceso el Sr. Presidente del Comité comunica a los señores postores que 
de conformidad con el Art. 3.3.6 del RUA, se procede a suspender el acto de licitación en razón 
de requerirse la evaluación técnica y condiciones de suministro de las ofertas prestadas. Habiéndose 
fijado para el día miércoles 13 de Setiembre a las 11 horas, la nueva sesión para dar a conocer la 
Buena Pro de la Licitación de la referencia. 
  No habiendo más asunto que tratar se levanta la sesión, siendo las 16.10 horas, 
previamente se dio lectura a la presente acta, la misma que se encontró conforme. En señal de lo 
cual se firma. 
(cinco rúbricas de los miembros del Comité y las rúbricas de los representantes de las empresas postoras): 

_______________           ________________       _________________ 
ESTUDIOS Y PROYECTOS                   ELIOP S.A.               SITRE 

              DE TELECOMUNICACIÓN S.A. 

 
 
La elaboración del cuadro de evaluación técnica de las propuestas por 
parte de Arce Cok y su puesta en conocimiento del acusado Del Castillo 
Colona 
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32. Finalizada la sesión, el Comité dispuso que se realice la evaluación técnica 
de las propuestas, responsabilidad que le fue encomendada a Carlos Alberto 
Arce Cok, asesor técnico del Comité según consta en el acta antes transcrita, 
quien en etapa instructiva declaró:  

“(…) lo que pude ver cuando participé en la apertura de los sobres de las tres empresas era que el 
general Cano como Presidente del Comité era quien (…)abría lo[s] sobres y calificaba las 
propuestas según su parecer, indicando si es que se cumplían con las bases y luego de realizar esta 
verificación los firmaba como constancia de verificación y luego pasaba estos documentos a los demás 
miembros del comité sin haberlos re[v]i[s]ado (…) mi participación en la adquisición de este 
sistema (…) fue la elaboración del informe de calificación de las propuestas técnicas necesario para 
que el comité de licitaciones luego de revisarlos decida que empresa debe obtener la buena pro 
(…)”109. 
 

Versión que coincide con la que dieron los otros miembros del Comité 
Especial, acusados Cano Angulo110, Galarreta Díaz111, Marquina Gonzales112 y 
el testigo, abogado Natteri Quiroga113. 

                                                 
109 foja 2442, tomo 5. 
110 Foja 3925 a 3926 y 3933, tomo 7. “(…)Señor Fiscal Superior: (…) ¿Cómo fue que se llevó a cabo la evaluación 
técnica y las condiciones de suministros por las ofertas presentadas al Comité Especial, con el propósito de que se otorgue 
finalmente la buena pro a una de ellas? Acusado Cano Angulo: Mire, la parte técnica lo hace el órgano que lo pide con sus 
técnicos, en este caso con el que era asesor mío en esa licitación que me disculpe está en el cielo, seguro, el comandante Arce; (…) 
Hay una parte técnica, eso lo hace el órgano técnico, y la parte administrativa lo hace la OGA, y al final sale un cuadro en el 
cual, de acuerdo a la calificación, se da la buena pro. Señor Fiscal Superior: (…) ¿Ustedes como miembros del Comité, 
verificaron que el Informe Técnico que emitió este señor ARCE COK, contenía los aspectos establecidos conforme a las bases 
administrativas que la oficina a su cargo redactó?. Acusado Cano Angulo: Que yo recuerde sí, la parte técnica sí. Señor 
Fiscal Superior: ¿Si se cotejó? Acusado Cano Angulo:  La parte técnica sí. (…) Parte Civil, procuraduría 
Pública: ¿Cuál fue su participaron en la apertura de los sobres uno y dos? Acusado Cano Angulo: Yo soy el presidente, 
abro se lo paso, el uno se lo paso al abogado, en este caso a NATTERI, para que como abogado, vea si lo documentos son 
válidos o no son válidos. Luego, todos los de la mesa, los vemos y los firma. Una vez que se dio conformidad a todos los que están 
con sus documentos completos, recién abrimos el sobre dos. El sobre dos lo verificamos que están, y se lo entregamos al técnico, 
para que haga el Informe Técnico, y damos, no me acuerdo bien, en uno o dos días, para que haga el Informe Técnico, en un 
ambiente especial que se le prepara y después de eso, ellos envían el Informe Técnico, con lo cual se hace un cuadro que va la parte 
técnica (…)”. 
111 Foja 3870, tomo 7. “(…) Señor Fiscal Superior: [¿](…)cómo se llevó a cabo la evaluación técnica y la condición de 
suministros de las ofertas presentadas por parte del Comité Especial? (…) Procesada Galarreta Díaz: Una vez que se 
recepcionan todos los sobres uno, se califica, se continúa con el sobre numero dos que es la parte técnica, una vez {r]ecepcionados 
los sobres números dos, se entregaba al Asesor Técnico encargado de la Licitación, para lo cual se suspendía la sesión para que 
pudiera evaluar la documentación presentada por los postores. Entonces, todo lo que corresponde a la parte técnica, la evaluación 
lo hace el Asesor Técnico, que en este caso fue el Coronel o el Comandante ARCE COCK y lo que corresponde a las condiciones 
de suministro que eran: Plazo de entrega, antecedentes, lo realizaba personal de Abastecimientos que apoyaba al Comité. 
Entonces, una vez con el Informe Técnico, más el informe de las condiciones de suministros, se elaboraba un cuadro resumen en el 
cual se determinaba el puntaje obtenido por cada uno de los postores y calificaba aquel postor que llegaba a noventa puntos, ellos  
eran  los aceptados (…)”. 
112 Foja 3834, tomo 7. “(…) Señor Fiscal Superior: [¿](…) Cómo se llevó a cabo la evaluación técnica y las condiciones 
de suministro de las ofertas presentadas por parte de los postores en el Comité Especial que usted integró? Procesado 
Marquina Gonzáles: (…) el sobre dos con la oferta técnica estuvo en manos del fallecido Coronel me parece, o Comandante 
Mayor ARCE COCK,  que dependía de la Dirección de Apoyo Técnico, no dependía de la Dirección de Logística (…)”. 
113 Foja 4911 y 4914, tomo 9. “(…) Señor Fiscal Superior: [¿]Cuánto tiempo duró esta sesión? Testigo Natteri 
Quiroga: Habrá sido cuarenta minutos. Señor Fiscal Superior: [¿]Qué se hizo en esta sesión? Testigo Natteri 
Quiroga: La revisión de la primera carpeta donde están todos los documentos de las firmas. (…) cada carpeta de los 
proveedores, presentaban un sobre y allí estaba una carpeta y ahí venían los documentos, quiénes eran, la empresa. Señor 
Fiscal Superior: [¿]Y en qué consistía su participación una vez que usted observó esos sobres? Testigo Natteri 
Quiroga: Solamente en la verificación de las firmas de representantes de la empresa. (…) Defensa de los procesados 
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33. El doce de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, el asesor Arce 
Cok culminó la evaluación técnica encomendada por el Comité, entregó el 
Informe a su Jefe inmediato, el acusado Del Castillo Colona, el mismo que lo 
remitió a su co acusado Cano Angulo a fin de que continuara la siguiente 
sesión de la licitación con la entrega de la Buena Pro. Parte del tenor del 
informe fue el siguiente: 
 

(1) ASPECTOS TÉCNICOS114 
a. ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 

La solución ofertada por SITRE es tecnológicamente la mas avanzada y totalmente modular lo 
cual garantiza las futuras necesidades de la institución y permite incorporar las soluciones técnicas 
que vayan demandando en la atención de Emergencias Policiales (Telemando y Telecontrol de 
alarmas, Sistemas Satelitales, entornos multimedia, Bases de Datos, Interconexión con otras redes, 
etc). 
SITRE presenta un sistema abierto cumpliendo las normativas internacionales tanto en el 
Software como en el Hardware. Las otras dos empresas ELIOP y EyP presentan soluciones 
propietarias, aspecto que dificulta el mantenimiento y ampliación del sistema. 
SITRE presenta un sistema redundante con conmutación automática lo cual garantiza la plena 
operatividad del Sistema durante las 24 horas y los 365 días del año. 
El Software de comunicaciones es similar en cuanto a prestaciones pero SITRE incorpora mayor 
flexibilidad para adaptarse en tiempo real (sin parar el sistema) a la situación de emergencia. 
El sistema propuesto por SITRE es mucho más fácil de operar que las presentadas por ELIOP y 
EyP. 
Las empresas EyP y ELIOP no integran totalmente alguno de los subsistemas GPS y 
COMDAT, al no contar con las interfases necesarias, siendo SITRE la única que integra 
totalmente todos los subsistemas permitiendo de esta forma una actuación eficaz ante las 
emergencias. 
Las empresas EyP y ELIOP presentan un subsistema Informativo de gestión de recursos en 
Inglés parcialmente y no totalmente adaptado a la problemática de Emergencias Policiales; no así 
SITRE que presenta el SIGE (Sistema Informático de Gestión de Emergencias) desarrollado en 
forma computarizada para solventar el problema de Emergencias Policiales, en castellano y 
desarrollado bajo especificaciones internacionales. 

b. GARANTÍA TÉCNICA.- Todas las empresas dan una garantía de un (01) año. 
c. SERVICIO DE POST - VENTA 

La empresa SITRE al haber desarrollado totalmente el Sistema realizará una transferencia 
tecnológica al personal de la PNP con lo cual se garantizará el futuro del sistema, aspecto que no 
dan las otras empresas al no dar sistemas desarrollados por ellos. 

(2) CONDICIONES DEL SUMINISTRO 
a. PLAZO Y OPORTUNIDAD DE ENTREGA.- Según el cronograma integrado por SITRE el 

plazo de entrega es de 3 meses frente a los 6 meses de ELIOP y EyP. 
b. ANTECEDENTES.- La empresa SITRE demuestra ser pionera en el desarrollo e 

implementación de Centros de Emergencias desde hace más de 10 años, teniendo un parque 
instalado superior a 40 centros. Tanto EyP como Eliop disponen de menor experiencia en 
instalaciones de Centros de Emergencias. 

                                                                                                                                               

Cano Angulo y Galarreta Díaz: [¿]Usted como abogado, dio cuenta de alguna observación o irregularidad en el contenido 
de estos sobres? Testigo Natteri Quiroga: Cuando he llegado a la Asesoría, al menos a mi jefe le comuniqué que no había 
ninguna novedad. Porque a mí, me habían encargado si había alguna impugnación, o algo contrario, una observación; tendría 
que  inmediatamente ir a avisarle a mi jefe. Pero, en ese caso no se presentó nada anormal (…)”. 
114 Foja 297, tomo 1. 
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San Isidro, 12 de Setiembre de 1,995. 
 
    Un sello  ___________________ 

De la Dirección de Apoyo Técnico CARLOS ALBERTO ARCE COK 
               CMDTE. (ING) PNP 
        ASESOR TÉNICO DIATEC PNP 

__________________________________ 
GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
                         CORONEL PNP 

Jefe de la División de Informática – PNP. 
 

 
La elevación del informe de evaluación técnica al acusado Cano Angulo 
por parte del acusado Del Castillo Colona 
 
34. Arce Cok elaboró el informe que se debía dirigir al acusado Cano Angulo 
–Director General de la Oficina de Administración; el informe también fue 
suscrito por el acusado Del Castillo Colona: 
  

INFORME N° 28-95-DIATEC/DIVINFOR-PNP115 

Señor   : General EP 
    Director General de Administración  
    del Ministerio del Interior. 
Asunto  : Calificación y Evaluación a las ofertas técnicas presentadas      

para la adquisición del Sistema de Emergencia Policial 105. 
Ref.   : Licitación Selectiva No. 006-95-IN/OGA 
 

1. Con fecha 11SET95 a 16:00 Hrs, en la Sala de Reuniones de la OGA-MIN, el 
Presidente del Comité de Licitación, hizo entrega al Asesor Técnico de la DIATEC-
PNP, las 03 ofertas técnicas presentadas por las firmas siguientes: 
a.- SITRE/SOCIEDAD IBÉRICA DE TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. 
b.- ELIOP/ELECTRÓNICA INDUSTRIAL Y OFICINA DE PROYECTOS S.A. 
c.- EyP/ESTUDIOS Y PROYECTOS DE TELECOMUNICACIONES S.A. 

2. Al término del estudio y análisis de las tres Propuestas Técnicas indicando en el Anexo 
No. 01, se procedió conforme a los mecanismos de Evaluación indicados en las Bases de 
la Licitación, a formular el Cuadro Comparativo de Calificación, siendo el siguiente: 

CRITERIO EMPLEADOS SITRE ELIOP EyP 
1) ASPECTOS TÉCNICOS 
    Especificaciones Técnicas 
    Garantía Técnica 
    Servicio Post-Venta 

 
50 
10 
10 

 
40 
10 
8 

 
40 
10 
8 

2) CONDICIONES DE SUMINISTRO 
   Plazo y oportunidad de Entrega 
   Antecedentes 

 
20 
10 

 
15 
5 

 
15 
5 

TOTAL 100 78 78 
 

   Es todo lo que informo a Ud., para los fines consiguientes. 
San Isidro, 12 de Setiembre de 1,995. 

 
                                                          Un sello  ___________________ 

                                                 
115 Foja 299, tomo 1. 
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De la Dirección de Apoyo Técnico CARLOS ALBERTO ARCE COK 
               CMDTE. (ING) PNP 
        ASESOR TÉNICO DIATEC PNP 

__________________________________ 
GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
                         CORONEL PNP 

Jefe de la División de Informática – PNP. 

 
35. Ambos documentos, elaborados por Arce Cok, fueron adjuntados al 
Oficio N° 861-95-DIATEC –PNP/DIVINFOR-Sec116 mediante el cual el 
acusado Del Castillo Colona, el mismo día, se dirigió al jefe de la OGA el 
acusado Cano Angulo.  
 

San Isidro, 12 de Setiembre de 1995 

Oficio N° 861-95-DIATEC-PNP/DIVINFOR-Sec 
Señor   :  General EP 
   Director General de Administración 
   del Ministerio del Interior. 
Asunto  : Sobre calificación y Evaluación de las Ofertas técnicas     

                                               presentadas para la adquisición del Sistema de Emergencia    
                                               Policial 105 

Ref.   :  Licitación Selectiva No. 006-95-IN/OGA 
 
   Es grato dirigirme a Ud., en atención a lo solicitado, adjuntándose al 
presente en ejemplar duplicado el Inf. No 28-DIATEC-DIVINFOR/Sec, formulado por el 
Asesor Técnico DIATEC-PNP; referente a la calificación y evaluación a las ofertas técnicas 
presentadas para la adquisición del sistema de Emergencia Policial 105. 
 
   Es propicia la oportunidad para expresarle los sentimientos de mi 
especial consideración y estima personal. 
 
    Dios guarde a Ud., 

       ____________________ 
      GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
                               CORONEL PNP 

Jefe de la División de Informática – PNP. 
  GDC/CAC 

 
 
36. Recibido el informe, la OGA, a través de la Oficina de Abastecimiento (la 
acusada Galarreta Díaz), elaboró los cuadros que le daban la buena pro a la 
empresa SITRE con conocimiento del Comité. Explicó el acusado Cano 
Angulo: 

“(…) se hace un cuadro que va la parte técnica, luego otras condiciones de abastecimiento, (…) 
La OGA, en la Dirección de Abastecimiento. Lo presenta al Comité antes de firmarlo, los 
cuadros pasan por todos los miembros, y todos verificamos, y con nuestra firma, ponemos si estamos 
de acuerdo o no117 (…) este señor [Arce Cok] me da la calificación y (…) en base a eso, se hacen 
los cuadros (…) la DIATEC hace la parte técnica de los cuadros, y la OGA hace la parte 
administrativa de los cuadros, porque hay dos partes en el cuadro. En el oficio que me envía la 
DIATEC, el mezcla los dos, pero yo solamente tomo la parte técnica, la otra parte, la parte del 

                                                 
116 Foja 296, tomo 1. 
117 Foja 3933, tomo 7. 
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cuadro de abajo, no lo tomo. Si usted ve en los cuadros que existen en el proceso, (…) la parte 
técnica toma la OGA del Informe Técnico que lo firma ARCE y lo firma DEL CASTILLO, 
y la segunda parte que dice: plazo y oportunidad de entrega, no lo tomamos nosotros. Nosotros 
hacemos de acuerdo a nuestro procedimiento. Señora Presidenta y Directora de Debates: 
(…) la calificación técnica es la que determinó que SITRE ganara el concurso. Acusado Cano 
Angulo: (…) la calificación técnica, lo hace el técnico, ahí yo no tengo conocimiento como se hace 
eso. Ahí, como usted dice son cincuenta puntos, cuarenta puntos y cuarenta puntos. Esa parte 
tengo que respetar lo que hace el técnico, porque él es el responsable de eso. (…)118.  

 
Coincide con la versión de su co acusada Galarreta Díaz119. A su vez, el 
acusado Marquina Gonzales explicó al Colegiado en juicio oral sesión N° 04: 

“(…) El Informe Técnico no era presentado al Comité de Adquisiciones, (…) Lo que ponían a 
la vista de los miembros del Comité, era[n] cuadros comparativos en los diferentes aspectos, ítems 
que habían sido motivo de calificación y evaluación. Señor Fiscal Superior: Estos ítems que 
usted señala, se encontraban plasmados en las bases administrativas? Procesado Marquina 
Gonzáles: No, yo no he participado en la calificación ni en esa comparación120 (…) Señora 
Presidenta y Directora de Debates: Y hay una observación sobre la puntuación. Usted 
tuvo alguna observación, tuvo algún reparo cuando se califican, porque finalmente ustedes iban a 
aprobar, pero estaba calificando el Asesor Técnico. Hay alguna duda, porque se dice en la 
acusación fiscal que las bases en el Aspecto Técnico eran muy genérica[s], y esta imprecisión es que 
se orienta a que esa empresa gane. [¿]Usted advirtió eso, o le pareció que todo estaba correcto?. 
[¿]Cuál fue su posición? Procesado Marquina Gonzáles: Si se hubiera tratado tal vez de 
vehículos motorizados en la que yo podía participar, de vestuario, de borceguíes, de armamento, 
quién sabe, yo hubiera podido por lo menos dar una opinión, hacer alguna observación. Pero era 
un tema totalmente técnico, no era un Sistema, no era comprar computadoras, era un Sistema que 
pues los técnicos son los que saben de esto y no tenía en absoluto que desconfiar del hoy fallecido 
ARCE COCK, porque era un Oficial de Servicios con un grado ya policial, que trabajaba en 
una unidad nuestra y de la que no tenemos porqué desconfiar hasta que de repente haya una 
situación contraria y por tanto, el tema de la lectura, esas especificaciones era pues un latín para el 
que habla. Así es, que había que confiar en que esa calificación había sido técnica y no había 
porqué dudar (…)”121 y el testigo Natteri Quiroga122. 

                                                 
118 Foja 3952 a 3953, tomo 7. 
119 Foja 3870 a 3871 y 3886 a 3887, tomo 7. “(…) la evaluación lo hace el Asesor Técnico, (…) y lo que corresponde a 
las condiciones de suministro que eran: Plazo de entrega, antecedentes, lo realizaba personal de Abastecimientos que apoyaba al 
Comité. Entonces, una vez con el Informe Técnico, más el informe de las condiciones de suministros, se elaboraba un cuadro 
resumen en el cual se determinaba el puntaje obtenido por cada uno de los postores (…) Señor Fiscal Superior: [¿]Ustedes 
verificaron que ese Cuadro Resumen se encontraba contemplado dentro de las bases? Procesada Galarreta Díaz: Bueno, lo 
que a nosotros nos interesaba era la parte que le habíamos solicitado (…) él cumplió con la evaluación que se solicitaba de 
acuerdo a las bases, (…) porque eso se vació al cuadro resumen (…) Señor Fiscal Superior: Respecto a las condiciones de 
suministro, [¿]se había establecido un plazo de entrega para las bases, porque las condiciones de suministros fueron elaboradas 
por los miembros del Comité? Procesada Galarreta Díaz: (…) sí (…) las bases señalaban plazos de entrega, pero lo 
normal era de que de acuerdo a lo que los postores proponían, se consideraba al que había solicitado al menor tiempo se le daba el 
mayor puntaje y luego en forma prorrogativa se les calificaba a los demás. O sea, el que presentaba en menor tiempo, se le daba el 
puntaje más alto, pero le estoy hablando en forma general. (…) Señora Presidenta y Directora de Debates: [¿](…) 
Cuál es la relación que tienen ustedes, (…) con el señor ARCE COCK[?] Procesada Galarreta Díaz: (…) lo normal 
era que antes de  realizarse la segunda sesión, explicaba, (…) la evaluación; daba una explicación bastante general en base a las 
propuestas que habían presentado las empresas. Entonces, siempre confiando en que estamos asesorados con personal 
especializado de que se acepta la calificación que él hace (…)”. 
120 Foja 3834, tomo 7. 
121 Foja 3854, tomo 7. 



                                       Página 51 de 120 
 

 
Segunda sesión del Comité Especial y otorgamiento de la Buena Pro 
 
37. El trece de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, de acuerdo con 
el cronograma establecido en las bases administrativas, el Comité tenía a 
SITRE como la empresa mejor calificada reuniéndose el Comité con el objeto 
de la apertura del sobre N° 03 que otorgaba la Buena Pro.  

 
LICITACIÓN SELECTIVA N° 006-95-IN/OGA 

CUADRO COMPARATIVO DE OFERTAS Y OTORGAMIENTO DE LA BUENA PRO 
                      SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” 
POSTOR

ES 
ESPECIF. 
TECNICAS 

50 

GARANTIA 
TECNICA 

10 

SERVICIO 
POST –VTA. 

10 

PLAZO DE 
ENTREGA 

20 

ANTECE 
DENTES 

 
10 

CALIFICAC 
MAX.: 100 
ACEP.: 90 

ORDEN 
DE 

PRELAC. 

PRECIO 
UNITAR 

CANT. 
OTORG
ADA 

MONTO 
TOTAL 

SITRE 
S.A. 

50.00 10.00 10.00 20.00 10.00 100.00 1°    

ELIOP 
S.A. 

40.00 10.00 10.00 19.00 10.00 87.00 ELIMIN    

EyP 
TELECO
MUNICA
CIONES 

S.A. 

40.00 10.00 10.00 19.00 10.00 87.00 ELIMIN    

 
EVALUACIÓN DE ASPECTOS TÉCNICOS 

                                      SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” 

CALIFICACIÓN COMITÉ TÉCNCO PNP POSTORES 
ESPECIF. TECNICAS 

50 
GARANTIA TECNICA 

10 
SERV. POST-VTA. 

10 

PUNTAJE 
 
70 

ORDEN DE 
PRELACION 

 
SITRE S.A. 50.00 10.00 10.00 70.00 1° 
ELIOP S.A. 40.00 10.00 8.00 58.00 2° 
EyP COMUNICACIÓN S.A. 40.00 10.00 8.00 58.00 2° 

 
EVALUACIÓN DE FACTOR PLAZO Y OPORTUNIDAD DE ENTREGA 

SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” 
PLAZO DE ENTREGA  

POSTOR 
 

DETALLE TIEMPO ESTIMADO 
 06 MESES 

18 

MENOR 
PLAZO 

2 

PUNTAJE 
 
 
20 

ORDEN DE 
PRELACIÓN 

SITRE S.A. 03 MESES 100 
---- 
18 

100 
---- 
2 

 
20.00 

1° 

ELIOP S.A. 06 MESES 100 
--- 
18 

50 
--- 
1 

 
19.00 

2° 

EyP TELECOMUNICACIÓN S.A. 06 MESES 100 
---- 
18 

50 
--- 
1 

 
19.00 

2° 

 
EVALUACIÓN DEL FACTOR ANTECEDENTES 

 
SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” 

POSTORES CUMPLIMIENTO 
ADQUISICIONES ANTERIORES 

10 

EXPERIENCIA 
10 

% PUNTAJE ORDEN 
 DE 

PRELACIÓN 
SITRE S.A. NO SE ADQUIRIO 100 100 10.00 1° 
ELIOP S.A. NO SE ADQUIRIO 100 100 10.00 1° 
EyP TELECOMUNICACIÓN S.A. NO SE ADQUIRIO 100 100 10.00 1° 

 
 

                                                                                                                                               
122 Foja 4911 a 4912, tomo 9. “(…) Testigo Natteri Quiroga: (…) después vieron creo el sobre técnico, eso ya no me 
correspondía, ya eso le dieron a la parte técnica (…) Parte Civil, señorita abogada Coca Calderón: [¿](…) Quiénes 
elaboraron las ofertas presentadas por los postores? Testigo Natteri Quiroga: Comenzando que yo no soy matemático (…) 
Eso ya era una comisión. O sea, nosotros que estábamos presenciando, ya eso habrá venido aparte. Por eso, ya es cuestión técnica 
calificarlo, la calificación es una cuestión técnica (…) ”. 
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38. Respecto al puntaje en el cuadro por plazo de entrega, el acusado Cano 
Angulo fue preguntado por el Ministerio Público: 

“(…) Señor Fiscal Superior: ¿Dígame en las bases administrativas estaba establecido un 
plazo de entrega? Acusado Cano Angulo: No recuerdo, no creo, porque nosotros mismos no 
sabíamos como era ese sistema, en que consistía, no sabíamos. (…) Señor Fiscal Superior: 
Dígame, ¿Se otorgó puntaje a las empresas por plazo de entrega en esta licitación? Acusado 
Cano Angulo: Está en los cuadros, doctor. (…) en los cuadros que están en autos, que están 
dentro. Señor Fiscal Superior: Pero si recuerda si este plazo de entrega estaba establecido en 
las bases. Acusado Cano Angulo: No. No estaba, lo calificaron. Señor Fiscal 
Superior: ¿Por qué se calificó si es que no estaba en las bases administrativas?. Acusado 
Cano Angulo: Doctor, dentro de las empresas que van, yo tengo que escoger la que me entrega 
en el menor plazo y en mejor calidad, por eso. Ese es un criterio que teníamos siempre en la 
OGA. (…)”123, coincide con su co acusada Galarreta Díaz124. 

 
Consta en el acta de esa sesión : 

Acta N° 95-IN/OGA125 
   Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA 

Adquisición de Sistema de Emergencia Policial 105 
  Asunto: Otorgamiento de Buena Pro 

  En la ciudad de Lima, siendo las 11.30 horas del día miércoles 13 de setiembre de mil 
novecientos noventa y cinco, se reúnen en la Oficina General de Administración los miembros del 
Comité de Adjudicación del Ministerio del Interior, presidido por el Gral. E.P. Abraham Cano 
Angulo, Director General de Administración, quien se encuentra asistido por el Dr. Ramón 
Natteri Quiroga, en representación del Director General de Asesoría Jurídica. La C.P.C.  Nora 
Galarreta Díaz, Directora de Abastecimiento y Servicios Auxiliares, quien a su vez se desempeña 
como Secretaria del Comité. Interviene por la Policía Nacional del Perú el Gral. PNP Arturo 
Marquina Gonzáles, Director de Logística, Cmdte. PNP (Ing.) Carlos Alberto Arce Cok como 
asesor técnico de la DIATEC. Con el objeto de otorgar la Buena Pro de la licitación selectiva de 
la referencia. 
  Se deja constancia de la presencia en el acto del representante de la Oficina de Control 
Interno Dr. Paul Concha Delgado. 
  Acto seguido el Sr. Presidente del Comité da inicio al acto, solicitando a la Secretaria del 
Comité dé lectura de los cuadros comparativos, determinándose que la propuesta calificada es la de 
SITRE S.A., por un monto total de US$1´500,000.00 a quien se adjudica la Buena Pro. 
Criterios que motivaron su selección: 
1. las especificaciones técnicas de las Bases Administrativas. 
2. las Condiciones de Suministro son compatibles con las metas programadas por el Ministerio. 
3. los cuadros comparativos forman parte de la presente acta. 
Acuerdos del Comité de Adjudicación: 
1. Adjudicar la Buena Pro de la Licitación Selectiva N° 06-95-IN/OGA a la empresa 

Sociedad Ibérica de Transmisiones Eléctricas S.A. (SITRE) por la suma de 
US$1´500,000.00  

                                                 
123 Foja 3926 a 3927, tomo 7. 
124 Foja 3871, tomo 7. (…)  No recuerdo si las bases señalaban plazos de entrega, pero lo normal era de que  
de acuerdo a lo que los postores proponían, se consideraba al que había solicitado al menor tiempo se le daba 
el mayor puntaje y luego en forma prorrogativa se les calificaba a los demás. O sea, el que presentaba en 
menor tiempo, se le daba el puntaje más alto, pero le estoy hablando en forma general (…)”. 
125 Foja 302 a 303, tomo 1. 
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2. el órgano de Abastecimientos deberá dar cumplimiento a los arts. 3.4.5, 3.4.6,  5.1.1, 5.1.2 
y demás pertinentes del RUA. 

3. poner en conocimiento del Comité de Adjudicación la suscripción del contrato. 
  No habiendo más asunto que resolver el Señor Presidente del Comité de Adjudicación 
levanta la sesión siendo las 12.00 horas. Previamente se dio lectura a la presente Acta, la cual fue 
encontrada conforme. 
En señal de lo cual se firma. 
(cinco rúbricas (de los miembros asistentes al comité) y de los representantes de las empresas) 

               ________________               _________                     _________ 
      ESTUDIOS Y PROYECTOS             ELIOP S.A.                    SITRE 
DE TELECOMUNICACIÓN S.A. 

 

 
Declaró la acusada Galarreta Díaz: 

“(…) Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: Puede 
explicarnos cómo se otorgó la Buena Pro, se adjudicó a la empresa SITRE, la Buena Pro, en base 
a los criterios? Procesada Galarreta Díaz: Claro, la parte del Informe Técnico, lo que pesó 
realmente fue el informe técnico, porque tenía un puntaje de setenta puntos de acuerdo a lo que 
señalaban las bases administrativas; y al haber calificado el Asesor Técnico con mayor puntaje a 
la empresa SITRE, es por este motivo que  más la condición de suministro que  ahí sí creo los 
puntajes son casi parejos para las tres empresas. En sí, lo que pesó para dar la Buena Pro fue la 
evaluación técnica (…)”126. 

 
39. El quince de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, la OGA 
remitió a SITRE el Oficio N° 2003 -95-IN-010506000000127 mediante el cual 
le comunicó que se le otorga la Buena Pro y le solicitó la concurrencia de un 
representante para la suscripción del contrato. Se daba por finalizada la 
actuación del Comité. 
 
40. El diecinueve de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, el 
Ministro del Interior Juan Briones Dávila emitió la Resolución Ministerial N° 
1097-95 por la cual se aprobó el otorgamiento de la Buena Pro.  
 

Resolución Ministerial 
N° 1097-95-IN-010500000000 

         Lima, 19 de Setiembre de 1,995. 
  Vistos los antecedentes relacionados con la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA 
convocada para la adquisición de UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 
“105”. 

CONSIDERANDO 
 Que, de conformidad con el artículo 45° de la Ley 16360 –Ampliatoria de la Ley 
Orgánica del Presupuesto Funcional de la República – sustituido y modificado por los Decretos 
Leyes Nos. 21163 y 22,508, concordante con los artículos 7° Inciso a) y 11° Inciso c) de la Ley 
N° 26404 – Ley de Presupuesto del Sector Público para 1995 la Oficina General de 
Administración convocó a la Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA para la adquisición de 
los bienes a que se refiere la parte expositiva de la presente resolución, acto privado que se llevó a 

                                                 
126 Foja 3879, tomo 7. 
127 Foja 301, tomo 1. 
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cabo con la concurrencia de las firmas ELECTRÓNICA INDUSTRIAL Y OFICINA 
DE PROYECTOS S.A. (ELIOP), ESTUDIOS Y PROYECTOS DE 
TELECOMUNICACIÓN S.A. (EyP TELECOMUNICACION) y SOCIEDAD 
IBERIC ADE TRANSMISIONES ELECTRICAS S.A. (SITRE); 

Que, el Comité de Adjudicación, previo Informe de Evaluación correspondiente, ha 
seleccionado la propuesta de la firma SOCIEDAD IBÉRICA DE TRANSMISIONES 
ELÉCTRICAS S.A. (SITRE) por su oferta ascendente a US$ 1´500,000.00 (UN 
MILLÓN QUINIENTOS MIL Y 00/100 DÓLARES AMERICANOS). 

Que, en éstas condiciones procede aprobar mediante la presente Resolución Ministerial, la 
Buena Pro a favor de la indicada firma, de conformidad con el artículo 2° del Decreto Supremo 
N° 003-89-DE/SG de 04 de ABRIL 89; 

Estando a lo recomendado por el Comité de Adjudicación y con las opiniones favorables 
de la Oficina General de Administración y la Oficina Legal de Asuntos Administrativos de la 
Oficina General de Administración del Ministerio del Interior;  

SE RESUELVE: 
Artículo 1°.- Aprobar el otorgamiento de la Buena Pro en la Licitación Selectiva N° 

006-95-IN/OGA convocada por la Oficina General de Administración para la Adquisición de 
UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL “105” a la firma: SOCIEDAD 
IBÉRICA DE TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. (SITRE) por su oferta 
ascendente a US$1´500,000.00 (UN MILLÓN QUINIENTOS MIL Y 00/100 
DOLARES AMERICANOS). 

Artículo 2°.- Autorizar al Director General de Administración, para que en 
representación del Ministerio del Interior, suscriba el contrato Compra – Venta y demás 
documentos derivados del mismo. 

Artículo 3°.- El gasto se efectuará con cargo al Presupuesto de Emergencia PNP 
1995. 

REGÍSTRESE, COMUNÍQUESE Y ARCHÍVESE, teniendo la 
Clasificación de “SECRETO”. 

Lima, 19 SET. 1995 
           _________________________                     _________________ 

ABELARDO HABICH ZAMBRANO  JUAN BRIONES DÁVILA 
      CRL. PNP     General de División E.P. 

    Secretario General del Ministerio        Ministro del Interior 
      del Interior 

 

SECRETO 
 
 
La Firma del contrato entre el Ministerio del Interior y SITRE fuera del 
plazo establecido en las bases administrativas 
 
41. El contrato de compraventa: 

 
CONTRATO DE COMPRA – VENTA 

Conste por el presente documento, el Contrato de Compra-Venta de UN SISTEMA DE 
EMERGENCIA POLICIAL “105”, que se extiende en original y TRES copias, que 
celebran: 
DE UNA PARTE: 
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Como comprador el MINISTERIO DEL INTERIOR, con R.U.C. N° 13136696 
representado por el señor General de Brigada EP. ABRAHAM WALTER CANO 
ANGULO Director General de Administración, identificado con Carné de Identidad N° NA 
104952600, autorizado por Resolución Ministerial N° 0006-A-94-IN-0105000000 a quien 
en adelante se le denominará EL MINISTERIO, con domicilio legal en la Plaza  30 de 
Agosto N° 150 Distrito de San Isidro; y 
DE LA OTRA PARTE: 
La firma SOCIEDAD IBERICA DE TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. 
(SITRE) representada en este acto por el señor JUAN FRANCISCO URRUTIA 
FONCEA con Documento Nacional de Identidad N° 50293154, con domicilio en Madrid 
calle Antonio López 234 – España, según Escritura de Apoderamiento otorgado por “SITRE” 
y poder inscrito en el Registro Mercantil de Madrid, al Tomo 1422, folio 25, hoja número 2988, 
inscripción 101ª, que forman parte integrante e inseparable de este documento, como Anexo 01, a 
quién en adelante se le denominará LA VENDEDORA. 
Los términos y condiciones bajo las cuales las partes contratan son las siguientes: 
CLÁUSULA PRIMERA: ANTECEDENTES 
Mediante la Resolución Ministerial N° 1097-95-IN/OGA del 19.SET.95, se aprobó en la 
Licitación Selectiva N° 006-95-IN/OGA, el otorgamiento de la Buena Pro a la firma 
SOCIEDAD IBÉRICA DE TRANSMISIONES ELÉCTRICAS S.A. 
(SITRE) para el suministro de UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 
“105” 
CLÁUSULA SEGUNDA: SUB CONTRATO 
LA VENDEDORA no podrá sub-contratar con terceros total ni parcialmente el suministro 
del los bienes adjudicados, ni tampoco podrá ceder su posición contractual, teniendo responsabilidad 
total sobre la ejecución íntegra del Contrato. 
CLÁUSULA TERCERA:  OBJETO DEL CONTRATO Y PRECIO 
LA VENDEDORA se compromete a vender y EL MINISTERIO a comprar en 
condiciones CIF CALLAO UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 
“105”, según detalle: 
 
CANT.            DESCRIPCIÓN                               P.UNIT.          P.TOTAL 
 
SUBSISTEMA DE CONMUTACIÓN: 
 
3 SIBASTIDOR DE CONTROL TELEFÓNICA US$       3,355.00           US$          10,065.00 
16 15 Tarjet Linea 1 Tarjeta R/T, 1 Tarjeta  
 Cont. Autom.       3,840.00              61,280.00 
3 SUBASTIDOR DE MATRIZ DE CONMUTACION   3,550.00              10,650.00 
42 Tarjetas de Matriz de Conmutación     2,720.00            114,240.00 
1 SUBASTIDOR DE CONTROL RADIO    2,100.00                2,100.00 
4 Tarjeta de Interface de Radio (Cap. 8 radios)     2,560.00              10,240.00 
1 Tarjeta Interconexión a grabador multicanal     2,215.00                2,215.00 
1  SUBASTIDOR DE ALIMENTACIÓN (Completo)    2,010.00                2,010.00 
2 RACK de 30 U       1,745.00                3,490.00 
4 SUBASTIDOR EQUIPOS RADIO (Cap. Para 2R)    2,650.00              10,600.00 
7 Fuentes Conmutadas 12 V/8A         500.00                               3,500.00 
7 Equipos de radio P-2500      2,800.00                19,600.00 
 
                      SUB TOTAL US$     249,990.00 
 
GESTOR DE COMUNICACIONES DUPLICADO 
 
2 APD PENTIUM 90, 32 MB RAM      5,300.00                             10,600.00 
2 DISCO DURO 2.4GB/STREAMER 250 MB     3,900.00                7,800.00 
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2  TARJETAS ETHERNET          625.00                1,250.00 
2 TARJETAS DE E/S       2,600.00                              5,200.00 
2 TARJETAS BRUTUS 8 PS       3,500.00                7,000.00 
1  CONMUTADOR GESTORES (H + S)      6,880.00                6,880.00 
2 SOFTWARE DE GESTION DE PLANOS –GIS-  12,500.00              25,000.00 
2 SOFTWARE GESTIÓN DE RECURSOS SIGE   20,500.00              41,000.00 
2 SOFTWARE APDX + TCP/IP      4,500.00                9,000.00 
2 SOFTWARE DE COMUNICACIÓN H+S     7,500.00              15,000.00 
2  SOFTWARE DE APLICACIÓN SICOM  10,500.00               21,000.00 
1 MONITOR 14” VGA MONOCROMO        150.00                   150.00 
1 TECLADO          120.00                   120.00 
 
      SUB TOTAL US$           150,000.00 
 
PUESTOS DE OPERADOR (QUINCE) 
15 Estación APD PENTIUM 66, 16 MB RAM     3,500.00     52,500.00 
15 Disco Duro de 420 MB         340.00       5,100.00 
15 Tarjeta Gráfica UVGA 2 MB       1,100.00               16,500.00 
15 Tarjeta Red Ethernet           620.00                 9,300.00 
15 Monitor Color 17” Alta resolución       1,442.00               21,630.00 
15 Ratón            110.00                  1,650.00 
15 Teclado            120.00                 1,800.00 
15 S.O. SOLARIS (V. 2.1) + TCO/O+DOS/WINDOWS    2,500.00               37,500.00 
15 CONJUNTO MESA/CAJONERASILLA OPERADOR    2,200.00               33,000.00 
15 ALTILLO DE CONSOLA EQUIPADA     3,500.00               52,500.00 
15 Aplicación SIGE        8,350.00             125,250.00 
15 Aplicación SICOM        8,500.00             127,500.00 
15 Aplicación Gestión Geográfica        4,200.00              63,000.00 
15 Placa de Audio        1,282.00              19,230.00 
15 Placa de Micro        1,130.00              16,950.00 
15 Placa de E/S        1,650.00              24,750.00 
15 Fuente de Alimentación y Cableado General      1,140.00             17,100.00 
15 Tarjeta Grabador última llamada       1,650.00             24,750.00 
 
      SUB TOTAL US$          650,010.00 
 
EQUIPOS DE INTEGRACIÓN Y DESARROLLO 
 
1 EQUIPO PARA TELEMANTENIMIENTO      9,500.00             9500.00 
1 EQUIPO DE INTEGRACION S.I.G.E     32,500.00           32,500.00 
1  EQUIPO PARA CONTROL RADIOS S. TRONCAL   34,500.00           34,500.00 
1 EQUIPAMIENTO PARA SISTEMA COMDAT    25,300.00           25,300.00 
1 EQUIPO INTERFACE PARA CONEXIÓN AS G.P.S.   21,700.00            21,700.00 
1 EQUIPO PARA INTEGRACIÓN SOFTWARE G.P.S.   34,500.00           34,500.00 
1  EQUIPO PARA DIGITALIZACIÓN DE PLANOS   42,000.00            42,000.00 
 
      SUB TOTAL US$         200,000.00 
 
MATERIAL COMPLEMENTARIO 
 
1 EQUIPO GRABADOR MULTICANAL (32 LINEAS)   74,000.00          74,000.00 
1 EQUIPO ALIMENT. EMERGENCIA (SAI 15 KVA)   36,000.00          36,000.00 
1 EQUIPAMIENTO DE REPUESTOS   136,500.00        136,500.00 
1 DOCUMENTACIÓN       3,500.00           3,500.00 
 
       SUB TOTAL US$        250,000.00 
 
      TOTAL CIF CALLAO US$             1’500,000.00 
        =============== 

 
Artículos que tendrán las especificaciones técnicas que en Anexo 02 se incorporan al presente 
contrato.  Las características de la propuesta no podrán ser alteradas, modificadas, ni sustituidas 
al ejecutarse la entrega. 
En todo el objeto del presente contrato será necesariamente compatible con las condiciones y 
características de la propuesta presentada por LA VENDEDORA. 



                                       Página 57 de 120 
 

 
CLÁUSULA CUARTA:  MODALIDAD DE PAGO 
EL  MINISTERIO  pagará  a  la  VENDEDORA  el  importe  total  del  precio        
US$ 1’500,000.00 (UN MILLÓN QUINIENTOS MIL Y 00/100 DÓLARES 
AMERICANOS) mediante ocho (08) cuotas iguales equivalentes a US$ 187,500.00 
(CIENTO OCHENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS Y 00/100 DÓLARES 
AMERICANOS) con la presentación de la Carta Fianza hasta que se cumpla con la recepción 
total de los equipos adquiridos, la misma que incluye los siguientes documentos: 

- 1er. Y 2do. Original del conocimiento de Embarque y/o Guía Aérea y dos (02) copias 
No Negociables. 

 
- Factura Comercial de Fábrica por triplicado 
- Lista del contenido en tres ejemplares. 
- Certificado de Control de Calidad emitido por el fabricante de los bienes embarcados con 

legalización consular. 
- Copia de Fax comunicando a EL MINISTERIO el embarque de los bienes que 

efectúa LA VENDEDORA. 
- Póliza de Seguro, que cubre el 110% del valor total adquirido. 

 
CLÁUSULA QUINTA:  VIGENCIA DEL CONTRATO 
El Contrato entrará en vigencia cuando EL MINISTERIO y LA VENDEDORA 
cumplan con las siguientes condiciones: 

- Expedición de la Resolución Ministerial de Adjudicación de la Buena Pro. 
- Confirmación del Primer pago. 
- Efectuar la suscripción del contrato 
- Entrega de la Orden de Compra – Guía de Internamiento 
- Entrega de la Garantía de Fiel Cumplimiento 

 
CLÁUSULA SEXTA :  OBLIGACIONES DE LA VENDEDORA,  

RECEPCIÓN Y SERVICIO DE PRE ENTREGA 
- A efectuar todos pagos correspondientes y el trámite y/o traslado desde la fábrica al 

Puerto/Aeropuerto del Callao de Perú, debiendo asumir los gastos que se generen por 
carga/descarga, almacenaje, manipuleo y transporte local hasta su entrega, instalación y 
puesta en funcionamiento, en el local del MIN/PNP. 

- A entregar el Sistema de Emergencia Policial “105” contratado en los plazos 
consignados en la Cláusula Sétima, luego de las revisiones técnicas del caso que pudiera 
efectuarse. 

- A gestionar ante Telefónica del Perú S.A. lo siguiente: 
a) Optimizar la calidad de las veinte (20) líneas telefónicas que llegarán a la Central 

de Emergencia “105”. 
b) Proveer a EL MINISTERIO el ANI y ALI de cada una de las llamadas de 

emergencia. 
- A proporcionar cualquier información adicional que requiera EL MINISTERIO. 
- A solucionar las observaciones que efectúe EL MINISTERIO dentro del plazo 

máximo de 60 días calendario corriendo todos los gastos por cuenta de LA 
VENDEDORA. 

- A comunicar a EL MINISTERIO, con no menos de ocho (8) días de anticipación al 
embarque, el importe, tonelaje del embarque, artículos a embarcarse y fecha probable de 
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embarque, para los efectos de que se tome conocimiento y se gestione el desaduanaje o la 
nacionalización de la mercadería, sin cuyo requisito, cualquier mora por esta omisión, 
será de responsabilidad de LA VENDEDORA. 

- A someterse expresamente al Artículo 5.3.4 del RUA..  En todo caso, se compromete a 
subsanar las observaciones formuladas por la Comisión de recepción respectiva. 

 
CLÁUSULA SÉTIMA:  PLAZO DE ENTREGA 
LA VENDEDORA se compromete a entregar el SISTEMA DE EMERGENCIA 
POLICIAL “105” y después de los trámites de despacho de Aduana por EL 
MINISTERIO, éstos serán internados en los Almacenes del Ministerio del Interior, lugar en 
donde en presencia de los representantes de LA VENDEDORA, de la 
ASEGURADORA y de EL MINISTERIO se procederá a verificar el estado de los 
mismos, a fin de determinar responsabilidades, tanto del Seguro como de LA VENDEDORA, 
levantándose un Acta con las ocurrencias respectivas. 
Luego de realizado el acto indicado EL MINISTERIO y LA VENDEDORA procederán 
a suscribir el documento final de recepción de cada uno de los bienes recepcionados, rechazándose 
aquellos que no se ajusten a las características precisadas en las Especificaciones Técnicas y los que 
estén observados. 
En todo caso la recepción conforme NO INVALIDA cualquier reclamo que posteriormente 
pueda realizar EL MINISTERIO.  Así mismo LA VENDEDORA declara conocer que 
constituye infracción penal la entrega de bienes distintos a los ofertados en la Licitación; por lo 
tanto en dichas circunstancias se someterá a las Leyes y Sanciones respectivas. 
EL MINISTERIO deberá prever el acondicionamiento del local y preparación de los sistemas 
eléctricos y telecomunicación para la instalación del Sistema de Emergencia Policial “105”. 
CLÁUSULA NOVENA:  GARANTÍA TÉCNICA, SERVICIO DE POST  

VENTA, CAPACITACIÓN Y TRANSFERENCIA 
TECNOLÓGICA. 

 
GARANTÍA TÉCNICA: 
LA VENDEDORA garantiza que los bienes y equipos incluidos en su oferta están libres de 
todo defecto material y de producción, y por ello ofrece un periodo de garantía de UN AÑO contra 
cualquier defecto o vicio que pudiera imputarse a la fabricación, excepto cuando la causa fuese 
siniestro, accidente intencionado o uso indebido del equipo; la garantía que será aplicable a la 
totalidad del equipamiento, empezará tener validez a partir de la recepción provisional del material 
instalado.  Esta garantía incluye: materiales para reparaciones, instalaciones, modificaciones y 
mano de obra, según su oferta presentada en el Sobre N° 2 que se adjunta en Anexo 03. 
Si alguno de los equipos del Sistema de Emergencia Policial sea identificado con defectos de 
fabricación dentro del período de garantía, serán reemplazadas por LA VENDEDORA, sin 
ningún costo para EL MINISTERIO, en un plazo no mayor de 60 días calendario de 
detectada y comunicada la deficiencia. 
 
SERVICIO POST-VENTA 
LA VENDEDORA se compromete a suministrar los repuestos para los equipos del Sistema 
de Emergencia Policial “105” por un período no inferior de diez (10) años a partir de la fecha de 
entrega del Sistema, según su oferta presentada en el Sobre N° 2 que se adjunta en Anexo 04. 
 
CAPACITACIÓN 
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LA VENDEDORA dará la formación necesaria al personal que designe la PNP para 
adiestramiento en el uso y mantenimiento consistente en los siguientes cursos: 

a) Entrenamiento técnico en fábrica a cuatro (04) efectivos de la DIVTEL-
DIATEC-PNP, en lo siguiente: 
- Telefonía aplicada al centro 
- Radio aplicada al centro 
- Informática aplicada al centro 
 

b) Entrenamiento en Lima para operadores, en lo siguiente: 
- Comunicaciones telefónicas 
- Comunicaciones radio 
- Información básica  
- Uso del Sistema y sus elementos auxiliares 

Se entregarán manuales de utilización de los diferentes equipos, según su oferta presentada en el 
Sobre N° 2 que se adjunta en Anexo 05. 
 
TRANSFERENCIA TECNOLÓGICA: 
LA VENDEDORA entregará sin costo alguno para EL MINISTERIO los 
SOFTWARE de actualización y/o cualquier innovación que la empresa desarrolle en el futuro 
para el Sistema adquirido. 
La transferencia de esta información no incluye la cesión de patentes, ni posibilidad de poder 
comercializar los productos en ningún caso, según su oferta presentada en el Sobre N° 2 que se 
adjunta en Anexo 06. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA: SANCIONES POR RETRASO O  

     INCUMPLIMIENTO 
Si LA VENDEDORA incurriera en mora por no cumplir con la entrega del Sistema de 
Emergencia Policial “105” dentro de los plazos previstos en la Cláusula Sétima o con su 
reemplazo dentro del término señalado en la Cláusula Novena, pagará a EL MINISTERIO 
por concepto de multa el cinco por mil (5/1000) del monto que adeude del contrato por cada día 
de retraso en la entrega, computados a partir de la fecha de incumplimiento de cada una de las 
entregas; la multa será deducida de la Fianza del Buen Cumplimiento entregada al confirmarse la 
Apertura de la Carta de Crédito. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA PRIMERA: RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 
El presente Contrato podrá resolverse, previo pronunciamiento del Comité de Adjudicación, sin 
que para ello se requiera Resolución Judicial, por ocurrir una u otra de las siguientes causales: 
1. Incumplimiento parcial y/o total del Contrato. 
2. No cumplir con reemplazar los bienes que no se ajusten a las especificaciones técnicas dentro 

del plazo estipulado y/o concedido. 
3. Incurrir en hechos que afectan el cumplimiento del presente Contrato. 
Bastará con la comunicación escrita de EL MINISTERIO a LA VENDEDORA 
notificando la Resolución del presente Contrato para que surta todos sus efectos y de esta forma dar 
por terminado el Contrato con aplicación de todas las sanciones y sin perjuicio de las acciones 
legales que corresponda. 
 
CLÁUSULA DÉCIMO SEGUNDA:  PRÓRROGA DEL PLAZO DE  
                                                                EJECUCIÓN 
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El plazo de ejecución del presente Contrato podrá prorrogarse en los siguientes casos: 
1. Por retraso en el pago. 
2. Por causas no imputables a LA VENDEDORA debido a hechos fortuitos y causas de 

fuerza mayor debidamente acreditadas. 
3. Por causas imputables a EL MINISTERIO 
 
LA VENDEDORA producida cualquiera de las causales indicadas, solicitará dentro de los 
cinco (05) días siguientes la prórroga del plazo acreditando documentadamente lo invocado, caso 
contrario se aplicará las sanciones respectivas, aún cuando se prorrogue el plazo  por interés 
Institucional.  Toda prórroga de Contrato se concederá con intervención de la entidad Contratante 
y del Comité de Adjudicación. 
 
CLÁUSULA DÉCIMO TERCERA: GARANTÍA DE BUEN  
        CUMPLIMIENTO 
Para garantizar el cumplimiento de este Contrato, LA VENDEDORA deberá entregar como 
GARANTÍA DE BUEN CUMPLIMIENTO UNA CARTA FIANZA 
BANCARIA incondicional, solidaria, irrevocable y de realización automática a favor de EL 
MINISTERIO equivalente al veinte por ciento (20%) del precio total de los bienes que se 
contrata (US$ 300,000.00), vigente hasta treinta (30) días posteriores al cumplimiento total de 
las obligaciones contractuales.  La Carta Fianza será devuelta a LA VENDEDORA una 
vez cumplidas sus obligaciones dentro de los plazos establecidos, “Es decir, a la entrega del bien 
materia del Contrato”.  En caso de incumplimiento parcial o total del contrato EL 
MINISTERIO podrá hacer efectiva la garantía sin perjuicio de iniciar las acciones legales que 
corresponda. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA CUARTA:  DEL REAJUSTE DE PRECIOS 
LA VENDEDORA declara que para efectuar su propuesta ha considerado las incidencias de 
todo reajuste de precios, por tanto el precio a que se contrae la Cláusula Tercera del presente 
contrato, bajo ningún motivo será reajustado hasta su total cumplimiento. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA:  SEGURIDAD 
LA VENDEDORA y EL MINISTERIO se comprometen a manejar en secreto el 
presente contrato en forma absoluta y a guardar una estricta reserva sobre el contenido del mismo; 
asimismo a tomar las previsiones necesarias para que guarden igual reserva todas las personas o 
entidades que firman o tengan que conocer el mismo, con motivo de su ejecución. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA SEXTA:  TRANSPORTE Y SEGURO 
LA VENDEDORA se compromete a efectuar el arribo del Sistema de Emergencia Policial 
“105” contratado por medios de transporte seguro no estando permitido en naves o cualquier otro 
medio de propiedad de países limítrofes. 
El seguro correrá por cuenta y riesgo de LA VENDEDORA de acuerdo a las condiciones CIF 
por las cuales se contrata, LA VENDEDORA está obligada a comunicar por escrito a EL 
MINISTERIO la fecha de salida del medio de transporte, la fecha probable de arribo, así como 
el volumen y peso de los artículos embarcados, esta comunicación deberá efectuarse a  los  Fax  N°  
475-6680  o  N° 475-6640. 
Asimismo, LA VENDEDORA remitirá a EL MINISTERIO el tercer original del 
conocimiento de embarque y la lista del contenido, para los efectos trámites de despacho aduanero 
que debe realizar EL MINISTERIO. 
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Si LA VENDEDORA no cumpliera en remitir el documento referido y por esta causa se 
originan gastos de almacenaje, multas u otros conceptos, estos deberán ser asumidos por LA 
VENDEDORA. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA SÉTIMA:  EMBALAJES Y MARCAS 
LA VENDEDORA se compromete a entregar el sistema de Emergencia Policial “105” 
contratado debidamente embalado y adecuado para el bien materia del presente contrato, a fin de 
protegerlo de la humedad, golpes y otros agentes, incluidas posibles sustracciones, con el siguiente 
rótulo: 

MINISTERIO DEL INTERIOR – OGA 
LIMA – PERU 

“EQUIPAMIENTO POLICIAL” 
Y la numeración respectiva (correlativa) de cada caja o bulto. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA OCTAVA:  DOMICILIO 
LA VENDEDORA declara que se someten expresamente a las Leyes y Tribunales de la 
República del Perú renuncicando al fuero de su domicilio y toda reclamación diplomática, 
señalando como su domicilio en Jorge Basadre N° 405 – Lima, Oficina Comercial Embajada de 
España, lugar donde se hará llegar cualquier notificación judicial o extra judicial. 
El domicilio no podrá ser variado por LA VENDEDORA sin previa Carta Notarial, 
señalando su nuevo domicilio, el que necesariamente deberá encontrarse dentro del radio urbano de 
la ciudad de Lima. 
Las partes suscriben el presente Contrato en Original y tres copias.  
Lima, 28SET. 1995 
       

 
 
 
                   -----------------------------------------      ------------------------------------------- 
            LA VENDEDORA              EL MINISTERIO  
                   ABRAHAM WALTER CANO ANGULO 
                     GENERAL  DE BRIGADA 
                   Director General de Administración 
                  MINISTERIO DEL INTERIOR 

 
42. Consta de su tenor que el contrato fue celebrado y firmado el veintiocho 
de setiembre de mil novecientos noventa y cinco por el acusado General 
Abraham Cano Angulo, Director de la OGA, y el acusado contumaz Juan 
Urrutia Foncea, representante de SITRE128, pese a que según las bases 
administrativas debió firmarse el día dieciocho de setiembre. 
  
 
La ejecución del pago en monto y formas diferentes a lo acordado en el 
contrato y antes de la entrega del Sistema de Emergencia Policial 105 
 

                                                 
128 Foja 308 a 314, tomo 1. 

          SOCIEDAD IBÉRICA DE

          SITRE 
TRANSMISIONES ELECTRICAS 
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43. Apartándose de los términos expresos del contrato, la OGA a cargo del 
acusado Cano Angulo, gestionó ante el Banco de la Nación el pago en cinco 
cuotas y así se canceló el precio fuera de los términos contractuales. El detalle 
se explica en el cuadro siguiente: 
 

N° FECHA MONTO 
01 27-OCTUBRE-1995 US$    200,000.00129 
02 21-NOVIEMBRE-1995 US$    200,000.00130 
03 18-ENERO-1996 US$    200,000.00131 
04 13-MARZO-1996 US$    841,386.14132 
05 29-MAYO-1996 US$      58,613.86133 

 US$ 1´500,000.00 
 
44. Obra en autos el oficio con el cual el acusado Cano Angulo se dirigió al 
Gerente General de Operaciones con el Exterior del Banco de la Nación 
(sobre el giro bancario a SITRE). Se transcribe en parte: 
  (…) 

OFICIO N° 2306 -95-IN-010505000000134  
Señor   : CARLOS DIAZ MARINO 
    Gerente General de Operaciones 
    con el Exterior 
    BANCO DE LA NACIÓN 
Asunto  : Giro Bancario a favor de SOCIEDAD IBERICA DE 
TRANSMISIONES ELECTRICAS S.A. (SITRE) 
  Tengo el agrado de dirigirme a usted, para solicitarle disponer lo 
conveniente para que se efectúe un Giro Bancario de US$. 200,000.00 
(DOSCIENTOS MIL Y 00/100 DOLARES AMERICANOS), a favor de la firma 
SOCIEDAD IBERICA DE TRANSMISIONES ELECTRICAS S.A. (SITRE), por 
el pago parcial de equipos y/o accesorios para el Sistema de Comunicación de 
Emergencia de la PNP, de conformidad a la L.S. 0016-95-IN/OGA (O.C. N°1408-
95). 
  Dicho importe se debitará de la Cuenta Central de Encargos N° 
0000-233730, así como las comisiones que el trámite requiera. 
  Es propicia la ocasión para renovar a usted, los sentimientos de mi 
especial consideración y deferente estima. 
      Atentamente, 
       ___________________ 

                    ABRAHAM CANO ANGULO 
                      GENERAL DE BRIGADA 
                  Director General de Administración 
                    MINISTERIO DEL INTERIOR 

_________________ 
Eco. JORGE TAPIA CAJIGAS 

                                                 
129 Foja 315, tomo 1. 
130 Foja 319, tomo 1. 
131 Foja 324, tomo 1. 
132 Foja 329, tomo 1. 
133 Foja 333, tomo 1. 
134 Foja 318, tomo 1. 



                                       Página 63 de 120 
 

        Director de Tesorería 
       Ministerio del Interior 

 
 
No existía la infraestructura adecuada para la instalación de los equipos 
del sistema “105” 
 
45. Declaró el acusado Cano Angulo: 

“(…) Defensa de los procesados URRUTIA FONCEA y PEREA 
GUIRADO, abogado Iberico Castañeda: Entendía usted que en la parte ya 
contractual de esta, que ya se efectivizó el contrato de licitación, se especificó el lugar donde se iba a 
instalar este sistema. Acusado Cano Angulo: (…) nos habían dado la orden a la OGA y a 
la Policía – Séptima Región, buscar un sitio, un lugar donde se iba a instalar. Pues, no solamente 
era el espacio, sino también era el sistema de luz, (…) la tensión de la corriente cambiaba, eran 
cuestiones técnicas que me explicaron después, lo recuerdo, porque me llamó mucho la atención esas 
características, y además el local tenía que ser con una temperatura promedio, no podía ser como 
acá, (…) Entonces, todo eso obligó a que se busque un sitio, y fue en la Séptima Región, en la 
azot[e]a, pero ahí hubo otro problema, que el Instituto Nacional de Cultura decía que no se podía 
modificar eso, porque tenía una calificación colonial. Entonces, superar todo eso llevó un tiempo. Se 
superó todo, se hizo, por eso es que cuando yo he estado de OGA, no llegó el equipo, tuvimos que 
negociar con ellos, para que venga después, porque los sistemas de almacenamiento que pedían no lo 
teníamos en Perú, entonces, queríamos que venga exacto para que lo instalen. Defensa de los 
procesados URRUTIA FONCEA y PEREA GUIRADO, abogado Iberico 
Castañeda: Señor CANO, en esa misma línea de ideas, debo entender yo entonces, y esto es la 
pregunta, que la responsabilidad de proveer la instalación física para que el sistema que SITRE 
iba a proveer al Estado Peruano, era una responsabilidad que entiendo yo del Estado Peruano. 
Acusado Cano Angulo: (…) la responsabilidad es compartida desde el momento en que se 
firma el contrato. Yo le pago a SITRE doscientos mil dólares, y SITRE me debe, porque así dice 
el contrato. Yo le pago, me trae. Yo le pago, y me dice te voy a llevar. Yo le digo aguanta, no tengo 
donde ponerlo. Entonces, eso es negociación, ese es gerencia, eso es manejo, doy cuenta, no puedo 
traerlo, van a ver, no hay, van a chequear tensiones de corriente, no da. Hay que coordinar con la 
empresa eléctrica que ponga la Sub Estación, que modifiquen y otras cosas más que yo no conozco. 
Defensa de los procesados URRUTIA FONCEA y PEREA GUIRADO, 
abogado Iberico Castañeda: ¿Antes de la Central ciento cinco, este sistema, creo que 
existía Radiopatrulla. Era comparable este sistema de Radiopatrulla con el Sistema de 
Emergencia Policial Central ciento cinco? Acusado Cano Angulo: He dicho a esta Sala de 
que lo que se ha traído era sofisticado, he dicho a esta Sala que cuando fui a ver, ya no como 
OGA, sino como curioso vamos a llamar, lo que habían traído era totalmente desconocido para 
mi, (…) esto era otra cosa. Defensa de los procesados URRUTIA FONCEA y 
PEREA GUIRADO, abogado Iberico Castañeda: ¿Eso quiere decir si en la fecha 
establecida en el contrato, SITRE enviaba el sistema, no solo los aparatos, la computadora, el 
software y todos los demás aditamentos, no había donde instalarlo? Acusado Cano Angulo: 
(…) nosotros teníamos por responsabilidad con la Policía Séptima Región, ambientar donde van a 
ir los equipos, pero nosotros no teníamos la idea de cómo era ese sistema, ni tampoco los 
requerimientos, que para mi, punto de luz y punto, pero no sabía, tenían unos aparatos que 
medían, y tenían que medir varios parámetros, (…) Además, la empresa dice: Esto no se 
almacena en la Avenida Argentina, donde yo tenía locales así como estos, tiene que tener aire 
acondicionado, tal temperatura, humedad tanto, no teníamos. Negociar, no me lo traigas, pero si di 
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cuenta135 (…) Señora presidenta y Directora de Debates: (…) El señor abogado 
defensor de los contumaces en este proceso, le preguntaba a usted sobre el lugar donde debía 
colocarse este equipo. Usted nos ha referido temperatura especial, hizo mención a que no podíamos 
tener el calor que tenemos acá, usted ha referido que es un equipo muy sofisticado, que cuando usted 
lo fue a ver, no tenía la idea de lo que estaban comprando, en cuanto a tecnología. Si esto fue así, 
¿Por qué compraron? Acusado Cano Angulo: Doctora, se compró un sistema, lo que yo veo 
son las máquinas, el sistema es hardware que es lo equipos, y el software es todo lo que es para 
manejar este sistema. Lo que me estoy refiriendo es ver los equipos, porque era lo que veía. 
Señora Presidenta y Directora de Debates: En eso estamos de acuerdo. Y llama 
bastante la atención que usted diga: Nosotros no teníamos ni idea; no sabían ustedes lo que 
estaban comprando, pero cuando se firma el contrato, el que obra a fojas trescientos ocho, y cuando 
en el Consejo Económico se toma el acuerdo, se dice que la Séptima Región Policial se va a 
encargar de acondicionar el local. Desde el momento que ustedes llevan la propuesta, se acuerda. 
Sabían que necesitaban un ambiente especial, porque evidentemente, los vendedores ya se los habían 
hecho saber. Siendo esto así, habiendo un compromiso, porque en el Consejo consta en el acta 
expresamente: que se deberá designar y hacer este acondicionamiento. La pregunta es: Había un 
requerimiento, una necesidad previa, de contar con ambientes, de tener la infraestructura que se 
requería, habían plazos de entrega. ¿Por qué se compra si no se tenía nada? ¿Fue una compra 
apresurada? Acusado Cano Angulo: Doctora, cuando se compra el sistema, teníamos una 
idea de donde podíamos acondicionarlo, cuando gana la empresa SITRE, recién nos da su 
requerimiento específico, que es lo que querían ellos, y cuando van a ver donde estaba, no estábamos 
haciendo las cosas correctas, ahí es donde le digo que miden tensiones, miden temperaturas, miden 
todo eso, y nos dice, tienen que hacerlo en esa forma. No teníamos el local apropiado como 
necesitaba la empresa, para tener cien por ciento funcionando el sistema, no es que no podíamos 
hacerlo, sino que cuando gana  la empresa, recién ahí ellos nos dan que cosa es lo que quieren para 
instalarlo, que necesitan. Señora Presidenta y Directora de Debates: ¿Entonces, ustedes 
no conocían esas necesidades técnicas, recién se las dicen ahí? Acusado Cano Angulo: No 
conocíamos, sabíamos que estábamos comprando un sistema para satisfacer las necesidades de la 
Policía, el objetivo era ese. Sabíamos que estábamos comprando pasar de lo analógico a lo 
analítico, a lo mejor, sabíamos, no sé si los técnicos de la Policía sabían, porque ellos iban y me 
decían: Acá no. Entonces, donde. Esa es la realidad y así fue (…)” 136. 
 

Declaró el acusado Del Castillo Colona:  
“(…) Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: [¿]De quién 
era la obligación de adecuar la infraestructura física, para que se puedan instalar los equipos de la 
Central Ciento Cinco? Procesado Del Castillo Colona: La Policía casualmente era la 
responsable de adecuar el Sistema. Por eso es que la Dirección de Logística se encargó de adecuar el 
edificio, se demoró un tiempo (…)” 137.  

 
Este hecho guarda vinculación con el hecho probado que a continuación se 
expone.  
 

                                                 
135 Foja 3941 a 3943, tomo 7. 
136 Foja 3946 a 3947, tomo 7. 
137 Foja 4024, tomo 7. “(…) Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: [¿]De quién era 
la obligación de adecuar la infraestructura física, para que se puedan instalar los equipos de la Central Ciento 
Cinco? Procesado Del Castillo Colona: La Policía casualmente era la responsable de adecuar el Sistema. 
Por eso es que la Dirección de Logística se encargó de adecuar el edificio, se demoró un tiempo (…)”. 
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La postergación del envío del sistema por parte de SITRE debido a la 
falta de infraestructura  
 
46. El trece de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, conocedor de 
esa hecho, es decir, la falta de infraestructura, SITRE, representada por el 
acusado Urrutia Foncea, remite al acusado Del Castillo Colona: 
 

SITRE138 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
División de Telecomunicaciones PNP 
Att.: D. Gregorio Del Castillo Colona 
Coronel PNP 
Avda. Canaval Moreyra s/n. 
Urv. Corpac 
San Isidro, Lima. 
PERU 

Madrid, 13 de diciembre de 1,995 
Muy Sr. nuestro: 
  De conformidad con el Contrato de Compra-Venta firmado entre el Ministerio del 
Interior y nuestra Cía. “Sociedad Ibérica de Transmisiones Eléctricas, S.A.”, en fecha 28 de 
septiembre de 1995, nos complace comunicarle que estamos en situación de proceder al envío de los 
bienes objeto del mencionado Contrato, en cumplimiento de sus cláusulas sexta y séptima. 
 No obstante lo anterior, y al haber tenido conocimiento de que las labores de 
acondicionamiento del local y preparación de los sistemas eléctricos y de telecomunicación donde se 
instalará el “Sistema de Emergencia Policial 105”, no se han finalizado, entendemos que no sería 
conveniente proceder al envío inmediato del material dado que con ello solo conseguiríamos 
aumentar el tiempo de almacenaje del mismo, tiempo que podría afectar gravemente a la eficacia del 
Sistema al estar expuesto agentes nocivos como humedad, polvo, etc. Por ello creemos, salvo claro 
está su mejor opinión, que la fecha de envío debe estar en consonancia con la de finalización de las 
obras de acondicionamiento, en aras siempre de la eficacia y óptimo rendimiento, siendo en tal 
sentido necesario posponer el embarque del material hasta principios del mes de enero de tal modo 
que cuando el material arribe al puerto de Callao estén todas las instalaciones a punto. 
  Así el calendario de trabajo quedaría de la siguiente forma: 
Semana 2. Recepción por parte de la PNP de los equipos objeto del suministro. 
Semana 3 y 4. Transporte del material hasta el puerto del Callao. 
Semana 5 y 6. instalación y puesta a punto del equipamiento, impartiéndose de forma paralela los 
cursos de capacitación. 
  De esta forma el material llegaría la última semana de enero, fecha en la que está previsto 
se finalice las obras de acondicionamiento, pudiéndose en tal caso proceder con celeridad a comenzar 
la instalación y puesta a punto, evitando que los materiales estén almacenados y expuestos a algún 
daño que no por involuntario, menos ajeno a nuestro mutuo interés. 
 En otro orden de cosas, les manifestamos que de conformidad con sus instrucciones y dado 
la proximidad en la adquisición del nuevos sistema GPS versión 3, estamos procediendo a efectuar 
la integración del “Sistema de Emergencia 105” con la nueva adquisición, garantizando con ello el 
futuro de la inversión y la integración total del sistema GPS con el SICOM. 

                                                 
138 Foja 863 y 816, tomo 2. 
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 Sin otro particular y esperando nos remita su conformidad con las dos cuestiones 
planteadas, aprovechamos la ocasión para enviarle nuestro más cordial saludo. 
 Atentamente. 

     Fdo.: Juan Urrutia Foncea 
     Dto. Comercio Exterior 

 
El acusado Del Castillo Colona declaró en coincidencia: 

“(…) Señora Presidenta y Directora de Debates: (…) [¿] usted recibió esa carta[?] 
Procesado Del Castillo Colona: Es muy difícil decir que la recibí, por la época.  Pero yo sí 
recuerdo que si se refería a la instalación en el Edificio de la Sétima, recuerdo sí que no estaba 
preparado el edificio. Señora Presidenta y Directora de Debates:  Pero no recuerda, la 
carta? Procesado Del Castillo Colona: No (…)”139. 
 

47. El veinte de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, el acusado Del 
Castillo Colona respondió la carta de SITRE: 
 
 POLICIA NACIONAL DEL PERU 

        DIVISIÓN DE INFORMÁTICA 

AÑO DE LAS INVERSIONES PRODUCTIVAS 

San Isidro, 20 de Diciembre de 1995. 
Oficio N° 364-95-DIATEC/DIVTEL-PNP 
Señores  : SITRE S.A. 
Att.   : Ing. JUAN URRUTIA FONCEA 
    Director de Comercio Exterior 
Asunto  : Cronograma de actividades e integración del Sistema de    

Rastreo Vehicular al Sistema de Emergencia Policial 105. 
Ref.   : Fax de SITRE S.A. del 13DIC95. 
 
    Es grato dirigirme a Uds., dando respuesta al FAX de SITRE S.A. de 
fecha 13DIC95, remitido a esta Jefatura encargada de la implementación de la Central de 
Emergencia, así como a la Ing. Edith Fernández de DINFRA-OGA, manifestaron que dichas 
obras estarán concluidas a fines de ENE96 siendo conveniente que los materiales del Sistema 
remitidos desde Madrid-España al Puerto del Callao Lima-Perú arriven en dicha fecha; siendo 
procedente el calendario propuesto por SITRE S.A. en el FAX arriba indicado. 
  La modernización y ampliación a 3era. generación del actual Sistema de Rastreo 
Vehicular (de 1ra. Generación), no está definida a la fecha, siendo conveniente que el Software del 
SIGE y el GIS sean implementados en una pantalla de cada consola, debiendo preveerse todas las 
modificaciones necesarias del Sistema de Rastreo Vehicular a 3ra. Generación. 
  Hago propicia la oportunidad para expresarle a Ud., los sentimientos de mayor 
consideración y estima personal. 
     Dios guarde a Ud. 
      ________________________ 

GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
       CORONEL PNP 

                 Jefe de la División de Informática - PNP. 

 
 

                                                 
139 Foja 4023, tomo 7. 
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48. Con el oficio N° 1209-95-DIATEC/DIVINFOR-PNP140, el acusado Del 
Castillo Colona comunicó a su acusado Cano Angulo el contenido de ambos 
documentos a fin de que se realicen las obras para la instalación del Sistema 
durante su gestión, pues a partir de enero del próximo año sería reemplazado 
por el General Villanueva Vidal. 
 
 
Los depósitos en la cuenta de Carlos Alberto Arce Vargas,  hijo de 
Carlos Alberto Arce Cok 
 
49. A partir del veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y seis, SITRE 
hizo depósitos sucesivos de dinero en efectivo en la cuenta corriente en 
moneda extranjera registrada a nombre del hijo de Arce Cok, Carlos Alberto 
Arce Vargas (cuenta bancaria N° 450-2-072973 del Banco Continental, abierta 
el cinco de diciembre de mil novecientos noventicinco141). El primero fue por 
$15,985.00; el diecinueve de abril por $15,985.00; el diez de mayo por 
$15,985.00; el diez de junio por $15,985.00; el diecinueve de junio por 
$19,311.00; el veinticuatro de julio por $4,689.1 142.  El hecho está probado 
con los reportes de transferencia bancaria que obran de foja 2425 a 2430. 
 
 
La comunicación a SITRE de la culminación de las labores de  
construcción del local para la instalación del Sistema de Emergencia 
Policial 105  
 
50. El catorce de marzo de mil novecientos noventa y seis, el Director 
General de la Oficina General de Administración, General de Brigada Oscar J. 
Villanueva Vidal, se dirigió a SITRE haciéndole conocer la fecha de la 
culminación de las obras para la implementación del equipamiento del Sistema 
105 (pese a que ya se había informado la culminación de las obras en enero de 
mil novecientos noventiseis con el oficio N° 364-95-DIATEC de veinte de 
diciembre remitido por el acusado Del Castillo Colona). 
  
        Lima, 14MAR.1996 

Oficio N° 486-96-IN-010506010200143 
Señores 
SOCIEDAD IBERICA DE TRANSMISIONES 
ELECTRICAS “SITRE S.A.” 
Presente.-  

                                                 
140 Foja 814, tomo 2. 
141 Foja 2397 a 2413, tomo 5. 
142 Foja 2425 a 2430, tomo 5. 
143 Foja 808, tomo 2. 
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Asunto:  Comunica confirmación de culminación de  
Obras Civiles, que se indica. 

Ref.  : a) Oficio N° 499-96-DIATEC-PNP 
    b) Carta SITRE S/N° del 19FEB96 
    c) L.S. N° 006-95-IN/OGA 
  Tengo el agrado de dirigirme a ustedes, en atención a los documentos de la 
referencia a) y b) para comunicarles la fecha de culminación de las Obras Civiles de la Sala de 
Consolas de la VII – RPNP prevista para el día Martes 05 de Abril de 1996; a fin de que 
procedan con anticipación al envío de lo equipos componentes del Sistema de Emergencia Policial 
105 adquiridos a mérito de la Licitación Selectiva de la referencia c). 
  Válgame de la oportunidad, para expresarle los sentimientos de mi especial 
consideración y deferente estima. 
      Dios guarde a Uds., 
      _________________________ 

    OSCAR J. VILLANUEVA VIDAL 
                General de Brigada 
   Director General de Administración 
    MINISTERIO DEL INTERIOR 

 
 
La entrega del Sistema de Emergencia Policial a las autoridades del 
Ministerio del Interior y la disposición del acusado Marquina Gonzáles 
para que personal a su mando observara la recepción de los bienes 
 
51. El siete de abril de mil novecientos noventa y seis se realizó el embarque 
de parte del equipo desde Algeciras, España por vía marítima y se recibió el 
siete de mayo144; el treinta de abril fueron despachadas otras partes por vía 
aérea desde el aeropuerto Barajas, España y se recibió en Lima el cuatro de 
mayo145 del mismo año, conforme lo acredita la respectiva Declaración 
Simplificada de Material de Guerra en la Aduana firmadas por el Director de 
la Oficina General de Administración, Gral. Oscar Villanueva Vidal –sucesor 
del acusado Cano Angulo–, y por el Despachador Oficial Hernan Hernandez 
Sánchez.  El trece de mayo, el Jefe de la OGA gestionó las facilidades ante el 
Intendente de la Aduana Aérea del Callao, con el oficio N° 935-96-IN-
010506000000,146 para el retiro inmediato de dos cajas que contenían “material 
de guerra”. 
 
52. El dieciséis de mayo de mil novecientos noventa y seis, en el local de la 
VII Región PNP147 y en presencia de las autoridades respectivas, se elaboraron 
las Actas de Apertura, Recepción y Entrega del equipo “105” en las que se 
consignó la recepción de dos bultos que contenían partes del referido Sistema 
105. 
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53. El veintiuno de mayo de mil novecientos noventa y seis se elaboró el Acta 
de Apertura, Recepción y Entrega del material que se encontraba en el 
Container N° MAEU-237229-9 (que contenía diecisiete “paletas numeradas”). 
En la misma fecha, el señor Nicéforo Febres Angulo, Jefe de la División de 
Almacenes de la DIRLOG PNP –dando cumplimiento de la orden del 
acusado Marquina Gonzales para que personal a su cargo presenciara la 
entrega de los equipos–,  se dirigió al mismo con la nota informativa siguiente:  
 

   MINISTERIO DEL INTERIOR 
POLICÍA NACIONAL DEL PERU 
    DIRECCIÓN DE LOGÍSTICA 

NOTA INFORMATIVA N° 001-96-DIVALM/ALM.02.148 
SEÑOR  :  General PNP. 
   Director de Logística de la PNP. 
ASUNTO  :  Apertura de 17 Paletas conteniendo Sistema de Emergencia  

Policial 105. 
REF.  :  Orden Superior. 
1. A horas 09.00 del día 21 May 96, el Cmdte. PNP. Romualdo AYALA PONCE y el 

E.T. 3era PNP. PEREZ TORRES Genovéz, se constituyeron al local de la VII-RPNP, 
para presenciar la apertura de DIECISIETE (17) Paletas conteniendo implementos para el 
Sistema de Emergencia Policial 105. 

2. En dicha Unidad Policial se encontraban presentes las personas siguientes: el Sr. Juan 
HERNANDEZ ALVAREZ, Representante de AUT. SITRE, el My. PNP Miguel 
MARTINEZ MORALES, el My. PNP Luis IPANAQUE AYALA, 
Representante de OGA-MININTER; el Sr. Hernan HERNANDEZ SANCHEZ, 
Representante de OGA – MININTER; con quienes se procedió a la constatación de dichos 
bienes, de acuerdo a la Guía de Remisión proporcionada por la Empresa SITRE 
TELECOM. 

3. En dicha diligencia se presentaron algunas observaciones en cuanto a las cantidades de los 
accesorios del Sistema de Comunicación, motivo por el cual se hizo una Relación Física de 
todos los bienes que se encontraban en dichas Paletas (cajas) cuyas especificaciones son 
anotadas en el Acta correspondiente. 

4. A las 16:00 horas de la fecha se dio por concluida la diligencia, quedando dichos Bienes a 
cargo de la DIATEC-PNP, tal como se anota en el Acta de Recepción y Entrega, que se 
adjunta al presente para mayor ilustración. 

Lima, 21 de Mayo de 1996. 
  ____________________ 

  OP-133166 
  NICEFORO FREBRES ANGULO 

Coronel PNP 
   Jefe de la División de Almacenes 

DIRLOG-PNP 
 
 

54. El mismo día se había elaborado el Pedido de Comprobante de Salida149 
con la descripción del total de los artículos que componían el sistema 105, así 
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como el precio unitario y el precio total. El señor Febres Angulo en su calidad 
de testigo narró a la Sala en sesión N° 07:  

“(…) Testigo Febres Angulo: (…) un día recibí la orden verbal de mi jefe directo, el 
General MARQUINA para que dispusiera que el Comandante Romualdo Ayala que 
trabaja[b]a bajo mis órdenes se constituyera a las instalaciones de la Sétima Región Policial, donde 
iban a proceder a hacer un internamiento de una Licitación que había sido adquirida en la 
Oficina General de Administración. El papel que iba a realizar el Comandante Ayala era de 
veedor, en qué sentido?. De que el General MARQUINA con la finalidad de que en el container 
iban a venir todos esos artículos y armamentos que sea aperturado, no se encontraran otras cosas 
extrañas al pedido que se había hecho. Entonces, yo di la orden que el Comandante se constituyera 
y él posteriormente de haber verificado y eso, firma el documento y me eleva un informe. Entonces, 
elevado ese informe yo también elevo el informe con las características que me habían indicado y le 
hago conocer al General que se había cumplido la orden verbal Señor Fiscal Superior: (…) 
porqué en esta situación específica se dispuso la concurrencia de un personal a este internamiento, si 
como usted ha descrito éste no era un procedimiento normal para el internamiento? Testigo 
Febres Angulo: (…) considero que ha sido preocupación del General MARQUINA, que al 
momento que se internara estos artículos que habían sido solicitados, no hubieran otras cosas que 
pudiesen traerlos en el container, por decirle: Artefactos eléctricos, qué sé yo. Entonces, esa fue la 
misión que tenía el Comandante Ayala, de verificar que no se produjera ningún hecho anómalo. 
Señor Fiscal Superior: Porqué específicamente, a su División o a su dependencia, se tuvo que 
ordenar esto, si es que no se encontraba dentro de sus funciones? Testigo Febres Angulo: Yo 
desconozco en realidad a qué se debe, pero de repente por la confianza que el General depositó en 
mí para que yo diera una orden. Es más, como el Comandante Ayala era Jefe de un Almacén, 
entonces150 (…) La Dirección de Logística particularmente, no tenía que hacer en este sentido 
directamente sobre esta compra; eso más bien pertenece a la Oficina General de 
Administración(…)”151. 

 
En el mismo sentido declaró el testigo Ayala Ponce152: 

“(…) Testigo Ayala Ponce: (…) Fue en el mes de mayo del noventa y seis que me llama el 
Coronel, el Jefe de la División de Almacenes (…) El Coronel NICEFORO FEBRES 
ANGULO, y me dice que tengo que constituirme a la Prefectura donde está la Oficina Ciento 
Cinco que van a venir unos equipos de Comunicaciones. Entonces, yo le digo: Mi Coronel, pero no 
está dentro de mi función, porque si es una compra que hace la OGA, que es de otro nivel 
superior, nosotros no tenemos nada que ver, no está dentro de mis funciones. No me dijo, es una 
orden. Entonces, ante esa situación tuve que presentarme y al término, le di cuenta también de los 
hechos de mi participación y él creo que hizo un documento elevando a la superioridad Señor 
Fiscal Superior: (…) [¿]Qué funciones específicamente fueron las que usted desarrolló conforme 
a la orden recibida? Testigo Ayala Ponce: (…) se puede decir de veedor, porque yo no tenía 
alguna documentación que me permita hacer un chequeo. No era ni representante de la unidad 
requeriente, no era la empresa, ni era representante de la OGA. Los tres que participaron fueron 
de esas unidades. Yo no tenía nada que ver. O sea, que estaba prácticamente de veedor (…) me 
acompañó un almacenero, el nivel es Especialista: GENOVES PEREZ TORRES, porque yo 
tenía algo de quince días que había llegado a esa Unidad Administrativa. Yo soy de procedencia 
de la Policía de Investigaciones Señor Fiscal Superior: [¿]Usted tenía experiencia en ese tipo 
de trabajo? Testigo Ayala Ponce: No. (…) no soy ni Perito en Telecomunicaciones.(…) 
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Comenzaron como le dije, las personas que mencioné de la empresa, la unidad requeriente, de la 
OGA, comenzaron a chequear, viendo con unos documentos y eso en horas de la tarde fue que 
dijeron: Bueno, hay que hacer un chequeo posterior y mejor vamos a hacer una acta de recepción y 
de entrega al Ciento Cinco, porque no vamos a estar llevándolo al Ministerio del Interior, todo se 
queda acá y después lo chequeamos. De ahí confeccionaron un acta de recepción y entrega, en la 
cual detallaban lo que recibían. Nada más Señor Fiscal Superior: (…) [¿]Usted, le puso de 
conocimiento a la persona que le dio la orden, en este caso al señor Febres, respecto a su falta de 
experiencia en este tipo de trabajo para poder constituirse a cubrir esta labor destinada? Testigo 
Ayala Ponce: Previamente como mencioné, le di[g]o que esa participación no era nuestra.  Le 
digo: Si nosotros no vemos eso. No, me dijo, es una orden que viene de arriba. Señor Fiscal 
Superior: [¿]Le manifestó que la orden era directamente hacia su persona? Testigo Ayala 
Ponce: Sí, algo dijo. Que conoces, que eres una persona muy meticulosa y tienes que ver. Le digo: 
Yo no sé nada de Telecomunicaciones. Al último, como yo replicaba, me dijo: No, es una orden y 
se cumple. Señor Fiscal Superior: (…)[¿] Este tipo de órdenes específicas, como la que usted 
nos está detallando, se volvieron a suscitar en el tiempo, una vez que usted estaba en esta 
dependencia? Testigo Ayala Ponce: No Señor Fiscal Superior: [¿] En esta diligencia se 
presentó, o usted hizo llegar al señor Febres, algún tipo de observación que se presentó, puede 
detallarnos qué observaciones? Testigo Ayala Ponce: Yo observé que comenzaron a chequear, 
a decir las paletas, que habrían y decían: Esto no, mejor lo hacemos posteriormente. Vamos a 
hacer todo lo que está acá, hacemos una relación y se hace una acta. Eso le mencioné al Coronel. 
Entonces, él creo que hizo un documento anotando esa apreciación que tuve en ese momento Señor 
Fiscal Superior: (…)[¿] qué persona o en todo caso, de qué dependencia fue la persona que 
usted como ha señalado escuchó esas observaciones que nos está diciendo? Testigo Ayala 
Ponce: Había un representante de la OGA, que es el que tenía a cargo prácticamente todo este 
proceso.  Estaba otro señor de la empresa y un representante de la unidad requeriente, en ese caso 
era Ciento Cinco, Emergencias Ciento Cinco. Ellos miraban, veían, tenían documentos, yo no 
tenía ningún documento, no podía entrar a poder decir: Esto sí, esto no Señor Fiscal 
Superior: [¿]Específicamente puede recordar usted: Qué observación, o qué detalle les hacía 
mención en ese momento? Testigo Ayala Ponce: Estaban comentando: Hay que ver las 
características dijo y eso lo tenemos que chequear posteriormente. Hay que chequearlo 
posteriormente y vamos a demorar, mejor hacemos un acta de lo que está.  Eso es  lo  que escuché. 
Eso le mencioné al Coronel, y creo que el Coronel Señor Fiscal Superior: (…)[¿]Precisó 
algún tipo de faltante,  o sobrante de los equipos? Testigo Ayala Ponce: No (…)”. 

 
Y lo mismo el testigo Pérez Torres153 : 

“(…) Señor Fiscal Superior: [¿](…) Usted participó en la diligencia de Apertura, 
Recepción y Entrega  del Sistema de Emergencia Policial Ciento Cinco (…)[?] Testigo Pérez 
Torres: (…) mi presencia en esa situación, fue por orden exclusiva de mi jefe, (…) el señor 
Comandante, quien ordenó, era mi jefe inmediato, me ordenó que lo acompañara a una apertura 
(…) Del Sistema de Emergencias (…)”. 

 
55. El veintinueve de mayo de mil novecientos noventa y seis, el acusado Del 
Castillo Colona comunicó al Director General de la PNP el avance de la 
instalación del sistema, entre otros; el tenor del oficio fue el siguiente: 
 

DIRECCIÓN DE APOYO TÉCNICO  

                                                 
153 Foja 4969, tomo 9.  
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DE LA POLICÍA NACIONAL DEL 
PERU 

       Lima, 29 de Mayo de 1996. 
Oficio N° 1027-DIATEC/DIVTEL96154 
Señor   :  Tnte. Gral. PNP 
   Director General de la PNP 
Asunto  : Sobre avance de instalación del Sistema de Emergencia     

Policial “105” y Rastreo Vehicular (GPS) en el local de la VII-
RPNP. 

   Es grato dirigirme al despacho de su digno cargo a fin de remitir 
adjunto al presente el Informe N° 031-96DIATEC/DIVTEL155 del 29MAY96, el mismo 
que da cuenta del avance de la instalación del Sistema de Emergencia Policial “105” y Rastreo 
Vehicular (GPS) en el local de la VII RPNP, así mismo el cronograma de actividades a 
realizarse y los requerimientos para la puesta en funcionamiento del Sistema en referencia, 
postulados en base a coordinaciones con los representantes de la empresa SITRE S.A.  de España 
y SEP INTERNATIONAL encargados del equipamiento e Instalación. 
      Aprovecho la oportunidad para reiterarle los 
sentimientos de mi estima personal. 

Dios guarde a Ud. 
       _______________________ 

GREGORIO DEL CASTILLO COLONA 
                      General PNP. 
         Director de Apoyo Técnico de la  
               Policía Nacional del Perú 

 
 
La recepción e instalación total y puesta en funcionamiento del Sistema 
de Emergencia Policial 105 
 
56. El cuatro de octubre de mil novecientos noventa y seis, los representantes 
de SITRE y del Ministerio de Interior firmaron el acta de recepción del 
sistema de emergencia policial 105 de acuerdo a lo establecido por la 
Resolución Ministerial N° 1097-95-IN/OGA. En dicha acta se establece que 
el sistema se encontraba en completo funcionamiento, “Llave en mano”156, 
desde el veintitrés de setiembre del mismo año. Explicó el acusado Del 
Castillo Colona: 

“(…)Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: (…) señor 
DEL CASTILLO: Si los ambientes físicos donde se colocaron los equipos de la Central Ciento 
Cinco, estuvieron listos en abril de mil novecientos noventa y seis, [¿]porqué recién entró en 
funcionamiento el Sistema en octubre del noventa y seis? Procesado Del Castillo Colona: 
Porque hay un proceso de maduración. Es un Sistema de Comunicaciones que tiene que estar en 
prueba Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: [¿]Un periodo 
de prueba, entonces? Procesado Del Castillo Colona: No se puede funcionar de un día 
para otro. Comenzó como le dije anteriormente, con tres mil llamadas y ahora está en treinta mil. 
Defensa de los procesados Urrutia Foncea y Perea Guirado: [¿]Tiene usted 
conocimiento si una vez instalado este equipo, ha funcionado adecuadamente y si a la fecha sigue 
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operando? Procesado Del Castillo Colona: Hasta la fecha sigue operando como le vuelvo a 
repetir y tiene una recepción de treinta mil llamadas diarias, a veinte que era cuando recién 
comenzó? (…)”157. 
 
 

 
• Hechos controvertidos por las partes. Prueba directa y prueba 

indiciaria: su valoración 
 
El acuerdo colusorio: responsabilidad personal de los acusados Cano 
Angulo y Del Castillo Colona  
 
57. Como se citó –acusación escrita y oral – sostiene la Fiscalía que en la 
adquisición de los equipos y sistema 105 medió acuerdo colusorio entre los 
representantes de la empresa SITRE –los acusados contumaces Urrutia 
Foncea y Perea Guirado- y los funcionarios del Estado, lo que perjudicó 
patrimonialmente al Estado. La defensa niega la conducta típica acusada.  
 
Posición de la defensa del acusado Cano Angulo  
58. Alegó la defensa en sesión 19: 

“(…) Dentro del aspecto fáctico que el Ministerio Público ha sostenido contra el general CANO 
ANGULO se basa en la supuesta concertación en la licitación selectiva 006-95, basada 
básicamente en las conclusiones del acuerdo pericial y lo vertido por el señor ARCE COK a nivel 
de instrucción, sobre estos hechos debe referir que este comité de adjudicación se instaló debido a un 
requerimiento de la DIATEC, un requerimiento para la adquisición de un sistema ciento cinco 
para uso policial, este tema ya se venia tratando desde el año noventa y cuatro, en diversos consejos 
económicos, por cierto consejos económicos en los que participaba el Director de DIATEC, 
Lavado Reyes, y a través de estos mismos consejos económicos que se dispone que DIATEC, en 
concordancia con otras instituciones de la policía debería realizar los estudios a fin de unificar estos 
sistemas dada la situación política y social que se vivía, previamente llega a una misión auspiciada 
por AUTED con empresas españolas que eran especialistas en este tipo de tecnología, en todo lo 
que era informático y con experiencia en estos sistemas de emergencia ciento cinco, posteriormente se 
nombra una comisión inversa y en ese sentido AITED invita a representantes de DIATEC, por 
cuestiones que el señor ARCE COK era el especialista, se decide que él vaya porque era la 
persona entendida, el señor LAVADO REYES, nombra como  representante de la Dirección al 
Coronel en ese entonces Carlos Olivos y viajan conjuntamente a esta misión, es de referir, ya que el 
Ministerio Público ha tomado como uno de los elementos de prueba, de cargo contra el señor 
CANO ANGULO, lo vertido por este es de referir que el señor ARCE COK en una misión 
inversa con un programa a cumplir, y visitar no solamente a SITRE sino visitar a una serie de 
empresas que son integrantes de esta asociación española de nuevas tecnologías, el señor ARCE 
COK no podía disponer a su libre albedrío disponer de cuatro días como refiere en su instructiva, 
para dedicarse en forma expresa y exclusiva a trabajar supuestamente representante de SITRE, 
para traer este proyecto del sistema ciento cinco a Perú, y donde estaba el señor Carlos Olivos, qué 
hacía él, porqué no hay una sola declaración de esta persona, ya que ambos tenían la obligación de 
informar que resulta habían tenido de esta misión, porque ellos no se fueron de vacaciones, ellos se 
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fueron en una misión oficial. Luego tenemos que el señor ARCE COK en su declaración 
preliminar con presencia  del representante del Ministerio Público él no hace referencia, ni al señor 
Perea, ni a ningún acuerdo colusorio, ni hace referencia que haya hablado con el señor Cano 
Angulo, ni con el señor DEL CASTILLO COLONA, ni con la señora NORA 
GALARRETA a fin de llegar a beneficiar, a concertar algún beneficio a favor de SITRE, esta 
versión, la manifestación policial es la que más se acerca a la verdad, él cambia totalmente en su 
instructiva, pero hay que tomar en su consideración que este cambio obedece que él estaba ya estaba 
pretendiendo que se le acepte como Colaborador Eficaz lo cual no se llegó a dar, porque su versión 
no era lógica, no era congruente, por cuanto él en esta declaración instructiva refiere que DEL 
CASTILLO COLONA, lo envió expresamente a trabajar este sistema ciento cinco que 
supuestamente ya estaba acordado con Urrutia Perea, pero si fuese esto así, no tiene sentido que él 
llegando a España, el señor Perea lo vea, lo llame y le diga, que tengo interés ingresar al mercado 
peruano, y sería bueno a través de este sistema de ciento cinco, y te voy a ofrecer cuatro por ciento 
para ti, y cuatro por ciento para Del Castillo Colona, se supone que ya en la tesis del Ministerio 
Público, ya se había llegado a una concertación con Urrutia, entonces mal se podría decir que 
recién él allá, en España iba a concertar o aceptar el monto a negociar de su beneficio económico, lo 
cual no tiene ningún documento, en cuanto a que se ha cuestionado que no se ha cumplido con el 
contrato, que no se ha cumplido con las sanciones a SITRE, por no entregar, instalar a tiempo 
este sistema, en el estadio correspondiente se ha dado lectura a las cartas que envió SITRE el trece 
de diciembre, semanas antes de cumplirse los tres meses del plazo de entrega, comunicando que ya 
se encontraba en condiciones de enviar el sistema de emergencia ciento cinco, a lo cual DIATEC 
comunica por cuanto las obras de implementación en la séptima región no estaban concluidas, esto 
en modo alguno habla que habido improvisación que no se ha previsto, porque la séptima región ya 
tenia conocimiento desde los consejos económicos que debería ambientar para la implementación de 
este sistema, el mismo ARCE COK, comunica que ya los requerimientos de espacios y condiciones 
al órgano encargado de la construcción y de la implementación del ambiente de la séptima para la 
instalación del ciento cinco. Otro aspecto que se ha tomado como elemento de cargo, es que este 
sistema, por ser español, porque una que se tomo en consideración para invitar a tres postores en 
idioma español, fue por la facilidad que tenía la capacitación al personal, porque es una realidad 
que no todos los peruanos hablamos en inglés y estas tecnologías son un ingles técnico que hubiese 
resultado si hubiésemos traído una tecnología alemana, inglesa, que tendría que haberse elevado los 
costos, por cuanto hay que capacitar al personal, en un idioma llámese ingles, alemán o chino, en 
una tecnología técnica porque no es un idioma y no es un hablar corriente, es técnico, lo cual 
obviamente elevaría los costos, hacen referencia también esas observaciones que SITRE no envió 
las partes del sistema ciento cinco y cuando vemos lo que hacen en la nota informativa, a lo que 
falta y que está en el expediente, qué falta, un Mouse, tarjetas de red, disco duro, cosas mínimas, 
no teniendo en cuenta que esto era un contrato en llave en mano, lo que significaba que SITRE 
tenía que entregar funcionando el sistema, por cuanto no tiene mayor razón esta nota informativa, 
con cosas tan mínimas que supuestamente que no llegaron, en cuanto a que se pagó a SITRE, 
doscientos mil dólares cuando en el contrato estaba establecido que debería ser ciento ochenta y siete 
mil, este monto fue girado por la unidad requirente, que pasaba si el general CANO ANGULO 
decía simplemente decía bueno de los doscientos mil voy a pagar solo ciento treinta y siete mil, ese 
restante no revertía al presupuesto de emergencia, iba al tesoro nacional, en buena cuenta se perdía, 
y que iba a resultar, son tres giros de dos mil dólares, estamos hablando que habría un faltante de 
cincuenta mil dólares aproximadamente, que se elevaría el costo por cuanto el órgano requirente ya 
había cumplido en enviar el monto de un millón y medio millón de dólares, como después se ha 
visto que habido pagos de ochocientos mil dólares y más por tanto el señor CANO ANGULO 
actuó de manera correcta cautelando los bienes del Estado y el dinero de este presupuesto especial de 
emergencia. También se ha referido que este sistema ya venía siendo tratando desde mil novecientos 
noventa y cuatro, porque razón no se presupuestó en el presupuesto ordinario del noventa y cinco, 
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esto no se hizo por cuanto el presupuesto ordinario del noventa y cinco estaba dirigido para bienes y 
servicios, no para adquisiciones de bienes de capital, sino para solamente para bienes y servicios 
corrientes, por austeridad, por ello es que se crea este fondo, este presupuesto de emergencia para 
poder comprar equipamiento y bienes de capital sin que se perjudique el presupuesto ordinario que 
estaba referido o tras necesidades. En el informe pericial en sus conclusiones de este es claro señalar 
que no habido perjuicio económico al Estado y lo que se ha encontrado es una serie de 
irregularidades lo cual en modo alguno constituye un delito de colusión. Por tanto no se han 
actuado pruebas de cargo con entidad suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia que 
abona a favor del General Cano Angulo, y en relación de la manifestación de la instructiva dada 
por el señor ARCE COK que ha sido considerada por el señor representante del Ministerio 
Público, como una prueba de cargo quiero referir el Acuerdo Plenario dos – dos mil cinco, que es 
claro en señalar las condiciones que deben cumplir los coprocesados al rendir su manifestación por 
cuanto ellos no tienen la condición de testigos, por cuanto ellos no juran decir la verdad, por cuanto 
ellos al estar inmersos dentro del mismo proceso, tienen una versión cercada que trata siempre de 
protegerse así mismo, en este caso se da estos presupuestos, porque este acuerdo plenario 
expresamente señala, que no debe estar esta declaración dentro de lo que es el modo espurio, 
sesgada, y también que no se debe esperar con esta declaración beneficios judiciales, como ya he 
dicho que en este caso el señor ARCE COK pretendió ser colaborador eficaz, y es en ese entendido 
que él da esta declaración instructiva disímil a la primera manifestación que da, por cuento esta 
manifestación no tiene para ser considerada como prueba valida en contra del general CANO 
ANGULO, es también necesario hacer referencia a la Ejecutoria Suprema recaída en el Recurso 
de Nulidad 40-98 en un caso similar donde también ARCE COK pretendió ser colaborador 
eficaz, donde esta sentencia es clara al señalar que para la consumación de este delito que es un 
ilícito de resultado, por tanto su consumación requiere la exigencia del perjuicio al Estado, cuyo 
desvalor de la acción de riesgo creado por el autor supone una relación de un concierto fraudulento, 
engañoso cuyo bien jurídico inmediato de protección del Estado el que se vulnera en una 
contratación administrativa u otros de naturaleza económica, donde existe concepto de acción o 
conjunción de voluntades que suponga defraudar al Estado, lo que no se ha dado en este caso, 
líneas adelante también hace referencia que no es suficiente para establecer que existió concertación 
entre los coacusados y los representantes de la empresa ganadora de la buena pro que se hable de 
irregularidades administrativas que por si solo no son suficiente para constituir el anotado delito, 
por cuanto no se acredita un perjuicio económico, potencial y/o de ninguna naturaleza en perjuicio 
al Estado, por estas consideraciones pido a la Sala tenga a bien absolver al general ABRAHAM 
CANO ANGULO, de los cargos formulados por el representante del Ministerio Público.   

 
Posición de la defensa del acusado Del Castillo Colona  
59. Alegó la defensa en sesión 19: 

“(…) se le acusa a mi patrocinado la comisión del delito de colusión en agravio del Estado, pero 
no se ha tomado en cuenta que la responsabilidad penal del general DEL CASTILLO no ha 
sido probada, ni mucho menos la comisión del delito de colusión, ya que el general DEL 
CASTILLO no fue miembro del comité de adjudicación conforme lo establece el articulo 384° del 
Código Penal en la cual se reprime penalmente por el delito de colusión al funcionario o servidor 
publico que en las licitaciones intervenga por razón de su cargo o comisión especial y defraude al 
Estado, en el dictamen acusatorio se le a imputado a mi patrocinado haberse confabulado con los 
proveedores representantes de la empresa SITRE, pero si verificamos las características especiales 
que se requiere al autor del delito de colusión podemos concluir,  que no reúne la competencia 
institucional funcional que le pueda dotar de dicha decisión para defraudar la norma, por ello 
quiero resaltar que el general DEL CASTILLO no era miembro comité de adjudicación, es decir 
no tuvo ingerencia alguna ni en el proceso de licitación ni en la suscripción del contrato, con lo que 
queda claro que su actuar o participación en este proceso no concurre el vinculo funcional exigido 
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por el tipo penal para acusarlo por el delito de colusión. El Ministerio Público no acreditado la 
relación funcional de GREGORIO DEL CASTILLO en la mencionada licitación o en su caso 
si recibió algún encargo especifico para participar en la licitación y el Ministerio Público no lo hace 
porque no hay la relación funcional, pues la conducta que se le reputa es la elaboración de las 
especificaciones técnicas, pero lo único que hizo fue elaborar los requerimientos que según el RUA 
correspondería a la OGA elaborar las especificaciones técnicas, que forman parte de las bases 
administrativas. En la misma línea se le imputa al general DEL CASTILLO enviar al coronel 
ARCE a España para que traiga el proyecto que sería las especificaciones técnicas para la 
adquisición del sistema ciento cinco y se reputa que estas especificaciones están incompletas, entonces 
que proyectos son las que trajo Arce si lo que se presentó son solamente características básicas de 
un sistema y no básicamente lo que se requería con las formalidades del caso para lo que era una 
especificación técnica, por lo que sería probado que la aseveración de que el general DEL 
CASTILLO envió a Arce traer un proyecto para la adquisición del sistema ciento cinco 
debidamente elaborado por digamos por esa oportunidad por SITRE queda desvirtuada, ya Arce 
fue a capacitarse y lo que se elaboró fue requerimiento mas no  especificaciones técnicas. Asimismo 
respecto al viaje a España se tiene que la invitación va dirigida a Gregorio Del Castillo, pero esto  
se da, en tanto que cuando AENTEC hizo su primera presentación en el Perú, fue el general 
DEL CASTILLO quien se presentó como Jefe de Telecomunicaciones, además la invitación para 
viajar a España la remite AENTEC y no SITRE como pretende confundir el Ministerio 
Público, del mismo modo luego que la invitación llegara a nombre del Coronel en ese entonces 
Gregorio del Castillo este declina a la invitación porque el especialista era Arce, y además porque 
con su declinación no estaba designando a Arce, sino que eso dependía del General de la 
DIATEC, en entonces el General Lavado, quien tendría que designar o decidir quien tendría que 
viajar a España, ya que como se tenía entendido la razón de este viaje era capacitarse, en lo que 
era el sistema ciento cinco, si analizamos el tipo penal, concluimos que el proceso licitorio se inicia 
con la convocatoria hasta la adjudicación del mismo, pero mi patrocinado no ha participado en 
ninguna de esas etapas, si bien es cierto se le atribuyen hechos que son anterior a la adquisición o a 
la convocatoria de esa licitación como también se le imputa hechos que son posterior a ellos, esto no 
le incluye al tipo penal que señala el ordenamiento al tipificar ese delito, el General Del Castillo no 
ha participado en ninguna de esas etapas como está probado en autos, asimismo en el tipo penal 
exige un perjuicio al Estado y conforme se ha podido actuar en el peritaje, no existe perjuicio por lo 
que no está acreditado el delito, y no habiendo mi patrocinado realizado ningún acto que se 
encuentra acreditado, no se encuentra acreditado responsabilidad alguna, por lo que al no existir 
prueba alguna que involucre al señor DEL CASTILLO COLONA como cómplice primario 
del delito de colusión indebidamente imputado por el Ministerio Público, solicito a esta digna Sala 
la absolución de la acusación formulada por el señor Fiscal Superior, por consiguiente se le declare 
sin responsabilidad penal ni civil alguna de los cargos formulados por este representante del 
Ministerio Público (…)”. 

 
Consideraciones de la Sala 
60. Teniendo en cuenta el contexto y circunstancias de la conducta acusada, 
esta Sala pasa a establecer los hechos del proceso como resultado de la 
actuación y valoración probatoria partiendo, en primer término, de la prueba 
directa constituida por la declaración incriminatorias de quien fuera el 
procesado Carlos Alberto Arce Cok –fallecido el treinta y uno de marzo de 
dos mil siete, según consta a foja 3261- y, en segundo término, de los hechos 
indiciarios que confirman y complementan la prueba directa en vinculación al 
imputado acuerdo colusorio.  
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Prueba directa: declaración instructiva de Carlos Alberto Arce Cok158.   
61. El veintiocho de setiembre de dos mil seis, ante la señora Jueza del Sexto 
Juzgado Penal Especial, Carlos Alberto Arce Cok declaró, textualmente:  

 
“(…) 

1. PARA QUE DIGA: QUE ACTIVIDADES HA DESEMPEÑADO 
DESDE 1996 HASTA LA FECHA. DIJO: Que, de 1996 hasta el 2000 me he 
desempeñado como asesor técnico de la Dirección de Apoyo Técnico de la PNP, en el año 2001 
hasta el 2003 pasé a la Sétima Región como asesor técnico de la central 105, en el año 2004 
hasta octubre del 2005 trabajé en la Dirección de Logística de la PNP como Jefe de Control de 
Calidad y en octubre del 2005 pasé a retiro. 

2. PARA QUE DIGA: SI CONOCE A SUS CO INCULPADOS 
GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, ROMUALDO 
AYALA PONCE, ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, NORA LUZ 
GALARRETA DIAZ, RAMON NATTERI QUIROGA, ARTURO 
ERNESTO MARQUINA GONZALES, JUAN ABRAHAM BRIONES 
DAVILA, JORGA TAPIA CAJIGAS, ROYECE PAUL CONCHA 
DELGADO, JUAN FRANCISCO URRRUTIA FONCEA, VICTOR 
PEREA GUIZADO, JUAN HERNANDEZ ALVAREZ, LUIS ALBERTO 
IPANAQUE AYALA, GENOVES PEREZ TORRES y HERNAN 
WILLIAM HERNANDEZ SANCHEZ, DE SER ASI INDIQUE EN QUÉ 
CIRCUNSTANCIAS Y QUÉ TIPO DE AMISTAD LE UNE CON ESTAS 
PERSONAS. DIJO: Que, GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA, 
si lo conozco desde el año 1988 aproximadamente en una reunión en el Sistema Integrado de 
Telefonía del Ministerio del Interior – SITEMI en el Ministerio del Interior, trabajé con él un 
año aproximadamente en un equipo de trabajo, posteriormente en el año 1994 con el cargo de Jefe 
de la División de Comunicaciones me mandó a llamar con un efectivo policial citándome en su 
oficina, al ir a su oficina me solicitó trabajar con él en la División de Comunicaciones, 
nombrándome, cargo que acepté, trabajando con él hasta el año 2000, después de esa fecha lo he 
vuelto a ver en una diligencia de confrontación, tenía un vínculo laboral, actualmente no tengo 
ningún vínculo con esta persona; ROMUALDO AYALA PONCE, no lo conozco; 
ABRAHAM WALTER CANO ANGULO, sí lo conozco desde el año 1994 ó 1995 
aproximadamente él era Jefe de la OGA del Ministerio del Interior cuando acompañé al Coronel 
Castillo al Despacho del General Cano, en el año 1995 hubieron varias reuniones de 
coordinaciones para el sistema de emergencia policial 105 él siempre estaba en esas reuniones, 
después de eso no lo he vuelto a ver, no teniendo relación alguna con esta persona; NORA LUZ 
GALARRETA DIAZ, sí la conozco  desde el año 1995 aproximadamente cuando yo 
concurría a las reuniones de la OGA, ella era Miembro del Comité de Licitaciones, no teniendo 
vínculo alguno con esta persona; RAMON NATTERI QUIROGA, sí lo conozco porque él 
ha estado en varias reuniones para licitaciones no recuerdo en este momento que cargo tenía, no 
teniendo ningún vínculo con esta persona; ARTURO ERNESTO MARQUINA 
GONZALES, sí lo conozco en varias reuniones para las licitaciones, no teniendo vínculo alguno  
con esta persona; JUAN ABRAHAM BRIONES DAVILA, no lo conozco personalmente, 
sé que ha sido el Ministro del Interior, pero nunca he estado con él; JORGE TAPIA 
CAJIGAS,  sí lo conozco de vista, sé que ha sido tesorero de la OGA, no teniendo ningún 
vínculo con esta persona; ROYCE PAUL CONCHA DELGADO, creo que también era 
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una persona que se encontraba en las licitaciones, no recuerdo en este momento; JUAN 
FRANCISCO URRUTIA FONCEA, sí lo conozco desde fines del año 1994 porque ha 
trabajado en el Ministerio del Interior, él coordinaba con el General Del Castillo en el despacho de 
la DIATEC, habiendo tenido sólo un vínculo laboral, actualmente no tengo ningún vínculo con 
esta persona; VICTOR PEREA GUIZADO, sí lo conozco, lo conocí en Madrid – España a 
fines del año 1994 cuando fui enviado por el General Del Castillo a una reunión de trabajo en la 
empresa SITRE, cuando yo me encontraba en su empresa me mandó a llamar con un encargado 
para ir a su despacho para conversar de cosas relacionadas con el trabajo, no teniendo vínculo 
alguno con esta persona; JUAN HERNANDEZ ALVAREZ, sí lo conozco porque ha sido 
Ingeniero de SITRE, lo conocí en Lima para la Implementación del Sistema de Emergencia 105, 
no teniendo vínculo alguno con esta persona; LUIS ALBERTO IPANAQUE AYALA, no 
lo conozco; GENOVES PEREZ TORRES, no lo conozco y HERNAN WILLIAM 
HERNANDEZ SANCHEZ, creo que era un empleado de la OGA, no recuerdo 
exactamente. 

3. PARA QUE DIGA: QUE PARTICIPACION HA TENIDO 
USTED EN LA ELABORACION DEL SISTEMA DE EMERGENCIA 105. 
DIJO: Que, en el año 1994 yo me encontraba trabajando como jefe de mantenimiento de la 
división telecomunicaciones, y por mi profesión de ingeniero electrónico el coronel Del Castillo, Jefe 
de la División de Comunicaciones, me convocó para trabajar con él como su asesor en 
telecomunicaciones. Luego de unos días de empezar a trabajar con él, el Coronel Del Castillo me 
indicó que debía viajar en su representación a España puesto que a él lo había invitado en su 
condición de Jefe de la División de Comunicaciones, a través de una carta que me mostró, la 
asociación AENTEC – Asociación Española de Nuevas Tecnologías que agrupa como 
coordinadora a las empresas españolas dedicadas al rubro de tecnología. El Coronel Del Castillo 
me dio el encargo específico de traerle de España el proyecto del Sistema de Emergencia 105, el 
cual según me indicó me lo entregarían en esa reunión, no indicándome que persona.  Al llegar a 
España me recibió en el aeropuerto personal de AENTEC y me llevaron a su local, donde una 
coordinadora de AENTEC cuyo nombre no recuerdo me presentó a funcionarios de la empresa 
SITRE que estaban ahí, indicándome que ellos trabajarían conmigo, éstas personas me 
condujeron al local de SITRE donde se estaba preparando el proyecto del sistema de emergencia 
105 que el Coronel Del Castillo me había encargado que le llevara, ese mismo día el Gerente 
General de la empresa SITRE Víctor Perea me solicitó que conversara con él en su oficina donde 
me indicó que la empresa SITRE estaba muy interesada en introducirse comercialmente en el Perú 
ya que nunca lo había hecho y que una oportunidad para hacerlo sería a través de la venta del 
Sistema de Emergencia 105 por lo que necesitaba que mi jefe el Coronel Del Castillo y yo lo 
ayudemos en ese sentido y que de lograr ellos vender este sistema a la PNP tanto yo como el 
Coronel Del Castillo recibiríamos de SITRE un cuatro por ciento cada uno del precio de venta, yo 
le contesté que yo no era quien mandaba, que debía consultarlo primero con el Coronel Del 
Castillo y esa noche lo llamé por teléfono a Lima y él me indicó que estaba bien, que aceptara, 
continué cuatro días más trabajando el proyecto de la empresa SITRE para que se adecuara al 
sistema que requería la PNP y luego de eso viajé a Lima con el proyecto en la mano que se 
llamaba “PROYECTO DE SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 105 
PARA LA PNP”, cuando retorné al Perú hice entrega al Coronel Del Castillo del proyecto que 
me habían entregado actuando como mensajero, el Coronel me dijo que él estaba esperando ese 
documento para hablar con el General Cano Jefe de la OGA del Ministerio del Interior y 
Presidente del Comité de Licitaciones encargado de formular las bases de las licitaciones y de 
invitar a las firmas participantes y de otorgar la buena pro, puesto que este sistema sólo podía ser 
adquirido a través de una licitación selectiva, no pública, esto es que la OGA invita a las firmas 
que considera pertinentes que participe según el rubro al que se dedica.  El Coronel Del Castillo 
llamó por teléfono a la OGA pidiendo una cita y ese mismo día lo acompañé al  despacho del 
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General Cano con quien se entrevistó estando yo presente y el Coronel Del Castillo le manifestó al 
General Cano la importancia y necesidad de adquirir dicho sistema, le contó que me había enviado 
a España a visitar a la empresa SITRE que era una empresa especializada en sistemas de 
emergencia que la policía necesitaba para atacar el   crimen y que ofrecía un sistema de emergencia 
óptimo, el General Cano le pidió al Coronel Del Castillo que le remitiera por escrito un Informe 
sobre la necesidad de adquisición del Sistema 105 y que él iba a ayudar para que se adquiriera el 
sistema, el Coronel Del Castillo no le dijo nada, al menos frente a mi persona al General Cano 
sobre el ofrecimiento económico que habíamos recibido nosotros dos de la empresa SITRE.  
Después nos retiramos a la Oficina del Coronel Del Castillo. El General Cano le dijo al Coronel 
Del Castillo que él iba a encargar de hacer la licitación para que SITRE la ganara pero era 
necesario que se presentara tres empresas por lo que era necesario conseguir dos empresas más.  
Luego nos retiramos de su oficina y el Coronel Del Castillo dispuso que yo confeccionara un 
informe técnico dirigido a él sobre la necesidad de adquisición de dicho sistema, yo elaboré este 
informe técnico indicando las bondades del sistema de emergencia 105 ofrecido por SITRE, 
entregándole este informe al Coronel Del Castillo y éste lo elevó a la OGA del Ministerio del 
Interior.  Posteriormente la OGA inició el proceso de licitación selectiva enviando en primer lugar 
las invitaciones para la convocatoria de la licitación. Entre las empresas invitadas se encontraba la 
empresa SITRE y dos más, éstas otras dos empresas se presentaron porque el Coronel Del 
Castillo coordinó con el gerente comercial de SITRE Juan Urrutia Foncea que había llegado a 
Lima para participar en la licitación que consiguiera dos empresas más para que se presentara, no 
recordando el nombre de las otras dos empresas, el señor Juan Urrutia Foncea también realiza 
varias coordinaciones con el Coronel Del Castillo en forma frecuente, presentando el señor Urrutia 
su propuesta técnica y económica a la licitación selectiva cuya fecha no recuerdo.  Después de unos 
días se realiza la licitación obteniendo la buena pro la empresa SITRE y encargándose la 
DIATEC de las coordinaciones para la implementación del sistema, esta labor la asumió 
directamente el entonces  General Del Castillo hasta la puesta en operación del sistema, la buena 
pro la obtuvo SITRE en el año 1995 no recordando el mes, pero lo que sí recuerdo es que al año 
siguiente en 1996 el Coronel Del Castillo me indicó que la empresa SITRE enviaría el dinero 
ofrecido por concepto de comisión a mí y a él, por lo que era necesario que yo designara un dinero 
porque esta cuenta no debería estar a nombre de ninguno de los dos, yo conseguí que se abriera tal 
cuenta y se envió desde España la cantidad de ciento veinte mil dólares en aproximadamente ocho 
armadas que se dividió en partes iguales entre el Coronel Del Castillo y mi persona, mi 
participación en la adquisición de este sistema luego de elaborar el proyecto dirigido a la OGA, fue 
la elaboración del informe de calificación de las propuestas técnicas necesario para que el comité de 
licitaciones luego de revisarlos decida que empresa debe obtener la buena pro y en este informe yo 
califiqué a las tres empresas dándole a la empresa SITRE para ser la mejor. 

4. PARA QUE DIGA: SI LA PROPUESTA DE SITRE Y EL 
SISTEMA DE EMERGENCIA 105 CUMPLIAN CON LOS 
REQUERIMIENTOS REALES DE LA PNP EN CUANTO A UN 
SISTEMA NACIONAL DE EMERGENCIAS. DIJO: Que, sí, independientemente 
de los ofrecimientos de la empresa SITRE a mi persona la propuesta de esta empresa y el sistema 
de emergencia que ofrecía desde el punto de vista técnico era buena. 

5. PARA QUE DIGA: SI TIENE CONOCIMIENTO QUE 
PARTICIPACION TUVIERON LOS OTROS MIEMBROS DEL 
COMITÉ EN EL FAVORECIMIENTO DE LA EMPRESA SITRE. DIJO: 
Que, lo que pude ver cuando participé en la apertura de los sobres de las tres empresas era que el 
General Cano como Presidente del Comité era quien abría los sobres y calificaba las propuestas 
según su parecer, indicando si es que se cumplían con las bases y luego de realizar esta verificación 
los tomaba como constancia de verificación y luego pasaba estos documentos a los demás miembros 
del comité sin haberlos realizado. 
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6. PARA QUE DIGA: SI HUBO ALGUN FAVORECIMIENTO A LA 
EMPRESA SITRE EN LA ELABORACION DE LAS BASES DE LA 
LICITACION. DIJO: Que, el Coronel Del Castillo me indicó que con  el informe que yo 
redacté para que él enviara a la OGA por indicación del General Cano señalando todas las 
características y bondades del sistema de emergencia ofrecido por SITRE, el comité elaboró las 
bases de la licitación mediante la cual se adquirió el sistema de emergencia 105 por obtener la 
mayor calificación de lejos. 

7. PARA QUE DIGA: SI TIENE CONOCIMIENTO QUE UNIDAD 
DE LA PNP FORMULÓ EL REQUERIMIENTO DE UN SISTEMA DE 
EMERGENCIA ESPECIAL.  DIJO: Que, este requerimiento lo realizó la DIATEC a 
cargo de un General cuyo nombre no recuerdo. 

8. PARA QUE DIGA: CUALES DE SUS CO-INCULPADOS TENIA 
DE CONOCIMIENTO DE LAS NEGOCIACIONES REALIZADAS CON 
RELACION A LA ADQUISICION DEL SISTEMA DE EMERGENCIA 
105.  DIJO: Que, yo sepa solamente el Coronel Del Castillo y yo sabíamos que recibiríamos 
una ventaja económica de SITRE y el General Cano únicamente sabía del interés del Coronel Del 
Castillo de que obtuviera la buena pro SITRE ofreciéndose el general Cano a que esto fuera 
posible,  sin embargo, no me consta que este general conociera que el coronel Del Castillo y yo 
recibiríamos dinero por ayudar a SITRE. Desconozco si es que otros de mis inculpados y/o 
terceras personas supieran sobre este asunto. 

9. PARA QUE DIGA: SI TIENE CONOCIMIENTO CUAL FUE EL 
CRITERIO PARA ELEGIR A LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE 
ADJUDICACION SELECTIVA 006-95-IN-OGA. DIJO: Que, era un comité 
colegiado por el cual se había convocado a la licitación que veían todas las licitaciones, ellos estaban 
nombrados para todas las licitaciones de ese año a través de una Resolución Ministerial suscrito 
por el propio Ministro. 

10. PARA QUE DIGA: DE CONFORMIDAD A LA R.D. No. 094-A-95-
IN-0105060000000 DE FECHA 24 DE AGOSTO 1995 SE ESTABLECE LA 
CONFORMACION DEL COMITÉ DE ADJUDICACION PARA LA 
LICITACION SELECTIVA No. 006-95-IN/OGA PARA LA 
ADQUISICION DE UN SISTEMA DE EMERGENCIA POLICIAL 105 
POR UN MONTO DE UN MILLON QUINIENTOS MIL DOLARES 
AMERICANOS, INDIQUE  USTED SI TIENE CONOCIMIENTO DE 
QUIENES LO CONFORMARON. DIJO: Que, recuerdo algunos que fueron la 
señora Nora Galarreta, el general Marquina como Jefe de la DIRLOG de la PNP no 
recordando  el nombre de las demás personas. 

11. PARA QUE DIGA: SI TIENE CONOCIMIENTO DEL MOTIVO 
DE LA EXCLUSION O NO PARTICIPACION DEL JEFE DE LA 
OFICINA DE CONTABILIDAD OGA CONFORME LO DISPONIA LA 
RESOLUCION DIRECTORAL MENCIONADA EN LA PREGUNTA 
ANTERIOR. DIJO: Que, no recuerdo. 

12. PARA QUE DIGA: DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 
1.6.5. DEL REGLAMENTO UNICO DE ADQUISICIONES QUE 
INDICA “ANTES DE INICIAR UN PROCESO DE ADQUISICION EL 
ORGANO DE ABASTECIMIENTO INDAGARA EL MERCADO: LOS 
POTENCIALES PROVEEDORES, SU COMPORTAMIENTO Y 
PRECIOS REFERENCIALES DE BIENES O DE SERVICIOS, PARA 
FORMULAR ADECUADAMENTE LAS BASES ADMINISTRATIVAS” 
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USTED COMO ASESOR TECNICO DE LA DIATEC – PNP FORMULO 
ALGUN INFORME O DOCUMENTO RELACIONADO A LO 
ESTIPULADO EN DICHA NORMA DADA LA FUTURA 
ADQUISICION DE EQUIPOS Y MATERIAL DE COMUNICACIÓN 
PARA LA CENTRAL DE EMERGENCIA 105. DIJO: Que no, yo no realicé ese 
informe y desconozco quién pudo haberlo hecho. 

13. PARA QUE DIGA: QUE CRITERIOS SEÑALO EL COMITÉ DE 
ADJUDICACION DEL CUAL ERA USTED ASESOR, PARA LA 
EVALUACION TECNICA Y CONDICIONES DE SUMINISTROS DE 
LAS OFERTAS PRESENTADAS A FIN DE OTORGAR LA BUENA 
PRO, Y POR LO CUAL SE SUSPENDIO EL PROCESO DE 
ADJUDICACION EL 11 DE SETIEMBRE DE 1995 CONFORME AL 
ACTA DE APERTURA DE SOBRES. DIJO: Que, en las bases administrativas 
existe una tabla de calificación con determinado  puntaje y respecto a la suspensión por la que se 
me pregunta no recuerdo. 

14. PARA QUE DIGA: QUE CRITERIOS ADOPTÓ EL COMITÉ DE 
ADJUDICACION EN LO REFERIDO A LA EVALUACION DEL 
FACTOR PLAZO Y OPORTUNIDAD Y ENTREGA DEL BIEN A 
ADQUIRIRSE A LOS POSTORES DE LA LICITACION SELECTIVA 
No. 006-95-IN/OGA. DIJO: Que no, yo no tenía a mi cargo realizar esos criterios esa 
labor le corresponde al comité de adjudicación, mi labor era realizar asesoría técnica al coronel Del 
Castillo, mi labor es netamente asesoría técnica. 

15. PARA QUE DIGA: LOS AÑOS 1995 Y 1996 EN QUE SE 
DESEMPEÑO COMO ASESOR TECNICO DE LA DIATEC PNP QUE 
PROCEDIMIENTOS ADOPTABA SU JEFATURA PARA VERIFICAR, 
DISPONER Y/O AUTORIZAR EL INTERNAMIENTO DE BIENES 
ADQUIRIDOS PARA LA REFERIDA DIRECCION POLICIAL.  DIJO: 
Que, el internamiento se hacía a través de la OGA del Ministerio del Interior por lo que 
desconozco lo que se me pregunta. 

16. PARA QUE DIGA: SI TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTA DE 
APERTURA, RECEPCION Y ENTREGA DE LOS EQUIPOS DE 
COMUNICACIÓN DEL SISTEMA DE EMERGENCIA 105 
FORMULADA EL DIA 21 DE MAYO DE 1996 EN DONDE SE DA 
CUENTA SOBRE ALGUNAS OBSERVACIONES RELACIONADAS A 
LAS CANTIDADES DE ACCESORIOS RECEPCIONADOS. DIJO: Que 
no, no estuve a  cargo de eso, el General Del Castillo encargó a la División de Comunicaciones, en 
aquella época se encontraba a cargo de aquella división el Coronel Guillermo Linares Bay. 

17. PARA QUE DIGA: SI TIENE CONOCIMIENTO PORQUE NO 
SE IMPUSO LA SANCION RESPECTIVA A LA EMPRESA SITRE AL 
NO HABER CUMPLIDO CON EL PLAZO DE ENVIAR, INSTALAR Y 
PONER EN FUNCIOANMIENTO LOS EQUIPOS DE 
COMUNICACIÓN DEL SISTEMA DE EMERGENCIA 105, TODA VEZ 
QUE VUERAON RECEPCIONADOS EL 21 DE MAYO DE 1996 Y 
PUESTAS EN FUNCIONAMIENTO EL 04 DE OCTUBRE DE ESE 
MISMO AÑO. ASIMISMO SI LA DIATEC PNP FORMULO ALGUN 
DOCUMENTO CON RELACION AL INCUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO DE COMPRA QUE INDICABA EL LAPSO DE TRES 
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MESES A PARTIR DE SU SUSCRIPCION, HABIENDO SIDO 
REALIZADA EN EL MES DE SETIEMBRE DE 1995. DIJO: Que, yo no estaba 
a cargo de lo que corresponde al cumplimiento del contrato, eso le correspondía directamente a la 
OGA del Ministerio del Interior, sin embargo, conozco  que la empresa SITRE necesitaba un 
ambiente para instalar esos equipos por lo que se dispuso que se instalaran en la sétima región 
desconociendo quién emitió dicha disposición; sin embargo, para la instalación de estos equipos se 
necesitaba construir dicho ambiente lo que motivó la demora de la instalación de los equipos. 

En este estado, la señorita Fiscal Provincial Adjunta, formula las 
siguientes preguntas:  

18. PARA QUE DIGA: SI PUEDE PRECISAR EN CUANTAS 
OPORTUNIDADES LOS REPRESENTANTES DE LA EMPRESA SITRE 
VIAJARON A PERU. DIJO: Que, no puedo precisar las oportunidades que llegaron pero 
si venían con frecuencia varios ingenieros para ver el sistema entre ellos el Ingeniero Juan 
Hernández y el Ingeniero Juan Urrutia y otro ingeniero cuyo nombre no recuerdo . 

19. PARA QUE DIGA: PRECISE ESTANDO A SU RESPUESTA 
ANTERIOR SI LAS PERSONAS ANTES INDICADAS TENIAN UN 
DOMICILIO EN EL QUE SE LES PUDIERA UBICAR. DIJO: Que, venían y 
se hospedaban en el Hotel Sheraton y no tenían ningún domicilio en el Perú comunicábamos 
solamente por teléfono a la empresa SITRE en España. 

20. PARA QUE DIGA: SI RECUERDA O CONOCE CUALES SON 
LOS NUMEROS DE TELEFONO A LOS QUE SE COMUNICABA CON 
DICHAS PERSONAS A LA EMPRESA SITRE EN ESPAÑA. DIJO: Que, no 
los recuerdo ni tampoco los tengo a la mano. 

21. PARA QUE DIGA: PRECISE QUE PERSONA ERA LA QUE 
EFECTUABA LAS COORDINACIONES CON LAS PERSONAS ANTES 
INDICADAS CON LA EMPRESA SITRE EN ESPAÑA. DIJO: Que, era el 
General Del Castillo a través de su secretaría, debiendo precisar que la secretaría luego fue a 
trabajar a la empresa SITRE en España por recomendación del propio General Del Castillo. 

22. PARA QUE DIGA: SI CONOCE SI EXISTÍA LA URGENTE 
NECESIDAD DE ADQUIRIR EL SISTEMA DE EMERGENCIA 105 Y SI 
SE HABIA CONTEMPLADO DENTRO DEL PLAN ANUAL DE 
ADQUISICIONES. DIJO: Que, si era necesario porque había mucha delincuencia y no se 
contaba con un sistema de este tipo, desconociendo si esta adquisición se encontraba dentro del plan 
anual de adquisiciones porque esto lo manejaba directamente el General Del Castillo. 

23. PARA QUE DIGA: SI CONOCE QUE OTROS MIEMBROS DEL 
COMITÉ RECIBIO ALGUN TIPO DE VENTAJAS ECONOMICAS 
PARA FAVORECER A LA EMPRESA SITRE. DIJO: Que, desconozco. 

24. PARA QUE DIGA: CUALES ERAN LAS FUNCIONES QUE 
DESEMPEÑABA DENTRO DEL COMITÉ EN SU CONDICION DE 
ASESOR TECNICO. DIJO: Que, en principio yo no integraba  el comité, pero mis 
funciones como asesor técnico del director de Logística quien sí integraba el comité era calificar las 
propuestas técnicas en base a los criterios indicados en las bases. 

25. PARA QUE DIGA SI PREVIO A LA FORMULACION DE LAS 
BASES ADMINISTRATIVAS Y ESPECIFICACIONES TECNICAS 
USTED SE REUNIO CON EL GENERAL DEL CASTILLO, DE SER EL 
CASO PRECISE PORQUE MOTIVOS Y EN QUE LUGARES. DIJO: Que 
no, la elaboración de las bases estaba a cargo del comité por lo que yo nunca me reuní con el 
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General del Castillo, ni para la formulación de las bases administrativas, ni para las 
especificaciones técnicas. 

26. PARA QUE DIGA: SI CONOCE QUIEN SE ENCARGO DE LA 
ELABORACION DEL ACTA DE APERTURA, RECEPCION Y 
ENTREGA  DE LOS EQUIPOS DE COMUNICACIÓN DEL SISTEMA 
DE EMERGENCIA 105. DIJO: Que, la OGA se encarga de la recepción de todos estos 
equipos a través del departamento de almacén, desconociendo quienes elaboraron dicha acta, pero sí 
conozco que el departamento de almacén solicitó  el apoyo del personal de la DIATEC para que 
los ayudaran en la parte técnica. 

27. PARA QUE DIGA: SI EN ALGUNA OPORTUNIDAD JUAN 
URRUTIA FONCEA SE ENTREVISTO CON EL GENERAL DEL 
CASTILLO DE SER EL CASO PRECISE SI CONOCE LOS TEMAS QUE 
SE TRATARON Y QUE OTRAS PERSONAS ESTUVIERON 
PRESENTES EN DICHA REUNION.  DIJO: Que sí, se reunía con el General en 
varias oportunidades, lo que sé es que uno de los temas que se trataban era respecto de la demora 
de la habilitación del local en el que se debía  habilitar el sistema de emergencia 105, no pudiendo 
recordar si había otras personas que participaban de estas reuniones. 

28. PARA QUE DIGA SI CONOCE QUE EL GENERAL DEL 
CASTILLO HAYA VIAJADO A ESPAÑA CON EL FIN DE SOSTENER 
REUNIONES CON LOS REPRESENTANTES DE LA EMPRESA SITRE. 
DIJO: Que, desconozco . 

En este estado la señorita abogada defensora del procesado por 
intermedio del Juzgado formula preguntas: 

29. PARA QUE DIGA: CUANTOS AÑOS PRESTO SERVICIOS EN 
LA PNP. DIJO: Que, venía trabajando 23 años, pasando al retiro por límite de edad. 

30. PARA QUE DIGA SI ANTERIORMENTE AL TRABAJO 
REALIZADO CON EL CORONEL DEL CASTILLO QUIEN LE 
HICIERA LA INVITACION PARA QUE TRABAJARA CON EL EN 
TEMAS ESPECIFICOS DEL SISTEMA DE EMERGENCIA 105 TUVO 
UNA EXPERIENCIA SIMILAR A LA QUE TUVO CON ESTE 
CORONEL. DIJO: Que no, nunca, fue la primera vez por lo que esto para mi fue sorpresivo 
y quise primero consultar con el coronel y al consultarle al coronel y como él me dijo que aceptara yo 
acepté la propuesta, pero luego de un tiempo me di cuenta que había sido utilizado por el entonces 
Coronel Del Castillo lo cual se reafirmó cuando vi que después de esta adquisición se inició otra de 
mayor escala económica como fue el sistema informático e identificación policial que lo manejaba 
directamente el General Del Castillo con el Ingeniero Juan Urrutia, incluso dejando de lado a la 
obligación que le correspondía al coronel jefe de Informática en vista que el general manejaba en 
cuerpo entero este proyecto que no le correspondía. 

31. PARA QUE DIGA: SI DESEA AGREGAR ALGO MAS A SU 
PRESENTE DECLARACION. DIJO: Que sí, me siento mal porque se que se ha hecho 
un daño al estado y me siento arrepentido, por eso es que he decidido colaborar con la justicia 
siendo la primera vez que me veo involucrado en este tipo de actos, por lo que voy a seguir 
colaborando, quiero indicar que yo dependía jerárquicamente del GENERAL  Del Castillo 
desde el año 1994 hasta el año 2000, específicamente para todas las licitaciones yo era enviado con 
oficio por el General Del Castillo para asesorar técnicamente al Director de Logística”. 

 
62. Puntos a resumir de esa declaración son: (a) su viaje a España por 
designación de su superior, el acusado Del Castillo Colona, (b) el encargo de 
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éste para que trajese un “proyecto” o informe técnico proporcionado por los 
representantes de la empresa SITRE, en particular, el acusado Perea Guirado, 
(c) el que, estando en España, éste último, le puso en conocimiento de su 
intención de lograr la buena pro y su disposición de dar a cambio una ventaja 
económica, (d) el que se comunicó con Del Castillo Colona, vía telefónica, a 
efecto de trasladarle la singular e ilícita oferta, (e) el que el mencionado Del 
Castillo Colona “aceptara” el acuerdo, (f) el que regresara con el informe o 
proyecto proporcionado por la mencionada empresa, (g) el que diera cuenta 
inmediata a su superior Del Castillo Colona, (h) el que éste pusiera en 
conocimiento del Director General de Administración del Ministerio del 
Interior (OGA), el acusado Abraham Cano Angulo, el informe técnico 
recibido de Arce Cok, (i) el que el informe sirviera para redactar el 
requerimiento que Del Castillo Colona elevó a Cano Angulo, directamente, sin 
intervención de su superior Director de la Dirección de Apoyo Técnico. 
Lavado Reyes, (j) el que participara en el Comité de Adjudicación como 
asesor técnico con el encargo de Del Castillo Colona de calificar 
positivamente para la buena pro a la empresa SITRE, (k) el que por 
indicación de Del Castillo Colona se sirviera de su hijo, Carlos Alberto Arce 
Vargas, para abrir una cuenta bancaria en la que se iban a depositar las ilegales 
comisiones, (j) el que, efectivamente, se depositaran las comisiones en la 
cuenta de ahorros en moneda extranjera en el Banco Continental. 
 
63. La declaración de Arce Cok constituye medio probatorio que acredita, en 
principio y en conjunto con los documentos bancarios correspondientes, el 
depósito de dinero en la cuenta abierta a nombre de su hijo. Constituye, 
también, prueba directa del acuerdo habido entre el representante de la 
empresa Perea Guirado y el acusado Del Castillo Colona. La cuestión de su 
valoración con respecto de su inicial declaración preliminar ante el 
representante del Ministerio Público en que negó y silenció los resumidos 
hechos ha sido abordada y determinada ya en el desarrollo de las cuestiones 
procesales; la cuestión de su credibilidad, de su correspondencia y 
coincidencia con la realidad de los hechos afirmados en la acusación fiscal ha 
de ser examinada –valorada- desde una primera perspectiva singular o 
particular con referencia a la declaración misma y, posteriormente, con 
referencia a determinados hechos indiciarios que abonen ya como 
complemento o confirmación, ya como prueba indirecta de hechos distintos y 
hasta contradictorios de los afirmados en la acusación. 
 
64. En cuanto a lo primero, a la credibilidad o valoración singular de lo 
aportado, esta Sala no puede soslayar: 
 
a. Se trata de sindicación directa contra el acusado contumaz Perea Guirado 

como “oferente” de las “comisiones” y el “aceptante” Del Castillo Colona, 
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además de confesión de propia responsabilidad como partícipe del ilegal 
beneficio acordado. 

b. Como aparece de la transcripta invitación de AENTEC al acusado Del 
Castillo Colona, de la contestación de éste y de la resolución directoral que 
autorizó el viaje de Arce Cok, éste no viajó para capacitación formal alguna 
sino para conocer las instalaciones y la tecnología de la empresa española 
SITRE. 

c. Respecto de los acusados Cano Angulo (General de Brigada del Ejército 
Peruano), Del Castillo Colona (Coronel de la Policía Nacional del Perú) y 
Briones Dávila (General de División del Ejército Peruano y Ministro del 
Interior), Arce Cok, como Mayor Ingeniero de la Policía Nacional del 
Perú, se encontraba en clara posición de inferioridad jerárquica (y de 
subordinación directa con respecto de Del Castillo Colona); lo cual, en el 
supuesto de la existencia del acuerdo, descarta su sola participación tanto 
porque es hecho que no necesita prueba alguna que el personal policial y 
militar se halla bajo el régimen de mandato-obediencia que, en positiva 
perspectiva, facilita el control de la legalidad de las actuaciones, como 
porque cometido de tanta envergadura (por el monto, naturaleza y gran 
importancia del bien a adquirir) necesitaba no sólo de la concurrencia de 
pluralidad de funcionarios con competencia específica, sino de que éstos 
ostentaran grado mucho mayor al que poseía el mencionado Arce Cok. 
Abre esto, por tanto, la posibilidad de pluralidad de agentes, descarta una 
solitaria y aventurada participación delictiva y, en este nivel, torna en 
probable la participación de quienes sí ejercían funciones de decisión y 
ejecución de eventual contratación. 

d. En esa inferior posición, Arce Cok no podía decidir su propio viaje; no 
viajó a España motu proprio, sino designado por su superior Del Castillo 
Colona y autorizado por resolución del Ministro del Interior, el acusado 
Briones Dávila; ciertamente, no fue él el invitado, sino el acusado Del 
Castillo Colona.  

e. No podía tampoco, Arce Cok, decidir por sí mismo visitar las instalaciones 
de la empresa SITRE, sólo de ella, y regresar con un informe técnico 
proporcionado por ésta, por sus representantes, sin orden expresa de su 
superior el acusado Del Castillo Colona (éste reconoció el objeto del viaje 
y el que ello se plasmara en el formal requerimiento que él, Del Castillo 
Colona, elevó a Cano Angulo). 

f. En el acontecer ordinario de las cosas y el actuar promedio, no es 
razonable que, sin motivo alguno, las personas declaren e involucren a 
familiares directos, hijos por ejemplo, en investigaciones judiciales que 
podrían acarrear responsabilidad compartida. Esto sucedió en el caso del 
entonces procesado Arce Cok, quien declaró que por indicación del 
acusado Del Castillo Colona abrió cuenta en el Banco Continental a 
nombre de su hijo Carlos Alberto Arce Vargas para el depósito de las 
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ilegales “comisiones” por la buena pro a obtener y que al final se obtuvo. 
Y, efectivamente, los depósitos constan documentalmente; poco o nada 
importa que ellos se hayan producido antes del acuerdo, en ejecución de él 
o inclusive mucho después de entregado el bien y el que procedieran de la 
empresa misma, de sus representantes o de terceros. No es de recibo, por 
otra parte, el cuestionar la credibilidad de lo declarado sobre la base de un 
expectante beneficio por colaboración eficaz por parte de Arce Cok sin 
mayor alcance, es decir, sin otro elemento concurrente, pues, de ser así, 
ninguna declaración en vía de colaboración eficaz sería admisible y 
valorable, lo cual es un contrasentido. 

 
65. Por lo dicho, esta Sala tiene por probado el hecho de que hubo acuerdo 
entre el representante de SITRE y Del Castillo Colona al que, por 
convencimiento de ambos, se integró el propio Arce Cok -mientras estuvo en 
España – para la obtención de la buena pro en el futuro proceso de licitación 
selectiva; tiene por probado, también, el hecho de las comisiones ilegales 
pactadas y pagadas, así como el hecho de que, merced a ese acuerdo, Arce 
Cok redactó el requerimiento adecuado para la futura oferta de SITRE y el 
hecho que Del Castillo Colona conocía perfectamente ello por ser parte del 
acuerdo. 
 
66. Pero el Ministerio Público postuló la pretensión, también, sobre la base de 
hechos diversos que a su criterio llevaban a tener por probado el acuerdo 
colusorio, hechos, o más propiamente, indicios que vinculan a los acusados –
en particular los acusados Cano Angulo y Del Castillo Colona– y que a 
continuación el Colegiado examina en detalle. 
 
 
Prueba indirecta: indicios probados, plurales y concurrentes que entre ellos se orientan 
en un mismo sentido incriminatorio y que confirman lo establecido con la prueba directa a 
favor de la acusación fiscal.  
 
67. Son los siguientes: 
 
a. Está probado que las instalaciones –infraestructura- apropiadas para los 

equipos a adquirir y que se adquirieron no estuvieron listas sino hasta 
mucho después de firmado el contrato y vencidos los plazos pactados en 
él. Recordando que el contrato se celebró bajo al modalidad “llave en 
mano”, es decir, con la entrega del sistema en funciones, el hecho es 
significativo, pues indica, prima facie, por lo menos irregularidad que no 
condice con la situación de emergencia que determinó el uso del 
presupuesto correspondiente (de emergencia).  
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b. Está probado que se invitó sólo a empresas españolas, lo cual, es claro, 
reducía la posibilidad de lograr y conocer por lo menos más ofertas y 
tecnologías. No es atendible el argumento del idioma para explicar esta 
predilección, pues es hecho notorio que el avance tecnológico en ese 
campo es notable en los países anglosajones, y no siendo barrera el idioma 
para que productos de uso doméstico se comercialicen en países 
hispanoparlantes como el nuestro, esta Sala tiene como hecho cierto que, 
con mayor razón, personal militar especializado se encontraba en plena 
capacidad de superar esa aparente dificultad que determinó –según la 
insostenible posición de la defensa– limitar la adquisición; con ese solo 
argumento no se podría adquirir productos y tecnología de países no 
hispanoparlantes o simplemente conocer su eventual y posible 
predisposición a adecuar su ofertas o instrucciones al idioma nacional. 

c. Como lo admitió en sesión N° 06, el acusado Del Castillo Colona conoció 
a Urrutia Foncea –representante de SITRE- durante la exposición de 
AENTEC en octubre de 1994. Este hecho probado permite inferir, prima 
facie, que fue en esa ocasión en que concertaron el ilícito acuerdo. Declaró 
el acusado: “(…) Procesado Del Castillo Colona: Al Ingeniero URRUTIA lo conozco, 
(…) llegó en la Conferencia que le estaba explicando, en el año noventa y cuatro, (…) como 
representante de una de las tres Compañías. Ahí lo conocí nada más, porque fue él la persona que 
expuso sobre el Sistema de Emergencias (…)” 159. 
Está probado con su propia declaración, que el acusado Cano Angulo tuvo 
conocimiento de la visita y exposición de Urrutia Foncea y que, luego, 
según su versión, Del Castillo Colona le dio cuenta o comunicó sobre ese 
evento. Declaró el acusado en mención: “(…) Acusado Cano Angulo: (…) ellos 
lo explicaron, en sus exposiciones, (…) varias empresas hacían exposiciones, (…) Señor Fiscal 
Superior: ¿Cómo fue que usted tomó conocimiento que le ofrecían esas empresas españolas, señor 
CANO ANGULO? Acusado Cano Angulo: (…) por los informes que existían en la Oficina 
Sectorial de Comunicaciones, Telemática, no me acuerdo el nombre del Director, (…) CALDERON 
creo que era. Era un Director General, igual que yo. El veía todo lo sectorial, menos la Policía en lo 
que era informática, telemática, comunicaciones.(…) Era Oficina Sectorial de Telemática (…) Señor 
Fiscal Superior: Este representante o director de la Oficina Sectorial de Telemática, le informó a 
usted que las empresas españolas, estas empresas españolas, brindaban una mayor ventaja. Acusado 
Cano Angulo: No me informó, conversamos después de que tuvieron la exposición en su oficina. El 
organizó con los españoles acá en el Perú un conversatorio, y después como yo no asistí al evento, 
después lo busqué y le pregunté que era lo que habían tratado y cuales eran los objetivos, porque 
estábamos interesados en el Ciento cinco. (…) yo he leído el informe que ellos tenían, porque después de 
cada una de estas actividades hacen un Informe, y ese Informe yo lo leí. Señor Fiscal Superior: 
¿Esta persona, Director de la oficina que nos ha señalado, le mencionó el nombre de empresas? 
Acusado Cano Angulo: (…) solamente me dijo que la Embajada de España había organizado 
con empresas españolas, era una Asociación Nacional de Telemática, algo así española (…)” 160.        
“(…) Señor Fiscal Superior (…) esta persona [Del Castillo Colona] se reunió también con 
usted, en forma personal o simplemente fue a través de la comunicación escrita. Acusado Cano 

                                                 
159 Foja 4015, tomo 7. 
160 Foja 3923 a 3924, tomo 7. 
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Angulo: Ya en varias oportunidades yo había conversado antes de esto [Sistema de Emergencia 
“105”], por motivos de trabajo, con el coronel, sino me equivoco en esa época, porque él era Jefe de 
Telemática, creo que se llamaba en la Policía Nacional, y ya el Ministerio había hecho adquisiciones 
como le comenté de sistemas satelital que eran unas antenas parabólicas grandazas que estaban en el 
Ministerio, y otros sistemas más, porque son sistemas doctor. O sea, sí conocía, si sabía, porque yo era 
General en el Ejército, o sea, tenía conocimiento por mi especialidad, porque yo soy Artillero, conozco 
sobre eso; entonces, eso era parte de lo que yo iba asumiendo, (…) Señor Fiscal Superior: 
Dígame, en esta oportunidad que se reunió con el señor DEL CASTILLO COLONA, para estos 
efectos, éste le puso de conocimiento que empresas españolas se encontraban este servicio, o que él tenía 
conocimiento respecto de empresas españolas que brindaban este servicio. Acusado Cano Angulo: 
Sí, yo conocía porque la OSPI había hecho un conversatorio, una exposición, y siempre se enviaban 
oficiales, tanto de la policía como personal de nosotros del Ministerio, a las diferentes ferias 
internacionales, (…) enviaban folletos, enviaban revistas, enviaban documentación, porque esto era 
novedoso doctor, era sofisticado, y yo no era especialista. Señor Fiscal Superior: Entonces, esta 
persona le puso en conocimiento que en efecto habían empresas españolas dedicadas específicamente a 
este tipo de productos. Acusado Cano Angulo: Sí, (…)” 161.  
Así, pues, en lo que respecta a estos dos acusados, Del Castillo Colona y 
Cano Angulo, previamente a inferir ilegal concertación, queda probado que 
hubo conversación entre Urrutia Foncea y el primero de los nombrados y 
entre éste y Cano Angulo con ocasión de la exposición de Urrutia en 
representación de SITRE. 

d. Como se desarrolló, mediante carta fechada el veintisiete de octubre de mil 
novecientos noventa y cuatro AENTEC invitó a Del Castillo Colona, con 
todos los gastos pagados, a visitar las instalaciones de sólo dos empresas 
españolas: SITRE y EyP TELECOMUNICACIONES. Este hecho 
probado, lo mismo que el descrito en el punto anterior (conocimiento, 
conversaciones) reviste capital importancia como irregularidad funcional 
en tanto que lleva al hecho cierto que los representantes de SITRE, por 
intermedio de Del Castillo Colona, tuvieron conocimiento de que se venía 
discutiendo la necesidad de adquirir los equipos y sistema de comunicación 
“105”. 

e. Como queda probado con el tenor de la propia invitación, el objeto de ésta 
no fue capacitación alguna, sino presentación y visita de instalaciones de 
SITRE que, según la declaración de Arce Cok (quien fue el que realizó la 
visita), se limitó a la empresa en mención. En suma, SITRE no hizo otra 
cosa que “ofertar” informalmente, previamente a todo concurso, su 
producto, lo que en el contexto de ese momento de discusión y examen de 
la necesidad y posibilidad de la referida adquisición significaba por sí solo, 
por lo menos, irregularidad funcional; pero, como declaró el propio Arce 
Cok, no sólo se ofertaba, sino que se visitaba para adecuar el requerimiento 
futuro a lo que ofrecía SITRE, hecho a todas luces ilícito. 

f. La invitación se dio a través de la Embajada del Reino de España en el 
Perú, es decir, a nivel alto y formal, sin embargo, la invitación de 
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AENTEC se dirigió no al Ministro del Interior (el acusado General 
Briones Dávila), no al Director de la Oficina General de Administración de 
ese ministerio (el acusado General Cano Angulo), no al Director de Apoyo 
Técnico de la Policía Nacional del Perú (el testigo General Lavado Reyes), 
sino al inferior de éste, el acusado Coronel Del Castillo Colona. Este hecho 
resulta indicador del contacto entre este último y la empresa SITRE, a 
través de AENTEC, contacto que abona a favor de la realidad de la 
acusada concertación. 

g. Es hecho probado que el Consejo Económico del Ministerio del Interior, 
en sus citadas actas de sesiones abordó el tema de la adquisición de 
equipos “105” y GPS  y dispuso la realización de un estudio conjunto entre 
la OGA, la DIATEC y la VII Región PNP; no consta en esas actas, ni 
en autos, que el estudio se haya realizado y expuesto; en cambio, sí 
consta que antes que el Consejo apruebe la adquisición –catorce de julio de 
mil novecientos noventa y cinco -, Del Castillo Colona procedió a realizar 
su propio “estudio”.  En etapa instructiva explicó Arce Cok en su citada 
declaración: “(…) el coronel Del Castillo dispuso que yo confeccionara un informe técnico dirigido 
a él sobre la necesidad de adquisición de dicho sistema, yo elaboré este informe técnico indicando las 
bondades del sistema de emergencia 105 ofrecido por SITRE, entregándole este informe al coronel Del 
Castillo y éste lo elevó a la OGA del Ministerio del Interior.(…)”162. Coincide con lo dicho 
por el acusado Del Castillo Colona: “(…) Para esos efectos, teníamos unos especialistas 
que recogían todas las informaciones de diferentes Unidades, la situación misma del Centro de 
Emergencias Ciento Cinco que no era un Sistema [d]e informaciones de diferentes compañías, que van 
ofreciendo Señor Fiscal Superior: Usted realizó un estudio, entiendo? Procesado Del 
Castillo Colona: Se realizó un Estudio en la División de Comunicaciones, a través del Ingeniero 
de Proyectos que era el Comandante ARCE Señor Fiscal Superior: Usted designó al 
Comandante ARCE, a efectos que elaborara un informe (…) Procesado Del Castillo 
Colona: Claro, era digamos una necesidad Señor Fiscal Superior: Dígame: En qué concluyó 
esta orden que usted le dio al señor ARCE COK, respecto a que realice esta investigación? 
Procesado Del Castillo Colona: Concluyó con el requerimiento Señor Fiscal Superior: 
Este requerimiento fue redactado el año noventa y cinco, específicamente el seis de julio. Es correcto? 
Procesado Del Castillo Colona: Es así163 (…) Señora Presidenta y Directora de 
Debates: (…) la Sétima Región, tiene que hacerles (…) el requerimiento. Porque, la necesidad nace 
del usuario Procesado Del Castillo Colona: Nosotros también somos usuarios, porque nosotros 
también teníamos la obligación de ver por la operatividad de los equipos. Señora Presidenta y 
Directora de Debates:  Entonces, ustedes asumen? Procesado Del Castillo Colona: 
Ambos éramos usuarios. (…) Señora Presidenta y Directora de Debates (…) Entonces, 
ustedes con la Sétima son los que hacen el estudio y plantean el requerimiento, porque el requerimiento 
tiene que ser sustentado con informes técnicos, tanto es así que se dice que usted va e informa (…) 
Procesado Del Castillo Colona: Era mi función (…)”164.  

h. El “estudio” de Del Castillo Colona sólo consistió en conocer las 
pretensiones de una sola empresa, SITRE, y adecuar el requerimiento a 
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ella, sin participación de la VII Región PNP (que iba a estar a cargo del 
sistema); no se conocieron ni indagaron en otras empresas españolas. Dada 
la especialidad de la propia DIATEC, de su personal –entre ellos Arce Cok 
y el propio Del Castillo Colona-, esta Sala asume como probado el hecho 
de que no se necesitaba de visitas a instalaciones de empresa alguna para 
formular un requerimiento abstracto, específico, acorde a la necesidad que 
se tenía por urgente (ampliar la cobertura de atención a la ciudadanía) y no 
a los ofrecimientos de una empresa en particular. 

i. Con el oficio de elevación del requerimiento dirigido por Del Castillo 
Colona –que se ha transcrito- a Cano Angulo como Director General de 
Administración, queda probado que no fue con el inexistente estudio 
encargado a la OGA-DIATEC-VII Región PNP con que se decidió la 
adquisición, sino que lo fue con ese requerimiento (elaborado por Arce 
Cok). Declararon al respecto los acusados Del Castillo y Cano Angulo: 
“(…) la necesidad ya la tomo en julio con un documento que está en autos, que la DIATEC hace a 
la OGA, pero la OGA, no compra lo que no está en el presupuesto; entonces, eso tenía que ir al 
Consejo Económico para que en el Consejo Económico prioricen su ejecución, y para que también la 
OSPI vea si hay o no presupuesto. Yo ejecutaba el presupuesto, yo no tenía mando sobre el 
presupuesto165 (…) Señor Fiscal Superior: A efectos de poder usted, recibir el requerimiento y 
como nos ha señalado elevarlo al Consejo Económico, debía usted recepcionar un documento apropiado 
de parte de la Dirección, de parte del Jefe de la Dirección de la DIATEC, para poder llevar a cabo 
esta elevación como usted sostiene Acusado Cano Angulo: Sí, pero llegó por la OFITEL, creo 
que se llamaba la oficina, no recuerdo exactamente, pero él era jefe de una Oficina de Telemática de 
Policía Señor Fiscal Superior: Usted ante este requerimiento, puso de conocimiento del Director el 
señor LAVADO REYES, respecto a lo que se venía requiriendo un personal a su cargo Acusado 
Cano Angulo: No. Porque por línea de comando, yo tenía que haberlo hecho al Director General 
de la Policía, quien en realidad si fuera como usted me dice, el que debe remitirle el documento es el 
Director General de la Policía el señor ALVA, porque era Director General igual que yo Señor 
Fiscal Superior: ¿Por qué motivo no lo hizo el Director General de la Policía ni el Director de la 
DIATEC? Acusado Cano Angulo: Era procedimiento en el Ministerio que las dependencias 
para evitar demoras a la OGA, que era el órgano de abastecimiento, le hagan saber sus necesidades, de 
tal manera a fin de agilizar se daba cuenta verbal al Director General (…) Señor Fiscal 
Superior: (…) una vez que usted recibió el requerimiento, ¿Cuál fue su proceder? ¿Lo elevó 
inmediatamente al Consejo Económico? Acusado Cano Angulo: Al Consejo Económico (…)” 
166.  “(…) Parte Civil, Procuraduría Pública, señor Chávez Trujillo: El procesado 
DEL CASTILLO COLONA, en su declaración instructiva, ha referido que con el oficio remitido 
por la DIATEC, y firmado por éste, se solicitó la aprobación del requerimiento, más no la 
adquisición. ¿Qué nos puede decir al respecto? Acusado Cano Angulo: Sí, es verdad, porque sí se 
autoriza que ese requerimiento es válido, en el Consejo Económico se discute para su adquisición. 
Todas las necesidades del Ministerio, de los órganos policiales y no policiales, que se prioriza su 
adquisición, van al Consejo Económico; y, si en el Consejo Económico, hay fondos, se compra o se 
deriva para el mes siguiente, para ver como estamos de fondos (…)” 167 “(…) Señor Fiscal 
Superior: (…) Una vez que esta persona fue de viaje a la Ciudad de España, informó diariamente 
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respecto a las actividades que éste realizaba allá, o hizo un informe volviendo del viaje. Cómo se realizó 
esto? Procesado Del Castillo Colona: En ningún momento. Cuando regresó, me comentó (…) 
que había habido visitas a diferentes compañías, con diferentes temas y que había también diferentes 
tecnologías, que le sirvieron a él para su conocimiento Señor Fiscal Superior: En alguna 
oportunidad, usted se comunicó telefónicamente con esta persona, durante su estadía en dicho país? 
Procesado Del Castillo Colona: En ningún momento. Además, hay cierto respeto de grado, yo 
no puedo estar llamando por teléfono a un Jefe así, en forma informal Señor Fiscal Superior: 
Presentó esta persona, un informe formal respecto a sus actividades? Procesado Del Castillo 
Colona: El informe ha sido el requerimiento, normalmente fue verbal, como le acabo de 
decir Señor Fiscal Superior: (…) estando a sus respuestas anteriores: Qué tiene usted que decir a 
lo señalado justamente por la persona de ARCE COK, en su declaración instructiva en el proceso que 
es materia de la presente, cuando señala que usted lo mandó a España, a explícitamente traerle el 
Proyecto de Emergencias Ciento Cinco que allí le darían?. Habiéndose reunido en ese país, ese 
declarante con su co-acusado VICTOR PEREA, representante de la empresa SITRE, quien le 
ofreció el cuatro por ciento del precio de venta para él como para usted; por lo que lo llamó y usted 
telefónicamente aceptó dicho monto? Procesado Del Castillo Colona: Como le digo: Quien 
designó a la persona para viajar, fue el Director de la DIATEC y yo en ningún momento he hablado 
con él, sino lo que usted acaba de expresar (…)” 168.  

j. Según consta en las actas del Consejo Económico, el General Lavado 
Reyes –Director de Apoyo Técnico PNP, DIATEC, y superior jerárquico 
de Del Castillo Colona–    participó en las reuniones en las que se trató la 
necesidad de adquirir el sistema “105”. Inclusive en la sesión de diez de 
febrero de mil novecientos noventa y cuatro consta que el Ministro del 
Interior, el acusado Briones Dávila, encargó que el General Lavado 
coordinara con la VII Región PNP para la implementación del sistema. No 
obstante con la prueba documental: oficio de invitación de SITRE, 
contestación de Del Castillo Colona, así como con las declaraciones de 
éste,  del propio Lavado Reyes y de Arce Cok, queda probado que los 
acusados marginaron a aquél, a Lavado Reyes, lo cual, en el ámbito de la 
importancia de su cargo en su específica competencia (tecnología de 
comunicaciones) y su condición de superior jerárquico de Del Castillo 
Colona, es altamente indiciaria del ilícito actuar imputado169.  Lejos de 
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poner en conocimiento de ese superior, el acusado Del Castillo Colona 
elevó el “requerimiento” proporcionado por Arce Cok al acusado Cano 
Angulo (consta así en el oficio respectivo); declaró al respecto: “(…) Señor 
Fiscal Superior: A efectos de poder usted, recibir el requerimiento y como nos ha señalado elevarlo 
al Consejo Económico, debía usted recepcionar un documento apropiado de parte de la Dirección, de 
parte del Jefe de la Dirección de la DIATEC, para poder llevar a cabo esta elevación como usted 
sostiene Acusado Cano Angulo: Sí, pero llegó por la OFITEL, creo que se llamaba la oficina, 
no recuerdo exactamente, pero él era jefe de una Oficina de Telemática de Policía Señor Fiscal 
Superior: Usted ante este requerimiento, puso de conocimiento del Director el señor LAVADO 
REYES, respecto a lo que se venía requiriendo un personal a su cargo Acusado Cano Angulo: 
No. Porque por línea de comando, yo tenía que haberlo hecho al Director General de la Policía, quien 
en realidad si fuera como usted me dice, el que debe remitirle el documento es el Director General de la 
Policía el señor ALVA, porque era Director General igual que yo Señor Fiscal Superior: ¿Por 
qué motivo no lo hizo el Director General de la Policía ni el Director de la DIATEC? Acusado 
Cano Angulo: Era procedimiento en el Ministerio que las dependencias para evitar demoras a la 
OGA, que era el órgano de abastecimiento, le hagan saber sus necesidades, de tal manera a fin de 
agilizar se daba cuenta verbal al Director General (…) Señor Fiscal Superior: (…) una vez que 
usted recibió el requerimiento, ¿Cuál fue su proceder? ¿Lo elevó inmediatamente al Consejo 
Económico? Acusado Cano Angulo: Al Consejo Económico (…)”. 

k. El tiempo. Como afirmó Arce Cok, al retornar al Perú – el diecinueve de 
noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, según migraciones- dio 
cuenta y entregó a Del Castillo Colona el proyecto “que le habían 
entregado”. Como ya se ha visto, el acusado declaró que el “estudio” de 
Arce Cok concluyó con el requerimiento. Pero, contradiciendo el 
argumento de la defensa de la urgencia de la adquisición, fue recién con 
oficio, transcrito, de seis de julio de mil novecientos noventa y cinco que 
Del Castillo Colona elevó ese requerimiento al Director General de 
Administración, el acusado Cano Angulo; es decir, más de medio año 
después de recibida la información de parte de Arce Cok.  

l. Establecía el entonces vigente Reglamento Único de Adquisiciones para el 
suministro de bienes y prestaciones de servicios no personales para el 
Sector Público (RUA, aprobado por Decreto Supremo N° 065-85-PCM) 
que: “Artículo 1.4.1.- Las necesidades de bienes o de servicios se expresarán empleando el 
respectivo Catálogo. Cuando tengan que adquirirse, el Órgano de Abastecimiento en 
coordinación con quienes previeron formulará las respectivas Especificaciones 
Técnicas”170; y, que “Artículo 4.3.2.- El organismo del sector público interesado, es 
responsable de indagar en el mercado nacional e internacional las características de los productos, su 
competitividad en el mercado, las conveniencias estratégicas de renovación u otros datos necesarios”. Al 
respecto los acusados Cano Angulo y Galarreta Díaz declararon: “(…) 
Acusado Cano Angulo: Las bases administrativas las hace la OGA. Señor Fiscal 
Superior: ¿A través de qué oficina? Acusado Cano Angulo: Oficina de Abastecimiento 
(…)”171. “(…) Procesada Galarreta Díaz: Las bases administrativas, lo elaboró la Oficina 
de Abastecimientos a mi cargo. Señor Fiscal Superior: [¿]Qué documentos tuvo usted a efectos de 
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poder elaborar estas bases administrativas?. [¿]Tuvo algún documento a la vista, a efectos de  poder 
realizar este documento de bases administrativas? Procesada Galarreta Díaz: Claro, las bases 
administrabas y especificaciones técnicas, o sea, la parte que corresponde a las bases administrativas, lo 
elaboraba mi Oficina en base al Reglamento Único de Adquisiciones y a los documentos que deberían 
presentar los proveedores en el sobre uno, el sobre dos, el sobre tres. Y las especificaciones técnicas eran 
presentadas, en este caso lo presentó la DIATEC, y que eran adjuntadas a las bases administrativas. 
Entonces, se conformaban la bases administrativas y las especificaciones técnicas172 (…) las bases 
administrativas son iguales para todas las adquisiciones, para todos los procesos. Lo único que varían 
son las especificaciones técnicas, o sea, en ningún momento ningún proveedor interviene para hacer las 
bases (…)”173. Tanto por la expresa normativa citada, como porque se trataba 
de aspectos técnicos que sólo podía proporcionarlos la dependencia 
especializada, las versiones citadas en el sentido de que fue la DIATEC, es 
decir, el acusado Del Castillo Colona, quien proporcionó ese tipo de 
información, es cierta. 

m. Es hecho probado con las actas de sesiones citadas que el acusado Cano 
Angulo, como miembro del Consejo Económico del Ministerio del 
Interior, conocía que se venía tratando la necesidad de adquirir el sistema 
“105”; y por tanto, que se había ordenado un estudio conjunto entre la 
OGA (a su cargo), la DIATEC (a cargo del testigo Lavado Reyes) y la VII 
Región PNP, todos a cargo de Generales. Sin embargo, ni el estudio 
conjunto se realizó, ni el acusado tuvo reparo alguno en recibir 
formalmente, con oficio, el “requerimiento-estudio” de parte del Coronel 
Del Castillo Colona (subordinado de Lavado Reyes) y así lo trasladó y 
expuso ante el Consejo. 

n. Con las actas de sesiones del Consejo Económico, está probado que el 
acusado Cano Angulo expuso la necesidad y conveniencia de adquirir el 
sistema “105”, lo que, en el contexto indiciario que se va describiendo, 
revela más que mero voluntarismo en que la adquisición se concrete y ello 
coincide con la directa sindicación de quien fuera Arce Cok; asimismo, 
correspondía al acusado en mención el sustentar si podía asignarse 
presupuesto para la adquisición y, ciertamente, así lo hizo. Consta en su 
declaración: “(…) Señor Fiscal Superior: (…) el acusado BRIONES DAVILA, ha 
sostenido que en la sesión de fecha diez de julio del noventa y cinco, se acordó que la OGA a cargo 
suyo, informe sobre la posibilidad de adquirir este sistema de la PNP por la suma de Dos millones 
trescientos mil. Según la propuesta efectuada por el general DEL CASTILLO COLONA, Jefe de 
la DIATEC. Dígame ¿En qué consistía este informe sobre la posibilidad de poder adquirirlo, señor 
CANO ANGULO? Acusado Cano Angulo: Cuando la OGA hace un Informe, es sobre las 
posibilidades de presupuesto para poder adquirir este sistema. Si hay o no fondos, la necesidad está, el 
problema es si hay o no hay fondos. ¿Quién es el administrador del presupuesto del Ministerio del 
Interior? Es la OGA, por eso, yo tengo que informar, si tengo o no presupuesto, si se puede o no se 
puede adquirir. Señor Fiscal Superior: Justamente, ¿Existía el presupuesto para efectos de poder  
adquirir este producto, señor CANO? Acusado Cano Angulo: Sí, fue un presupuesto de 
emergencia a la Policía Nacional con el que se pudo adquirir (…) Señor Fiscal Superior: En ese 
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caso se acordó que usted informe sobre la posibilidad de adquirir. Usted a la sesión me imagino, 
informó que éste si se podía adquirir. ¿Es correcto? Acusado Cano Angulo: Sí, yo debo haberlo 
informado, porque se ha adquirido, y debo haber informado que si había presupuesto y que si se podía 
hacer la adquisición.(…)” 174. 

o. Es altamente significativo el hecho que aunque con el ilegal acuerdo –que 
los indicios van perfilando- los representante de SITRE conocían que se 
requerían ambientes especiales para la instalación de los equipos ello no 
fue previsto, no obstante que el contrato era “llave en mano”, ello, es 
evidente, denota que interesaba sólo la adquisición, el pago del precio y de 
las “comisiones”. Nuevamente, no es de recibo que personal especializado 
en telecomunicaciones, que inclusive realizó un “estudio” con viaje al 
extranjero para conocer in situ el producto y sistema, no previera 
semejante y esencial aspecto o requerimiento técnico. 

p. Divergencia de fechas. Como se indicó, el trece de julio de mil novecientos 
noventa y cinco la acusada Galarreta Díaz, como Directora de 
Abastecimiento, dirigió al acusado Cano Angulo, como Presidente del 
Comité de Adjudicación, el informe técnico que se ha transcrito y en el que 
constan ya las características técnicas; en ese informe se daba cuenta de la 
aprobación de la adquisición en sesión de Consejo Económico. El mismo 
día, los respectivos responsables (no comprendidos en este proceso) 
elevaron al mismo Cano Angulo los informes financiero y legal. El mismo 
día, el acusado Cano Angulo elevó el expediente administrativo 
(conformado con esos informes) al Ministro del Interior, el acusado 
Briones Dávila. Pero el hecho es que la adquisición del sistema recién se 
decidió en sesión del Consejo Económico del Ministerio del Interior de 
catorce de julio, es decir, un día después de los oficios mencionados. Esta 
divergencia resulta indicadora respecto de la vinculación del acusado Cano 
Angulo, miembro del Consejo. 

q. Indicio del acuerdo constituye, también, el que fuera el propio Arce Cok 
quien calificara, como asesor técnico del Comité de Adjudicación, a las 
empresas postoras, entre ellas, la visitada SITRE. Declararon Cano Angulo 
y Del Castillo Colona: “(…) Señor Fiscal Superior: (…) ¿Con el propósito de que 
participe como especialista técnico el señor ARCE COK, se ofició al señor LAVADO REYES, 
para efectos de que éste pueda participar? Acusado Cano Angulo: Yo envío el oficio a la 
DIATEC que me envíen un representante, no doy nombre. Señor Fiscal Superior: ¿Este oficio 
fue recepcionado por la Dirección, es decir por el señor LAVADO REYES o se dirigió al señor 
DEL CASTILLO COLONA? Acusado Cano Angulo: No recuerdo, pero en los cargos que 
está en la OGA – Dirección de Abastecimiento (…)”175.        “(…)Señor Fiscal Superior: 
(…) Usted (…) dispuso la participación del Comandante ARCE COK, como asesor en el Comité 
(…) Procesado Del Castillo Colona: Es la OGA el que solicita. El Ingeniero era 
especializado y como era el único Ingeniero en Comunicaciones, (…) Yo dispuse que fuera, porque la 
OGA solicitó un Ingeniero Especializado en la materia y era el único que había en Comunicaciones 
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Señor Fiscal Superior: [¿]El criterio fue que esta persona era el único especializado en 
Comunicaciones? Procesado Del Castillo Colona: El único especializado en Comunicaciones, 
era Ingeniero Señor Fiscal Superior: [¿]Porqué se mandó a esta persona, si esta persona 
justamente era quien había participado en reuniones con miembros de las empresas proveedoras en 
España[?]. [¿]Porqué se escogió a esta persona, si esta persona justamente había tenido la oportunidad 
de ir a España a entrevistarse con estas personas?  Procesado Del Castillo Colona: Como le 
vuelvo a repetir, el Ingeniero era Especializado en Comunicaciones y la OGA lo solicitó (…)” 176. Si 
el técnico Arce Cok era el único disponible, fue responsabilidad de Del 
Castillo Colona que su participación en el Comité resulte más que irregular 
por haberlo comisionado para el viaje a España y lo que ello significó, aun 
en el supuesto de no mediar colusión alguna. 

r. El acusado Cano Angulo ha reconocido el hecho de haber sido quien 
cursó las invitaciones a las tres empresas españolas postoras, entre ellas, 
SITRE. Declararon los acusados Galarreta Díaz, Cano Angulo y Del 
Castillo Colona: “(…) una vez que se contaba con las bases administrativas que eran aprobadas 
por el Director General de Administración, luego procedían a las invitaciones, (…) a los proveedores. 
Como era Licitación Selectiva y de acuerdo al RUA, existe un capítulo especial para Licitaciones 
Selectivas en el cual por invitación se invita177 (…) A las empresas se les invita a que se acerquen a la 
Oficina a comprar las bases administrativas, las bases administrativas con las especificaciones técnicas. 
Señor Fiscal Superior: Cómo se seleccionó a las empresas? Procesada Galarreta Díaz: 
(…) la entidad solicitante son los que hacen la indagación y bueno, en este caso, coordinaron con el 
Director de la OGA quien es el que selecciona a las empresas a las cuales invita178 (…) Señora 
Presidenta y Directora de Debates: (…) cómo se llega a buscar a estos proveedores. Usted nos 
dice que no tuvo conocimiento de ello, que no tuvo nada que hacer en la invitación. Procesada 
Galarreta Díaz: Bueno, lo que sí como Directora de Abastecimientos, verifiqué que 
estuvieran inscritos en el Registro de Proveedores, tenían que inscribirse en el 
Registro de Proveedores. Estaban inscritos y consecuentemente, (…) habían 
cumplido con lo que era la inscripción de proveedores (…)”179 “(…) Acusado 
Cano Angulo: Las invitaciones se hacen después que (…) la oficina de DEL CASTILLO, (…) 
presentan, pero la OGA también tiene su relación de proveedores, también tenemos archivo pasivo. 
Señor Fiscal Superior: Entonces, la oficina de DIATEC fue la encargada de seleccionar a las 
empresas. Acusado Cano Angulo: No la OGA. Entonces, yo soy el que firmo las invitaciones, 
¿A quiénes? A esas empresas, y a ellos son los que se les va a decir las bases, que cosa quiero comprar. 
No es pública, cualquiera no puede comprar, solamente las (…) empresas a las cuales se les invita. 
Señor Fiscal Superior: (…) ¿Cuál fue entonces el criterio que usted como Director de la OGA, 
tuvo para efectos de poder seleccionar las tres empresas que participaron en este proceso? Acusado 
Cano Angulo: Porque eran las únicas que habían en ese entonces de conocimiento de la OGA, que 
podían proveer de este sistema. Señor Fiscal Superior: ¿Estas empresas se encontraban en la 
relación de proveedores de la OGA, señor CANO ANGULO? Acusado Cano Angulo: No. 
Cuando me oficia la DIATEC no los tenía, pero en coordinación que se hace, (…) hice algunas 
consultas, y eran las únicas que habían en ese momento (…)” 180. Conforme a lo dicho por 
Arce Cok, el acuerdo entre Del Castillo y los representantes de SITRE 
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consistía en que hicieran participar a dos empresas más, pues para esta 
Licitación Selectiva se requería de tres postores como mínimo; de esta 
manera, Del Castillo Colona le dio la relación de las tres empresas 
españolas que debían ser invitadas, lo que se concretó con las invitaciones 
directas que cursó el jefe de la OGA. Declaró el acusado Cano Angulo: 
“(…) Señor Fiscal Superior: ¿Dígame, de las tres empresas que participaron, las tres eran 
españolas? Acusado Cano Angulo: Sí.181 (…) Parte Civil, Procuraduría Pública, 
señor Chávez Trujillo: Díganos, ¿En su declaración instructiva usted ha referido que los 
nombres de las empresas que debían ser invitadas, fue proporcionada por su coprocesado DEL 
CASTILLO COLONA (…) y, ahora acá al representante del Ministerio Publico le ha dicho que 
usted dispuso? Acusado Cano Angulo: (…) la DIATEC (…) me da la relación de quienes son 
los que pueden proveer. Quien toma la decisión es la OGA a quienes invitar y cuanto más invite y 
mejor aquellos que puedan abastecer esa licitación va a ser mejor, doctor182(…) Defensa del 
procesado CANO ANGULO, abogada Luz Maltese: ¿Cómo usted adquiere o consigue el 
nombre de estas tres empresas españolas? Acusado Cano Angulo: Porque la Oficina de 
Telemática de la Policía, da los nombres de ellos y en la Oficina Sectorial también chequeo y verifico, 
que ellos han venido a Perú y han hecho exposiciones y que tenían sistemas así, similares a este. 
Defensa del procesado CANO ANGULO, abogada Luz Maltese: ¿Hizo una 
búsqueda a nivel nacional de empresas con el sistema que se requería? Acusado Cano Angulo: 
En la lista de proveedores que yo tenía en la OGA sí, y con algunas personas que eran abastecedores 
conversé, no tenían capacidad para lo que estaban pidiendo (…)”183. El acusado Del Castillo 
Colona negó el hecho: “(…) Defensa de los procesados Cano Angulo, Galarreta 
Díaz y Marquina Díaz: Al ser una Licitación Selectiva, [¿] quién alcanza los nombres de los 
proveedores?. Al ser una Licitación Selectiva, es por invitación a los postores. Procesado Del 
Castillo Colona: Es el Director de la OGA, está dentro de su función. Defensa de los 
procesados Cano Angulo, Galarreta Díaz y Marquina Díaz: La DIATEC, con el 
requerimiento no presentó también una lista de proveedores, de acuerdo a sus estudios? Procesado 
Del Castillo Colona: En ningún momento (…)” 184.   Frente a la directa sindicación 
de Arce Cok y a la del propio Cano Angulo y teniendo en cuenta que era el 
acusado Del Castillo Colona el especialista en el tema y el que, a través de 
Arce Cok, realizó el “estudio” con visita a la empresa SITRE incluida y que 
la invitación para esa visita incluía también a la empresa EyP 
TELECOMUNICACIONES (que también participó en la licitación), la 
negación de Del Castillo Colona constituye mero argumento de defensa; 
fue él quien proporcionó los datos a Cano Angulo (según acordaron). 

s. En la evaluación de los aspecto técnicos de las ofertas, ya en el proceso de 
licitación, Arce Cok elevó su informe no al Comité –que se lo había 
encargado-, sino a su superior Del Castillo Colona (consta así en el oficio 
respectivo transcrito), éste, lo elevó a Cano Angulo (consta también en la 
transcripción correspondiente).   El acusado Del Castillo Colona se refirió 
al hecho:  “(…) él [Arce Cok] por conducto regular me remitió el informe de calificación para el 
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Director de la OGA y lo que yo hice es elevarlo al Director de la OGA, ese informe. Señor Fiscal 
Superior: Explíquenos los motivos por los cuales sucedió esto, dado que usted no era parte de este 
Comité Especial, y por el contrario, esta persona sí era integrante como Asesor de este Comité Especial 
y debió ceñirse a elaborar el Informe solicitado para este Comité y no para su persona, como usted ha 
señalado. Procesado Del Castillo Colona: Es por eso que lo elevé. Ese fue el procedimiento que 
estipulamos. Si es un informe que no me corresponde lo elevo donde debe ser, que era el Director de la 
OGA. Señor Fiscal Superior: [¿]Usted revisó el expediente, el informe técnico que le puso de 
conocimiento este señor? Procesado Del Castillo Colona: Como le digo: Como no me 
correspondía lo elevé (…)” 185. 

t. Existía vinculación entre las empresas postoras SITRE y EyP 
TELECOMUNICACIONES, quienes, como se ha indicado, registraban 
como parte de su cuerpo directivo al acusado contumaz Perea Guirado.  

u. Las bases administrativas establecían que el contrato debía firmarse el 
dieciocho de setiembre de mil novecientos noventa y cinco, sin embargo, 
el contrato se firmó el dia veintiocho, es decir, diez días después. El 
artículo 5.1.5 del entonces vigente RUA establecía: “En caso que el proveedor 
beneficiado con la buena pro no cumpla  con suscribir el contrato en el plazo señalado, se notificará al 
postor que hubiera ocupado el segundo lugar en orden de prelación. Se comunicará el hecho al Consejo 
de Adquisiciones Departamental quien divulgará entre los organismos públicos de la jurisdicción la 
inhabilitación del proveedor, conforme al Artículo 6.2.2.     El organismo público afectado, ejecutará 
automáticamente la garantía presentada con la propuesta”. Es, pues, indicio de 
responsabilidad el que se inobservara norma tan clara y expresa en forma 
evidente. No son, por tanto, de recibo las razones de orden administrativo 
alegadas por el acusado Cano Angulo:  “(…) La OGA tiene una Dirección de 
Abastecimiento, ahí se hace el contrato, y tiene un Asesor legal, que es el que verifica si ese contrato 
está bien. Quien lo firma en representación del Ministerio es el Director General de la OGA, que soy 
yo, y para (…) poder firmar, (…) Señor Fiscal Superior: Justamente, a efectos de que firme el 
contrato. ¿Explíquenos por qué se firmó el mismo, diez días después del plazo que se había establecido 
en las bases? Acusado Cano Angulo: Que yo recuerde hoy terminé, mañana doy el oficio, y 
después de eso no recuerdo exactamente, pero tiene que haber habido unas cuestiones administrativas 
que demoraron. Señor Fiscal Superior: No recuerda. El hecho de la demora en los diez días, era 
algo regular, normalmente pasaba. Acusado Cano Angulo: No. Señor Fiscal Superior: 
Explíquenos. Acusado Cano Angulo: Que pasa, normalmente cuando es una empresa nacional, 
se firma en cinco días como dice el RUA, pero en este caso, y en algunas que hemos hecho con empresas 
que son internacionales, su representante tiene que venir a Perú a firmar (…) autorizado por sus leyes 
del país donde ellos ejercen el comercio, tienen que venir a firmar, porque acá normalmente envían un 
representante para la licitación, pero al momento que ganan, recién vienen, no recuerdo exactamente 
doctor, pero tiene que haber habido alguna situación administrativa, para que después de diez días 
calendario se firmé, lo normal es cinco días de acuerdo al RUA. Señor Fiscal Superior: 
¿Específicamente en este caso, no recuerda cuál fue el motivo? Acusado Cano Angulo: 
Exactamente no le puedo decir por qué, pero si tiene que haber habido cosas, como por decirle, esto no, 
yo firmo un día después para dar conocimiento, ya son dos días, y luego tiene que presentarme un 
documento del Banco en el cual está la garantía de fiel cumplimiento, todas esas cosas tienen que estar 
antes de que yo firme, debe haber sucedido algo de eso, porque la fecha si no lo poníamos en la 
máquina, sino lo poníamos con el numerador el día que lo firmaba.(…)”186, al respecto 
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también se refirió la acusada Galarreta Díaz: “(…) Señor Fiscal Superior: (…) 
Qué área, o qué persona fue la encargada de elaborar el contrato (…)? Procesada Galarreta 
Díaz: El contrato se hacía en la Oficina de Abastecimientos que preparaba el proyecto y se enviaba a 
la Asesoría Legal, que posteriormente ya lo visaba y pasaba para las firmas Señor Fiscal 
Superior: Entonces, dígame: Porqué motivo se firmó el contrato de compra- venta entre 
MININTEL y SITRE, luego de diez días del plazo establecido en las bases? Procesada 
Galarreta Díaz: A estas alturas después de diecisiete años, no recuerdo cuál habrá sido el motivo. 
Habrá habido un motivo, así como lo demuestro, por ejemplo el caso de la señora PILAR BRAVO 
que estuvo en México, no recuerdo realmente porqué Señor Fiscal Superior: Era regular que se 
pasen algunos días en la firma del contrato? Procesada Galarreta Díaz: No. Generalmente se 
cumplía con los plazos señalados, con el cronograma que señalaba las bases administrativas. En este 
caso, no recuerdo porqué (…) Señora Presidenta y Directora de Debates: Usted como 
Directora de Abastecimientos, acaba de decir que elabora el borrador de contrato, que va a Asesoría 
Jurídica para que lo revisen. Quién firma el contrato? Procesada Galarreta Díaz: El contrato es 
firmado por el Director General de Administración (…)” 187.  

v. En el contrato se pactó el pago del precio de un millón y medio de dólares 
americanos en ocho cuotas de ciento ochenta y siete mil quinientos dólares 
americanos cada uno, sin embargo, se pagó en cinco cuotas por mayor 
suma. Tuvo participación activa y de decisión en ese pago en forma 
distinta a lo contratado el acusado Cano Angulo, fue quien ofició al Banco 
de la Nación para ello. Declararon los acusados Cano Angulo, Tapia 
Cajigas y Galarreta Díaz: “(…) Señor Fiscal Superior: (…) ¿Por qué motivo se 
incumplió la modalidad de pago establecida en el contrato que indicaba que el pago era de ocho cuotas 
de ciento ochenta y siete mil dólares? Por el contrario se pagó en cinco cuotas con importes superiores. 
Acusado Cano Angulo: Primero: Yo pago una o dos cuotas, no recuerdo exactamente. Sí, he 
visto que son doscientos mil dólares. ¿Qué sucede? El sistema del Ministerio de Economía con el 
Ministerio del Interior no era por libramientos, era por giros; entonces, cada fin de mes, si yo tenía 
saldo en mi cuenta en el banco, al día siguiente, tenía cero; entonces, yo tenía que gastar como OGA 
todo lo que me daban como presupuesto, ya sea gasto corriente o gasto fiscal en el mes. Dos: Si mal no 
recuerdo, esta plata me la giraba la Policía de su presupuesto de emergencia, y debe haberme girado 
doscientos mil dólares para yo pagar esa cantidad. Yo no podía pagar ciento ochenta y siete, por los 
trece mil a fin de mes me lo quitaban, porque así es la norma. Señor Fiscal Superior: Entonces, 
teniendo en cuenta que usted en su oficina se redactó este contrato, ¿Por qué no se estableció lo 
correspondiente a lo que usted nos acaba de señalar?. Acusado Cano Angulo: Porque lo que 
acordó inicialmente era pagar en ocho cuotas, eso es lo que nos da el presupuesto, pero cada mes como le 
repito, en este caso el Director de Economía de la Policía o el Director de la OGA en el Ministerio, 
vemos como está, esa es ejecución del presupuesto, eso es manejo del Director. Señor Fiscal 
Superior: ¿Entonces, fue su disposición realizar este pago adelantando las cuotas y con un monto 
mayor? Acusado Cano Angulo: Adelantando trece mil, porque me habían dado trece mil, porque 
si yo no lo pago, eso el Tesoro Público se lo revierte. (…) Señor Fiscal Superior: (…) ¿Por qué se 
canceló el noventa y seis por ciento del import[e] total del contrato sin que la empresa SITRE que fue 
la favorecida en esta licitación, haya realizado el embarque del producto?. Acusado Cano Angulo: 
No conozco.(…)”188 “(…) Defensa de los procesados Cano Angulo, Galarreta Díaz y 
Marquina Gonzáles: El Director de la OGA, el General CANO ANGULO estaba facultado 
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para solamente disponer de la cuota exacta de los CIENTO OCHENTA Y SIETE MIL, de los 
DOSCIENTOS MIL que envió la Tesorería a la Policía? Procesado Tapia Cajigas: Sí, 
porque eran los recursos con los que se iban a pagar las cuotas. O sea, podía disponer que se pague 
menos. O sea, él pudo haber dispuesto que se pague exactamente como decía el documento, o sea los 
CIENTO OCHENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS, podía, tenía esa opción. Pero, la 
diferencia era un dinero que necesariamente tener que revertir el Tesoro Público189 (…) Cuando hubo 
este proceso para SITRE, el compromiso (…) era que estos pagos, o estas cuotas se pagaran con fondos 
que transfería la Policía a la OGA. (…) Entonces, esos tres pagos se realizan con esas transferencias 
que hace la Policía, en ese momento fueron doscientos mil dólares lo que transfirió en cada uno de esos 
meses. Y cuando se trata de recursos, eso es lo que era la parte de los Fondos por Encargo.  En el año 
noventa y seis, la Policía no realiza, ahorita no sé las causas, no realiza ninguna transferencia para el 
pago del contrato éste, no realiza ninguna transferencia190

 (…) En el periodo del General CANO se 
pagaron tres cuotas, que son lo que mandó la Policía y en el mes de enero no se realizó ningún pago; en 
el mes de febrero tampoco se realizó ningún pago. Con fondos de febrero, a mediados de marzo es que se 
hace ese pago extraordinario que es el que realmente digamos, sale de lo normal llamémoslo así, por 
decirlo de una forma, (…) Porque, supuestamente el contrato tenía que cumplirse pagando ocho cuotas, 
ocho adelantos, no era después de la entrega de la mercadería, eran ocho cuotas de octubre a mayo. 
Entonces, el pago se realiza en el mes de marzo, repito por disposición del Jefe de la OGA191 (…) 
Señor Fiscal Superior: (…) Porqué discrepa del contrato en el cual se indicaba que el pago iba a 
ser ciento ochenta y siete mil y en ocho cuotas, sin embargo, se pagó doscientos mil adelantando y de esta 
forma, favoreciendo a la empresa Procesado Tapia Cajigas: Hay un pecado original allí. El 
problema es que la OGA, si pagaba los ciento ochenta y siete mil, la diferencia la iba a tener que 
revertir al Tesoro, pero la Policía iba a decir que había mandado los doscientos mil, o sea, que la falla 
parte desde el origen. Hay una falla ahí, obviamente. Señor Fiscal Superior: Dígame: Era su 
responsabilidad el pago? Procesado Tapia Cajigas: La parte final, sí. Si eso ya estaba 
comprometido, tampoco podía pagar menos (…)”192. “(…)Señor Fiscal Superior: Dígame: 
Porqué se incumplió la modalidad de pago establecida en el contrato que indicaba el pago de ocho 
cuotas de ciento ochenta y siete mil dólares y por el contrario, se pagó en cinco cuotas con importes 
superiores a lo que acabo de señalar, estaba acordado? Procesada Galarreta Díaz: No me 
corresponde, o sea, no era mi función la parte de pagos. Señor Fiscal Superior: A quién le 
correspondía verificar el cumplimiento de  lo establecido en el contrato que usted redactó, señora? 
Procesada Galarreta Díaz: Bueno, corresponde a la Oficina de Abastecimientos el cumplimiento 
de la entrega de los bienes y todo lo demás. {¿]A eso se refiere? Señor Fiscal Superior: Sí. 
Entonces, [¿]porqué se realizó pagos de cancelación sin recibir documentación ni garantía que también 
estipulaba el contrato? Procesada Galarreta Díaz: Como le digo: Yo estuve en Abastecimientos, 
hasta los primeros días de enero del año noventa y seis, yo dejé de ser Directora de Abastecimientos. 
Entonces, yo desconozco. O sea, ya no era mi responsabilidad a esa fecha (…)”193.     En el 
contexto de los indicios incriminatorios que se han venido desarrollando, 
la explicación del acusado Cano Angulo no es consistente; si bien es cierto 
puede ser entendible que se disponga de los montos antes de que reviertan 
al Tesoro Público, no lo es el que el pago se efectuara inclusive cuando los 
equipos no habían sido siquiera embarcados; entre el “riesgo” de la 
reversión de los fondos y el riesgo del eventual incumplimiento de la 
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empresa de los términos y plazos acordados, el acusado prefirió el riesgo 
contra el Estado, conducta claramente significativa si se tiene en cuenta el 
acuerdo que mediaba. 

w. En el contrato, cláusula décimo segunda, se estableció lo siguiente: 
“CLÁUSULA DÉCIMO SEGUNDA: PRÓRROGA DEL PLAZO DE                                                                 
EJECUCIÓN. El plazo de ejecución del presente Contrato podrá prorrogarse en los siguientes 
casos: 1. Por retraso en el pago.   2. Por causas no imputables a LA VENDEDORA debido a 
hechos fortuitos y causas de fuerza mayor debidamente acreditadas. 3. Por causas imputables a EL 
MINISTERIO. LA VENDEDORA producida cualquiera de las causales indicadas, solicitará 
dentro de los cinco (05) días siguientes la prórroga del plazo acreditando documentadamente lo 
invocado, caso contrario se aplicará las sanciones respectivas, aún cuando se prorrogue el plazo  por 
interés Institucional. Toda prórroga de Contrato se concederá con intervención de la entidad 
Contratante y del Comité de Adjudicación”.  No obstante esto, la entrega de los 
equipos e instalación del sistema, “llave en mano”, fue pospuesta y 
pospuesta sin mediar contratos modificatorio ni intervención del Comité 
de Adjudicación; el responsable, según propia declaración, fue el acusado 
Cano Angulo (véase su citada declaración en el desarrollo del hecho no 
controvertido de la inexistencia de infraestructura para la instalación del 
sistema); fue él quien “negoció” y “gerenció” las prórrogas, como si de 
negocio personal se tratara; este hecho, en el contexto de los otros 
concurrentes, constituye indicador de más que mero voluntarismo . 

 
68. Desarrollados los anteriores indicios incriminatorios, es de concluir que 
ellos son plurales y unívocos pues se orientan a la realidad del acuerdo 
colusorio; ciertamente, dada la clandestinidad que ese tipo de tratos supone, 
no es posible establecer fecha y lugar concreto en que el acuerdo se dio, pero 
sí es posible, como en el presente caso, por su efectos perjudiciales para el 
patrimonio público, por la actuación de los funcionarios públicos fuera de las 
formalidades, plazos y procedimientos expresamente establecidos, establecer 
el hecho. Los hechos indiciarios, en conjunto con la sindicación directa por 
parte de quien fuera en vida Carlos Alberto Arce Cok –partícipe directo de los 
hechos-, exceden como meras irregularidades administrativas. 
 
69. El grado de participación de ambos acusados, Cano Angulo y Del 
Castillo Colona, es el postulado por el Ministerio Público: autoría el primero 
(en tanto que Presidente del Comité de Adjudicación y  representante del 
Ministerio del Interior como parte en la celebración del contrato, es decir, 
vinculación funcional directa e innegable) y complicidad primaria el segundo 
(en tanto que no se hallaba funcional y formalmente directamente vinculado al 
proceso de contratación en sí, su actuación había de ser eminentemente 
técnica, de asesoría; no obstante, su aporte fue decisivo, pues fue quien 
“aportó” la información de las características técnicas que previamente le 
había proporcionado SITRE, factor éste que, como se ha probado, fue 
determinante para el otorgamiento de la buena pro a esa empresa). 
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El acuerdo colusorio: responsabilidad personal de los acusados Briones 
Dávila, Tapia Cajigas, Marquina Gonzales, Concha Delgado y 
Galarreta Díaz  
 
70. Como resultado de la prueba actuada –según se ha evidenciado en el  
desarrollo de los hechos probados no controvertidos, así como en el de los 
indiciarios incriminatorios–, no se ha podido establecer la responsabilidad de 
todos los acusados.  
 
71. Con respecto del acusado Briones Dávila, fue quien ejerció como 
Ministerio de Interior en ese entonces y presidió las sesiones del Consejo 
Económico en que se trató y decidió la adquisición y quien autorizó el viaje de 
Arce Cok, además de que sea el acusado Cano Angulo quien suscribiera el 
contrato a nombre del Ministerio; tales actuaciones, en un contexto de 
normalidad funcional, eran las que por sus funciones le competían; no 
encuentra, por tanto, esta Sala, elemento alguno que lo vincule al acuerdo 
colusorio; las responsabilidades administrativas que le hubiesen correspondido 
no son asuntos a decidir en la vía penal y no determina, sin más, sin otros 
elementos, la responsabilidad penal.. La absolución por insuficiencia de 
prueba de cargo se impone.  
 
72. La misma conclusión, absolución por insuficiencia de prueba de cargo, se 
impone con respecto del acusado Tapia Cajigas, economista, Director de 
Tesorería, quien se limitó a suscribir las autorizaciones dirigidas al Banco de la 
Nación en conjunto con el acusado Cano Angulo y su sucesor Villanueva 
Vidal para el pago de las cuotas. Fue, como se ha desarrollado, el acusado 
Cano Angulo, General en actividad, Director de la Oficina General de 
Administración (OGA), superior administrativo del acusado, representante del 
Ministerio como parte en el contrato, quien dispuso el pago fuera de los 
términos pactos en el mismo; lo irregular de haber autorizado para el pago 
fuera de los términos contractuales si bien es significativo en el ámbito 
administrativo, no es, por sí solo, determinante más allá de toda alguna para 
fundar la responsabilidad penal que se le atribuye como cómplice del delito 
materia de proceso. 
 
73. Con respecto del acusado Marquina Gonzales, se probó 
documentalmente, sin controversia alguna, que formó parte del Comité de 
Adjudicación, hecho que por sí solo no constituye indicio de participación 
delictiva como autor; asimismo, en el contexto de los hechos decididos por la 
parte técnica (Arce Cok y Del Castillo Colona, ambos de la DIATEC), siendo 
el acusado en mención Director de la Oficina de Logística de la Policía 
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Nacional del Perú y no parte de la OGA, ni de la DIATEC, ni de la VII 
Región policial –encargados de los estudios para la implementación del 
sistema-, no encuentra esta Sala elemento probatorio que lo vincule al ilícito 
sub materia; con relación a su probada actuación en la “supervisión” de la 
recepción de los equipos (el que comisionara a sus subordinados no 
especialistas en el tema de equipos de comunicación), ello, de por sí irregular, 
no ha sido corroborado con elemento de prueba orientado a su vinculación 
como autor del ilícito, normativamente no le correspondía semejante 
actuación sino a la OGA a cargo del acusado Cano Angulo. La absolución por 
insuficiencia de prueba de cargo se impone. 
 
74. Con respecto del acusado Concha Delgado, existe la certeza de que 
realizó labores como veedor del Comité en el proceso de Licitación. Se limitó 
a constatar que se cumpla los requisitos mínimos según lo establecía la norma 
y firmó los documentos para que su contenido no fuera modificado; fuera de 
ello, que por sí mismo no constituye indicio delictivo alguno, no se han 
probado hechos incriminatorios. La absolución por insuficiencia de prueba de 
cargo se impone. 
 
75. Con respecto de la acusada Galarreta Díaz, es cierto que como Directora 
de Abastecimiento normativamente le competía redactar las bases, las mismas 
que comprendían los aspectos técnicos del bien a adquirir; sin embargo, como 
se ha desarrollado, no era ella la especialista en este aspecto, sino el acusado 
Del Castillo Colona quien proporcionó esa información como parte del 
probado acuerdo con el acusado Cano Angulo; cierto es, también, que le 
competía la ejecución del acuerdo, no obstante, fue el acusado Cano Angulo 
quien decidió a quien cursar las invitaciones, quien decidió las reiteradas 
prórrogas de la entrega de los equipos, así como el pago adelantado en cuotas 
más elevadas a las pactadas. Si bien puede reprocharse el que accediera a ello, 
no se sigue, sin lugar a duda alguna, el que conociera y participara como 
autora del ilícito materia de acusación; en otros términos, el que su conducta 
haya sido irregular en lo administrativos al punto de cursar el informe técnico 
del trece de julio de mil novecientos noventicinco al acusado Cano Angulo, 
cuando la adquisición del sistema recién se decidió al día siguiente – lo que 
puede constituir indicio de acuerdo delictivo–, sin otro elemento coincidente, 
admite la explicación de la negligencia y el temor reverencial en el contexto de 
una contratación decidida por personal militar (la acusada no lo era) y 
declarada como “secreto militar”. Ello, por tanto, genera duda en la Sala, por 
lo que la absolución se impone. 
 
 
La defraudación  
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76. Los hechos probados, en cuanto al acuerdo colusorio se refiere, no 
permiten establecer un término de comparación determinado conforme al 
cual precisar o traducir la defraudación al patrimonio estatal en un monto 
dinerario concreto o en una naturaleza distinta (menor calidad, cumplimiento 
defectuoso, etcétera); desde luego, fue objetivo de los acusados excluir 
cualquiera otra oferta competitiva, de ahí que acordaran la participación de 
sólo tres empresas españolas, dos de ellas con el factor común de la 
participación del acusado contumaz Perea Guirado; por esto, sostiene la 
defensa, en particular la de los contumaces Urrutia Foncea y Perea Guirado, 
no se ha acreditado perjuicio alguno para el patrimonio del Estado.  
 
77. Establecidos los hechos a este extremo vinculados, es decir, que la 
licitación se limitó a las empresas españolas y en específico sólo a SITRE, esta 
Sala no comparte la posición de la defensa y tiene por probado un perjuicio 
para el patrimonio estatal en la modalidad de pérdida de oportunidad de 
obtención de mejor alternativa de contratación, ya sea por el monto, la 
calidad, las condiciones contractuales, prestaciones adicionales, etcétera. 
Como se ha visto, el delito no necesariamente exige para su configuración un 
perjuicio económico cierto, efectivo y mensurable sólo vía pericia de 
valorización, sino también un perjuicio de tipo potencial (no obstante la sola 
pérdida de oportunidad o chance,  constituye, como se verá, un daño cierto, no 
potencial).  
 
78. En este punto es preciso recordar que el Tribunal Constitucional, 
mediante sentencia emitida en el expediente N° 00017-2011-PI/TC, su fecha 
tres de abril de dos mil doce, ha declarado fundada la demanda de 
inconstitucionalidad postulada por la Fiscalía de la Nación “contra el extremo de la 
modificación del artículo 384° del Código Penal a través de la ley N° 29703 y en consecuencia nulo y 
carente de todo efecto la expresión ‘patrimonialmente’” y que cuando resulte de aplicación el 
tipo por esa norma modificado podrá aplicarse siempre que “no se incluya el término 
‘patrimonialmente’ en dicho texto normativo”. En el desarrollo de los fundamentos, el 
Tribunal clara y expresamente ha esclarecido, entre otros, lo siguiente: “…si el 
funcionario público que tiene a su cargo un proceso de contratación transgrede sus 
deberes funcionales, viciando el proceso de contratación, atentando contra el trato 
igualitario de los postores, no necesariamente el Estado va a terminar pagando más 
por el servicio contratado o bien adquirido, pero al no haberse respetado las normas 
de contratación las expectativas del Estado se verán puestas en peligro, lo que puede 
redundar a la larga en un perjuicio patrimonial.” 
 
79. La Sala, asumiendo como propios los fundamentos antes reseñados –y que 
en extenso se transcriben en la fundamentación jurídica–, es decir, que la 
defraudación no se limita o identifica solo con la acreditación de perjuicio 
patrimonial, vuelve al punto de que, en el presente caso, no se postuló sola 
concertación colusoria o solo perjuicio potencial, sino que se postuló perjuicio 
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económico efectivo el mismo que se ha probado en la modalidad de pérdida 
de oportunidad- Este tipo de daño ha sido desarrollado con amplitud en el 
campo civil, así, el profesor De Trazegnies Granda define y explica: “La 
indemnización por pérdida de chance. Está indemnización intenta reparar el daño que se 
produce cuando el acto dañino ha frustrado la posibilidad -todavía no era un certidumbre- de obtener una 
cierta ventaja patrimonial. A primera vista, la indemnización por pérdida de chance u oportunidad para ser 
una variante del lucro cesante.  Sin embargo, no puede dejar de señalarse las diferencias entre esta situación 
y la normal en el caso del lucro cesante.  Quizá la distinción fundamental consiste en que la pérdida de 
chance u oportunidad se hace necesaria la intervención de otros elementos que son inciertos, para que la 
ventaja o ganancia frustrada hubiera sido efectivamente posible. (…) Adriano de CUPIS presenta 
convincentemente la tesis de que no se trata de un lucro cesante sino de un daño emergente. Citando a 
PACCHIONI, menciona diversos ejemplos de pérdida de chance u oportunidad: si un jockey al que se le 
ha confiado un caballo de carrera para montarlo, no llega a tiempo para tomar parte en la carrera; sin un 
pintor envía un cuadro suyo a un concurso y su obra es dañada o destruida o no es entregada a tiempo por 
el transportista;  sin un abogado negligente deja transcurrir el plazo para la apelación de una sentencia y de 
esta manera el cliente pierde la posibilidad de ganar el juicio en la instancia superior. En todos estos casos, 
dice, había una posibilidad de victoria y su frustración engendra un daño jurídico. Si bien la victoria 
es incierta, la posibilidad de alcanzarla era cierta y actual: por consiguiente, el 
impedimento para hacer uso de esta posibilidad es indemnizable y debe ser 
considerado como pérdida presente (damnum emergens) y no frustración de 
ganancia (lucrum cessans). No cabe duda de que una chance tiene mucho menos valor que una 
victoria consumada; pero no deja de tener valor y constituye en sí misma un interés jurídicamente protegido. 
(…) Todas estas razones, nos llevan a la convicción de que existe fundamento suficiente para que la 
pérdida de chance sea indemnizada. Pero, tratándose de un hecho presente y no de un lucro cesante referido a 
una ganancia eventual, el resarcimiento no puede comprender el íntegro de la ganancia a la que aspiraba 
puesto que  ella dependía de otros factores ajenos al daño; en consecuencia, los Tribunales deben otorgar una 
indemnización razonable, siguiendo su buen criterio y considerando las otras concausas necesarias para 
producir la ventaja o ganancia”  194.  
 
80. Acorde con esa definición, esta Sala considera que se ha probado 
defraudación patrimonial efectiva en la modalidad indicada y cierta por parte 
de quien representó al Estado en la contratación con SITRE (el acusado Cano 
Angulo), es decir, por quien debía actuar con fidelidad a aquél en la 
consecución de mejor condición de contratación, con la “colaboración” 
decisiva del acusado Del Castillo Colona; reiterando: perder la sola 
oportunidad de obtener mejores oportunidades constituye ya un perjuicio; 
perderla por causa de concertación del funcionario con terceros interesados 
constituye el ilícito materia de proceso y evidencia con toda claridad, la 
defraudación. Es el resultado de un proceso transparente –y no las meras 
declaraciones posteriores de los funcionarios coludidos, una vez descubiertos, 
de haber concertado la mejor oferta–  lo que determina las mejores 
condiciones contractuales. 
 

 

                                                 
194 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando. LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. 
Fondo editorial de PUCP, sétima edición, Lima 2001, tomo II, páginas 46 a 49, énfasis agregados. 
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FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

81. Acaecidos los hechos probados durante los años mil novecientos noventa 
y cuatro a mil novecientos noventa y seis, el tipo de aplicación es el artículo 
384° del Código Penal en su redacción vigente hasta antes de su modificación 
por Ley N° 26713 (publicada el veintisiete de diciembre de mil novecientos 
noventa y seis):  
 
Colusión: 

“Artículo 384.- El funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, licitaciones, 
concurso de precios, subastas o en cualquier otra operación semejante en la que intervenga por 
razón de su cargo o comisión especial defrauda al Estado o empresa del Estado o sociedades de 
economía mixta u órganos sostenidos por el Estado, concertándose con los interesados en los 
convenios, ajustes, liquidaciones o suministros, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de tres ni mayor de quince años”. 
 

Por Ley Nº 29703, publicada el diez de junio dos mil once, se modificó el tipo 
con esta redacción: 

“Artículo 384.- Colusión.- El funcionario o servidor público que, interviniendo por razón de 
su cargo o comisión especial en cualquiera de las contrataciones o negocios públicos mediante 
concertación ilegal con los interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u 
organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni 
mayor de quince años”. 

 
Por Ley Nº 29758, publicada el veintiuno de julio de dos mil once, se volvió a 
modificar el tipo:  

“Artículo 384. Colusión simple y agravada.- El funcionario o servidor público que, 
interviniendo directa o indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa de las 
modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, obras o servicios, concesiones o 
cualquier operación a cargo del Estado concerta con los interesados para defraudar al Estado o 
entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de tres ni mayor de seis años. 
El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, por razón de su 
cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier 
operación a cargo del Estado mediante concertación con los interesados, defraudare 
patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de seis ni mayor de quince años." 

 
82. Con relación a la segunda versión citada, la establecida por Ley N° 29703, 
mediante sentencia del Tribunal Constitucional en el expediente N° 00017-
2011-PI/TC, emitida el tres de mayo de dos mil doce, se ha declarado 
fundada la demanda de inconstitucionalidad planteada por la Fiscalía de la 
Nación y “en consecuencia, nulo y carente de todo efecto la expresión ‘patrimonialmente’ ”, y que los 
jueces “cuando se invoque la referida disposición no podrán considerar el término ‘patrimonialmente’ ”.  
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Con ello, el máximo intérprete de la Constitución asume posición respecto de 
la cuestión del elemento de la defraudación a favor de una posición que no 
necesariamente la limita al perjuicio económico, sino que asume que la misma 
puede manifestarse, inclusive, con el solo quebrantamiento de la fidelidad 
funcional a que se hallan obligados los funcionarios y servidores públicos 
todos. Sin embargo, la Sala, como ha desarrollado en los fundamentos 
respectivos, ha establecido como probada la defraudación, también, en 
sentido económico en la modalidad de pérdida de oportunidad. Siendo esto 
así, tratándose de perjuicio efectivo, cierto, en la modalidad indicada, no se da 
el supuesto de aplicar, retroactiva y benignamente, la actual colusión “simple” 
–según Ley N° 29758- que no exige el perjuicio económico efectivo sino la 
idoneidad del acuerdo (“para defraudar al Estado”).  Por otra parte, considerando la 
penalidad de la actual versión del tipo en la modalidad agravada (no menos de 
seis años, superior a los tres años del tipo “antiguo” como mínimo), no 
corresponde examinar retroactividad alguna . 
 
83. La Sala Penal Especial de la Corte Suprema, en el Recurso de Nulidad   N° 
20-2003-AV. (Caso Mobetek), precisó sobre el tipo:  

 
“(…) El delito de COLUSIÓN ILEGAL – que es un delito de infracción de deber – cuyo bien 
jurídico tutelado es el normal orden y legal desenvolvimiento de la función de los órganos del Estado, y 
su objeto y es el patrimonio administrado por la Administración Pública, en su ámbito objetivo 
incorpora dos elementos necesarios: la concertación con los interesados y la defraudación al Estado o 
ente público concreto: 
A. La concertación, como se sabe, significa ponerse de acuerdo con los interesados, pero este 

acuerdo debe ser subrepticio y no intereses públicos que le están encomendados, y de los principios 
que informan la actuación administrativa.  La concertación, al exigir una conjunción de 
voluntades o pacto, se erige en un delito de participación necesaria. 

B. Por otro lado, en cuanto a la defraudación, como este Tribunal lo ha entendido en una 
oportunidad anterior, la conducta que lo define está dirigida al gasto público en los marcos de una 
contratación o negociación estatal, incide en la economía pública en tanto debe implicar una 
erogación presupuestal.  Lo que es evidente y, por tanto, necesario desde la perspectiva del tipo 
legal, de ahí el peligro potencial que se requiere, es que deben darse conciertos colusorios que tengan 
idoneidad para perjudicar el patrimonio del Estado y comprometer indebida y lesivamente recursos 
públicos”.  

 
Señala el profesor Montoya Vivanco: 

“(…) la jurisprudencia nacional, compartida prácticamente en su totalidad por la doctrina 
nacional, ha señalado que el acuerdo colusorio entre el funcionario competente y los particulares 
interesados en el proceso de competencia reglado debe ser clandestino. Evidentemente por acuerdo 
clandestino podría entenderse a todo acuerdo no conocido por terceros (no vinculados a las partes del 
acuerdo) o no conocido por otros funcionarios de la entidad estatal. Sin embargo, dado que el 
acuerdo colusorio puede ser conocido por un espectro de personas un poco más amplia que la de las 
partes que integran el acuerdo, lo importante es, en nuestra opinión, que el acuerdo debe mantenerse 
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poco conocido más allá de las partes que intervienen en el acuerdo, especialmente debe pretenderse 
mantener fuera del conocimiento y alcance de los órganos vinculados al sistema de control” 195. 

 

84. Refiriéndose a la autoría y la complicidad, apunta el profesor Fidel Rojas:  
“SUJETO ACTIVO Y SUJETO PASIVO 
Sólo los funcionarios y servidores públicos que actúen en razón de su cargo o por comisión especial 
pueden ser sujetos activos, no el contratista o interesado.  No puede ser autor por lo tanto cualquier 
funcionario o servidor que carezca de las facultades específicas de decisión que el tipo exige; sus 
aportes serán en todo caso de complicidad o asumirán irrelevancia.  La norma no crea un tercer 
sujeto en el comisionista. El delito de colusión desleal o defraudatoria es uno de aquellos ilícitos 
penales en los cuales la vinculación funcional del sujeto activo con el objeto normativo materia de 
delito y con el bien jurídico se halla fuertemente enfatizada por la norma penal, de forma que la 
autoría se presenta restringida a determinados sujetos públicos vinculados, quienes se relacionan con 
el objeto material del delito (negociaciones y operaciones contractuales) por razones exclusivamente 
derivadas del cargo o comisión especial. 
Se puede actuar como autor o en co-autoría siempre que, para este segundo título de imputación, los 
funcionarios se hallen colocados en idéntica posición de vinculación funcional con relación a las 
negociaciones o contrataciones en razón al cargo o comisión especial. La presencia de otros 
funcionarios, incluso de mayor jerarquía, que se hallen al margen de tal nexo, no legitima la co-
autoría. 
El por lo común largo tracto de realización que implican las negociaciones estatales, con sus 
escalonadas fases de perfeccionamiento y la intervención de diversos agentes vinculados hace propicia 
la co-autoría sucesiva de los funcionarios públicos, la misma que puede integrar complejos cuadros 
de intervención en el delito.   
En este delito, como también en el de peculado, entre otros, se aprecia en toda su dimensión la 
existencia de la necesaria vinculación funcional que debe poseer el sujeto activo con el objeto 
material del delito: en el caso del peculado, con los caudales o efectos; en el de la colusión desleal, 
con las operaciones o negociaciones estatales” 196.  

 

85. Reiterando lo dicho por el Tribunal Constitucional en la sentencia indicada 
en la fundamentación de la probada defraudación, la Sala cita, enfatiza y 
toma como propios sus fundamentos, fundamentos que marcan una pauta de 
interpretación desde la Constitución acorde con los compromisos 
internacionales del Estado peruano en materia de la lucha contra la 
corrupción: 
 

“4.3 Fines constitucionales de la persecución penal de los delitos de 
corrupción 
 
14. La persecución penal de los delitos contra la Administración pública ha    sido justificada 
desde el Derecho penal en el “correcto funcionamiento de  la administración pública”. A su vez, 
este Tribunal entiende que ello puede ser entendido también desde una perspectiva 
constitucional. Así, la intervención en derechos fundamentales (vgr. Libertad personal) que 

                                                 
195 Montoya Vivanco, Iván. ASPECTOS RELEVANTES DEL DELITO DE COLUSIÓN 
TIPIFICADO EN EL ARTÍCULO 384° DEL CÓDIGO PENAL PERUANO En: Actualidad 
Jurídica, revista de Gaceta Jurídica, 2008, N° 171, página 100. 
196 ROJAS VARGAS, Fidel. DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Editora jurídica 
Grijley E.I.R.L., cuarta edición, Lima 2007, páginas 408 y siguiente.  
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implica esta clase de delitos persigue la oportuna represión de actos que atentan contra principios 
constitucionales derivados esencialmente del capítulo IV del Título I del Código Penal “De la 
Función Pública”. 
 
15. Al respecto, este tribunal ha entendido que detrás de las disposiciones de dicho capítulo de 
nuestra Constitución y en especial del artículo 39° de la Constitución que establece que “… los 
funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de la Nación…”, subyace el principio de 
“buena administración” (Cfr. Exps. Ns°2235-2004-AA/TC; 2234-2004-AA/TC). A su 
vez, conforme al artículo 44° de la Constitución que establece que “(s)on deberes primordiales del 
Estado: defender la soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; 
proteger a la población de las amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar general que se 
fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación”, tales fines son 
también atribuibles a los funcionarios y servidores públicos (Exp. N° 008-23005-AI, 
fundamento N° 14). A su vez, este Tribunal Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, en directa alusión al preámbulo de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción ha advertido que la corrupción socava 
la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el 
orden moral y la justicia, así como contra el correcto desempeño en el 
ejercicio de sus funciones atentan contra las bases mismas del Estado. En esta 
misma línea el preámbulo de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción establece 
que: 
“Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la 
estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, 
la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley”. (subrayado 
agregado). 
 
16. A su vez, no solo cabe considerar que el buen funcionamiento de la Administración Pública 
constituye un bien de índole constitucional cuya protección podría justificar la intervención del 
Derecho penal, sino que el propio combate contra toda forma de corrupción goza 
también de protección constitucional, lo que este Tribunal ha deducido de los artículos 
39° y 41° de la Constitución. (006-2006-CC, resolución de aclaración del 23 de abril de 2007) 
así como del orden democrático previsto en el artículo 43 de la Constitución (Exp. 009-2007-AI, 
0010-2007-AI, acumulados, fundamento N° 58). Ello resulta coherente con el Preámbulo de la 
Convención Interamericana contra la corrupción, la cual establece que: 
“la Democracia representativa, condición indispensable para la estabilidad, 
la paz y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir toda 
forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los 
actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio” (subrayado 
nuestro). 
 
17. De modo análogo, cabe señalar que este Tribunal para el caso del tráfico ilícito de drogas ha 
derivado de la obligación constitucional de combatir dicho delito la necesidad de una política 
nacional para la erradicación absoluta de este flagelo (Exp. N° 020-2005-AI, fundamento 117-
118), del mismo modo, el interés constitucional de combatir la corrupción viene 
reforzado desde la Constitución. 
 
18. Más allá de los fines de índole constitucional que sustentan de modo general la criminalización 
de los delitos contra la Administración Pública, de modo más específico para el delito de 
colusión, que se desenvuelve en el ámbito de la contratación pública, cabe señalar los principios 
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constitucionales que cumplimentan esta actividad. En este sentido, resulta relevante la disposición 
constitucional contenida en el artículo 76 de la Constitución: 
Artículo 76.- Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos recursos públicos 
se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la 
enajenación de bienes. 
La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de 
Presupuesto se hace por concurso público. La ley establece el procedimiento, las excepciones y las 
respectivas responsabilidades. 
 
19. Al respecto, este Tribunal ha señalado que la contratación estatal tiene un cariz 
singular que la diferencia de cualquier acuerdo de voluntades entre 
particulares, ya que al estar comprometidos recursos y finalidades públicas, 
resulta necesaria una especial regulación que permita una adecuada 
transparencia en las operaciones. (Exp. N° 020-2003-AI, fundamento 11). De este 
modo, el Tribunal Constitucional ha entendido como principios implícitos de la contratación 
pública – que se derivan de la citada disposición constitucional- la transparencia en las operaciones, 
la imparcialidad, la libre competencia y el trato justo e igualitario a los potenciales proveedores: 
“12. La función constitucional de esta disposición (artículo 76 de la Constitución ) es determinar 
y, a su vez, garantizar que las contrataciones estatales se efectúen necesariamente mediante un 
procedimiento peculiar que asegure que los bienes, servicios u obras se obtengan de manera 
oportuna, con la mejor oferta económica y técnica, y respetando principios tales como la 
transparencia en las operaciones, la imparcialidad, la libre competencia y el trato justo e igualitario 
a los potenciales proveedores. En conclusión, su objeto es lograr el mayor grado de eficiencia en las 
adquisiciones o enajenaciones efectuadas por el Estado, sustentado en el activo rol de principios 
antes señalados para evitar la corrupción y malversación de fondos públicos”. 
(…) 
“16.. (…) la eficiencia y transparencia en el manejo de recursos, así como la imparcialidad y el 
trato igualitario frente a los postores, son los objetivo principales de las adquisiciones estatales, y 
constituyen la esencia de lo dispuesto en el artículo bajo análisis [artículo 76 de la Constitución]” 
(Exp. N° 020-2003-AI, fundamentos N° 12 y 16). 
 
20. En este sentido, la persecución penal de los actos de colusión ilegal que se 
produzcan en el marco de la contratación estatal (artículo 384° del Código 
Penal) tiene por objeto proteger estas condiciones de transparencia, 
imparcialidad en la contratación estatal, el trato justo e igualitario a los 
posibles proveedores. 
 
(…) 
 
28. En este orden de ideas, en cuanto al término “defraudar”, éste ha merecido en la doctrina 
penal, interpretaciones que lo hacen compatible con los bienes constitucionales que informan la 
persecución de actos de colusión ilegal. Así, por ejemplo, es posible entender que defraudar 
implicaría traicionar la confianza del Estado depositada en estos funcionarios. Asimismo en el 
ámbito de la contratación estatal, el faltamiento a estos deberes funcionales genera un perjuicio 
patrimonial real o potencial. (Abanto Vásquez, Manuel. Delitos contra la Administración 
Pública, Lima, Palestra. 2003, p. 313). En efecto, si el funcionario público que tiene a 
su cargo un proceso de contratación transgredí sus deberes funcionales, 
viciando el proceso de contratación, atentando contra el trato igualitario de 
los postores, no necesariamente el Estado va a terminar pagando más por el 
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servicio contratado o bien adquirido, pero al no haberse respetado las normas 
de contratación las expectativas del Estado se verán puestas en peligro, lo que 
puede redundar a la larga en un perjuicio patrimonial. Al respecto, resulta 
sintomático que un sector de la doctrina penal haya entendido el término “defraudación” en otros 
ámbitos como el de la defraudación tributaria en términos distintos a los de perjuicio patrimonial 
(Cfr. Queralt, Joan. Derecho Penal Español. Parte Especial. Barcelona, Bosh, 1987, Volumen 
II, p. 349; Martínez – Buján, Carlos. Derecho penal económico y de la empresa: parte especial. 
Valencia, Tirant lo Blanch, 2005, p. 549). 
 
29. Al respecto, este Tribunal advierte que la redacción de la disposición 
cuestionada a través de la introducción del término “patrimonialmente” 
puede direccionar la interpretación de la norma penal hacia supuestos en los 
que lo que en puridad lo que se ve perjudicado es el patrimonio del Estado y 
no los principios constitucionales que rigen la contratación pública. Ello a su 
vez sería contrario a lo dispuesto en el artículo 3 de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, según el cual para “Para la 
aplicación de la Presente Convención, a menos que contenga una disposición 
en contrario no será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan 
daño o perjuicio patrimonial al Estado”. 
 
30. En este contexto, la pretensión postulada por la parte demandante en el sentido de cuestionar 
la modificatoria del artículo 384 del Código Penal resulta atendible, y en tal sentido debe quedar 
nula y sin efecto la referida disposición en cuanto menciona el término “patrimonialmente”, a fin de 
– sin alterar en lo sustancial el contenido de lo dispuesto por el legislador – orientar la 
interpretación de la disposición evitando vaciar de contenido los fines constitucionales que son de 
protección al sancionar actos contra los deberes funcionales en el ámbito de la contratación pública. 
Es pertinente precisar que en el presente caso el control constitucional constituye un caso atípico en 
el que la ley cuestionada tuvo vigencia muy breve, la misma que habiendo sido publicada el 10 de 
junio de 2011 fue reemplazada por una nueva ley del 21 de julio del mismo año, que elimina el 
vocablo “patrimonialmente” del supuesto básico y que lo incluye únicamente en el supuesto 
agravado. De manera tal que la decisión de este Colegiado contenida en la presente sentencia está 
confirmando una decisión ya adoptada por el legislador”. 

 
 
 

DETERMINACIÓN DE LA PENA  
 
Pena privativa de la libertad 
86. Determinada la responsabilidad de los acusados por los hechos que han 
configurado el delito contra la administración pública- colusión desleal,  
corresponde determinar o individualizar la consecuencia penal, es decir, la 
pena. Como enseña Ziffer: “(…)La pena es la reacción frente a un quebrantamiento de la 
norma, reacción que resulta siempre a costa del responsable de ese quebrantamiento, lo cual, en este contexto, 
implica siempre una injerencia en algún bien. La individualización de la pena es el acto por el cual el juez 
pondera la infracción a la norma y la transforma en una medida de pena determinada. La magnitud de la 
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pena es siempre expresión de la ponderación del ilícito culpable; no es otra cosa que la “cuantificación de la 
culpabilidad”(…)” 197.       
 
87. Bajo el título: “Los fines de la pena desde una perspectiva constitucional”, en la sentencia 
recaída en el expediente 0019-2005-PI/TC198 el Tribunal Constitucional  tuvo 
ocasión de pronunciarse:  

“(…)ya [se] ha descartado que se conciba a la retribución absoluta como el fin de la pena. Ello, 
desde luego, no significa que se desconozca que toda sanción punitiva lleva consigo un elemento 
retributivo. Lo que ocurre es que la pretensión de que ésta agote toda su virtualidad en generar un 
mal en el penado, convierte a éste en objeto de la política criminal del Estado, negando su condición 
de persona humana, y, consecuentemente, incurriendo en un acto tan o más execrable que la propia 
conducta del delincuente. Sin embargo, las teorías preventivas, tanto la especial como la general, 
gozan de protección constitucional directa, en tanto y en cuanto, según se verá, sus objetivos resultan 
acordes con el principio-derecho de dignidad, y con la doble dimensión de los derechos 
fundamentales; siendo, por consiguiente, el mejor medio de represión del delito, el cual ha sido 
reconocido por el Constituyente como un mal generado contra bienes que resultan particularmente 
trascendentes para garantizar las mínimas condiciones de una convivencia armónica en una 
sociedad democrática. (…) En consecuencia, las penas, en especial la privativa de libertad, por 
estar orientadas a evitar la comisión del delito, operan como garantía institucional de las libertades 
y la convivencia armónica a favor del bienestar general. Dicha finalidad la logran mediante 
distintos mecanismos que deben ser evaluados en conjunto y de manera ponderada. En primer 
lugar, en el plano abstracto, con la tipificación de la conducta delictiva y de la respectiva pena, se 
amenaza con infligir un mal si se incurre en la conducta antijurídica (prevención general en su 
vertiente negativa). En segundo término, desde la perspectiva de su imposición, se renueva la 
confianza de la ciudadanía en el orden constitucional, al convertir una mera esperanza en la 
absoluta certeza de que uno de los deberes primordiales del Estado, consistente en  “(...) proteger a 
la población de las amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar general que se 
fundamenta en la justicia (...)” (artículo 44º de la Constitución),   se materializa con la sanción 
del delito (prevención especial en su vertiente positiva); con la consecuente vigencia efectiva del 
derecho fundamental a la seguridad personal en su dimensión objetiva (inciso 24 del artículo 2º de 
la Constitución).  
 Asimismo, la grave limitación de la libertad personal que supone la pena privativa de libertad, y 
su quantum específico, son el primer efecto reeducador en el delincuente, quien internaliza la 
seriedad de su conducta delictiva, e inicia su proceso de desmotivación hacia la reincidencia 
(prevención especial de efecto inmediato). Finalmente, en el plano de la ejecución de la pena, ésta 
debe orientarse a la plena rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad (prevención 
especial de efecto mediato, prevista expresamente en el inciso 22 del artículo 139º de la 
Constitución). Es preciso destacar, sin embargo, que ninguna de las finalidades 
preventivas de la pena podría justificar que exceda la medida de la 
culpabilidad en el agente, la cual es determinada por el juez penal a la luz de 
la personalidad del autor y del mayor o menor daño causado con su acción a 
los bienes de relevancia constitucional protegidos…”. 

 

                                                 
197 ROXIN CLAUS; ZIFFER, Patricia S. et al. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA. Editores 

del  Puerto, Buenos Aires, página 90 y siguiente. 
198 Demanda de inconstitucionalidad interpuesta por más del 25% del número legal de miembros del 

Congreso de la República contra la Ley N.º 28568, cuyo Artículo Único modifica el artículo 47º del 
Código Penal (fundamentos 37, 38, 40 y 41). 
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88. La vigencia del principio de culpabilidad impide que la pena – en cuanto a 
su naturaleza y medida – pueda ser establecida sólo por criterios preventivos, 
sean éstos de tipo especial o general (positiva o negativa). En principio ha  de 
fundamentarse en el grado de injusto y de culpabilidad como conceptos 
cuantificables a efecto de determinar la pena concreta a ser aplicada de 
acuerdo a sus circunstancias específicas y únicas y según las pautas 
normativas. Este es el punto de partida que servirá de base sobre la cual 
deberá tenerse en cuenta la finalidad preventiva –según el esquema político 
criminal en que se sustenta nuestro ordenamiento penal– a efecto de 
determinar la justa pena; tal finalidad hará posible disminuir la pena que 
resulta de la graduación del injusto y la culpabilidad o determinar la forma de 
su cumplimiento (en caso de privación de la libertad), pero nunca aumentarla 
o hacerla más gravosa; el principio de proporcionalidad – consagrado en el 
artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal – lo impide, pues de 
acuerdo con el artículo 1º de la Constitución Política del Estado: “(…) La defensa 
de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. 
 
Resumidos estos principios, en el proceso de determinar la pena básica, es 
necesario tener presente: 
 
Pena básica 
89. En los acápites referidos a la fundamentación jurídica se ha establecido 
que el tipo penal a ser aplicado es el contenido en el primer párrafo del 
artículo 384° del Código Penal en su versión primigenia en que se sanciona el 
delito con pena privativa de la libertad no menor de tres ni mayor de quince 
años; de conformidad con el artículo 426° se sanciona, además, con pena de 
inhabilitación de uno a tres años conforme al artículo 36° incisos 1 y 2 del 
Código. No se dan agravantes ni atenuantes genéricas que modifiquen ese 
marco abstracto. 
 
Pena concreta 
90. A lo anterior sigue la determinación de la pena concreta de acuerdo a los 
criterios contenidos en los artículos 45º y 46º del Código Penal. La labor 
judicial en esta fase de determinación de la consecuencia jurídico penal del 
hecho consiste en “crear” y aplicar la norma concreta que al caso particular –y 
no a otro- debe aplicarse; como enseña el profesor Marcial Rubio: “…en las 
sentencias respectivas, los tribunales toman en cuenta todos estos elementos fácticos, los ponderan y obtienen, 
con ello, una respuesta final para el caso que es la que se refleja en la sentencia. Por lo tanto, 
efectivamente el juez realiza una labor creadora al ejercer su función de 
concretización de la norma” 199.  
 

                                                 
199 RUBIO CORREA, Marcial. EL SISTEMA JURÌDICO. Introducción al Derecho. Fondo editorial PUCP 
1987, página 170. 
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91. En su requisitoria oral el señor Fiscal Superior solicitó que se imponga a 
los acusados Cano Angulo y Del Castillo Colona quince años de pena 
privativa de la libertad y tres años de inhabilitación.  
 
La fundamentación de la pena según el artículo 45º del Código Penal 
92. Según esta norma:  

“El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener en cuenta: 
1.- Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente. 
2.- Su cultura y sus costumbres; y 
3..- Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella  
dependen”. 

 
La fundamentación de la pena según las pautas del artículo 46º del 
Código Penal 
93. Las circunstancias que se tienen en cuenta para la determinación de la 
pena, de acuerdo con las pautas establecidas en el artículo 46º del Código 
Sustantivo, en concordancia con el 45°, son como sigue: 

1. La naturaleza de la acción, vinculada a las circunstancias de tiempo, 
lugar, modo y ocasión. Los acusados, como oficiales militares, como personas 
con grado de instrucción superior, es decir, como agentes sin las limitaciones 
o carencias sociales o económicas influyentes o determinantes en la 
comprensión de su conducta, las consecuencias de ésta o sus móviles, tenían 
pleno conocimiento de las responsabilidades de sus funciones como 
responsables de la contratación del Estado (directamente, el acusado Cano 
Angulo e indirectamente, como asesor técnico, el acusado Del Castillo 
Colona); conocían, cabalmente, los fines y razón de ser de los procedimientos 
establecidos para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, con 
mayor razón en asuntos de trascendencia y cuidado como la adquisición de 
equipos militares o similares. 

2. Los medios empleados. Ya en el tipo se ha establecido la 
concertación como medio para defraudar al Estado, sin embargo, los acusados 
se sirvieron de procedimientos y medios específicos puesto que se valieron de 
que la adquisición del sistema fue declarada de necesidad urgente bajo el  
“secreto militar”, lo que, es evidente, aseguró la finalidad de su ilícito actuar; 
no dudó el acusado Del Castillo Colona en enviar a su subordinado Arce Cok 
a España para que recabe las características técnicas de lo que ofrecía SITRE 
al futuro requerimiento y bases administrativas, inclusive, soslayando a su 
propio superior jerárquico, tanto en lo funcional como en el grado, el General 
Lavado Reyes, se dirigió formalmente a su coacusado Cano Angulo en más de 
una ocasión, inclusive antes de que se inicie el proceso de licitación selectiva. 

3. La importancia de los deberes infringidos. Es de resaltar la condición 
de los acusados como responsables de la percepción y custodia de los fondos; 
de modo que la importancia deber infringido: honestidad en el servicio 
público es máxima y bien podría determinar una sanción grave. Se trata de un 
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deber no meramente ético, sino jurídico que se haya normativizado a partir del 
artículo 39º de la Constitución Política del Estado: “Todos los funcionarios y 
trabajadores públicos están al servicio de la Nación”, no al servicio propio. Tiene 
aquí, la Sala, por expresados los fundamentos transcritos de la sentencia del 
Tribunal Constitucional, citada en la fundamentación jurídica, para resaltar 
que la importancia de los deberes era tal que se vinculaba al propio ser del 
Estado y el sistema democrático.  

4. La extensión del daño o peligro causados.  No ha sido hecho acusado 
ni probado el que finalmente el sistema o los equipos no funcionaran; de 
hecho, aunque la llegada, instalación y funcionamiento del sistema se verificara 
mucho después de los plazos pactados, como se ha examinado y probado, no 
fue esa la naturaleza del perjuicio, sino la de pérdida de oportunidad; no se 
puede, por ello, estimar como grave o superlativa la extensión del daño. 

5. Los móviles y fines. Enseña el autor Framarino Dei Malatesta que: 
“(…) El móvil que surge de la espera de un bien puede considerarse siempre como reflexivo, ya que el deseo 
vivo de una cosa induce a preparar y dirigir las acciones hacia su obtención, y en vez de obnubilar las 
facultades de la mente, suele agudizarlas. Por lo tanto, la codicia es, desde el punto de vista general, una 
pasión razonadora, y el móvil que de ella se deriva, es reflexivo (…)” 200. El móvil que determinó 
a los acusados fue uno de codicia, no otro puede ser el móvil por el que 
quebrantaron la fidelidad funcional que a su institución debían, más aún en su 
condición de militares de alto rango (General del Ejército peruano el acusado 
Cano Angulo, Coronel de la Policía Nacional del Perú el acusado Del Castillo 
Colona). 

 
94. Pero la determinación de la pena no se agota en establecer el grado de 
injusto, sino en fijar, como ya se dijo, el grado de culpabilidad y la 
consiguiente pena proporcional dentro del rango legalmente previsto. En el 
presente caso, abona a favor de los acusados su carencia de antecedentes 
penales201 y la inexistencia de otras circunstancias personales y de conducta 
procesal que permitan una sanción cercana al máximo legal. No escapa a este 
Colegiado aquella especial naturaleza del daño, si bien efectivo, en autos se 
probó que los equipos fueron puestos en servicio; sumado a ello el criterio 
político-criminal de reciente data de ponderar la duración de los procesos 
judiciales en la dosificación de la pena –en tanto que aunque el proceso en sí 
date del año dos mil cinco, los hechos, pudieron ser conocidos con mucha 
anterioridad–, determina a imponer una sanción, dentro del rango legal,  que 
no suponga la ejecución efectiva. 
 
95. Nuestro ordenamiento penal prevé en el artículo 57º  y siguientes la 
atribución del juez –que no obligación- de suspender la ejecución de la pena 
siempre que se den los requisitos siguientes: 
                                                 
200 DEI MALATESTA, Framarino. LÓGICA DE LAS PRUEBAS EN MATERIA CRIMINAL, tomo I, 

Editorial Temis S.A., Bogotá –Colombia 2002, página 305. 
201 Certificados obrantes a foja 3734 y siguiente. 
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“Artículo 57.- Requisitos 
El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los requisitos siguientes: 

 1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cuatro años; 
2. que la naturaleza, modalidad del hecho punible y la personalidad del agente hiciera prever que 
esta medida le impedirá cometer nuevo delito; y 

 3. que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual. 
 El plazo de suspensión es de uno a tres años”. 
 
En lo que al primer requisito se refiere, es la que se considera para los 
acusados; y en lo segundo, se trata de delito cometido por personas carentes 
de antecedentes penales hasta antes de los hechos, siendo de resaltar, aunque 
es obvio, que no se han dado ni verificado durante el proceso elementos que 
puedan evidenciar que se trate de personas propensas al delito. 
 
 
Pena de inhabilitación  
96. En Acuerdo Plenario Nº 2-2008/CJ-116 de dieciocho de Julio del año dos 
mil ocho la Corte Suprema de Justicia de la República ha esclarecido que: “(…) 
La pena de inhabilitación consiste en la privación, suspensión o incapacitación de uno o más derechos 
políticos, económicos, profesionales y civiles del penado.  A través de esta pena se sanciona a quien ha 
infraccionado un deber especial propio de su cargo, función, profesión, comercio, industria o relación familiar; 
o a quién se ha prevalido de su posición de poder o de dominio para delinquir (…)” . 

 
En el mismo Acuerdo, la Corte Suprema ha establecido que la pena de 
inhabilitación que se impone a los funcionarios públicos en el ámbito de los 
Delitos Contra la Administración Pública constituye siempre una pena 
principal; el delito de colusión se halla sancionado con pena de inhabilitación 
de uno a tres años conforme al artículo 36º incisos 1 y 2  (artículo 426º en su 
redacción vigente al momento de los hechos202 ). 
 
97. Como se ha visto y probado, los acusados, en calidad de funcionarios 
públicos, incumpliendo elementales deberes de probidad, afectaron el normal 
desarrollo del aparato público y con ello el patrimonio estatal. La Sala 
concuerda con el Ministerio Público en cuanto a los tres años de inhabilitación 
solicitados puesto que, a diferencia de la privación de la libertad, la 
inhabilitación no afecta directamente a ésta, sino que, sancionando al acusado, 
se orienta a cautelar la buena marcha de la administración pública con 
servidores y funcionarios de los que pueda predicarse corrección y honestidad; 
si bien todo ciudadano y ciudadana tiene derecho a acceder al servicio y 
función pública siempre que cumpla con los requisitos legales, no puede 
                                                 
202 Por Ley Nº 29758, publicada el 21 julio 2011, el artículo ha sido modificado con el tenor siguiente:  
"Artículo 426. Inhabilitación accesoria y especial  
Los delitos previstos en el capítulo II de este Título se sancionan, además, con pena de inhabilitación accesoria, con igual tiempo 
de duración que la pena principal, de conformidad con el artículo 36, incisos 1 y 2. 
Los delitos previstos en el capítulo III de este Título se sancionan, además, con pena de inhabilitación de uno a tres años, de 
conformidad con el artículo 36, incisos 1 y 2”. 
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desdeñarse aquel genérico de no estar sufriendo condena penal. Siendo la 
inhabilitación, en este caso, pena principal y no accesoria, no puede 
establecerse un criterio de proporcionalidad en cuanto a grado de injusto y 
culpabilidad en paralelo al que se refiere a la restricción de un derecho tan 
fundamental como la libertad personal (ambulatoria); siendo así, y recordando 
lo dicho respecto de las circunstancias para la determinación de la pena 
privativa de la libertad –en particular, lo referido a la importancia del 
deber infringido-, considera esa Sala que la máxima gravedad de la pena de 
inhabilitación se impone. 
 
98. En cuanto al objeto de la afectación, es de advertir, de acuerdo a las 
generales de ley del acusado Cano Angulo, foja 3909 y siguiente, que no ejerce 
ni como funcionario ni como servidor público y que tiene la condición de 
oficial del Ejército en retiro; por su parte, respecto del acusado Del Castillo 
Colona, en sus generales de ley declaradas en juicio oral, foja 4003, no consta 
que ejerza función o servicio público, sí consta que tiene la condición de 
oficial de la Policía Nacional en retiro (declaración a nivel preliminar). 
 
 
 
REPARACIÓN CIVIL 
 
99. Se establece en los artículos 92 y 93 del Código Penal: “La reparación civil se 
determina conjuntamente con la pena”, y comprende: “1. La restitución del bien o, si no es posible, el 
pago de su valor; y 2. La indemnización de los daños y perjuicios”. 
 
100. En Acuerdo Plenario N° 6-2006/CJ-116 (trece de octubre del año dos 
mil seis), la Corte Suprema de Justicia de la República ha establecido: 

“(…) 6. El proceso penal nacional, regulado por el Código de Procedimientos Penales, acumula 
obligatoriamente la pretensión penal y la pretensión civil. El objeto del proceso penal, entonces, es 
doble: el penal y el civil. Así lo dispone categóricamente el artículo 92° del Código Penal, y su 
satisfacción, más allá del interés de la víctima –que no ostenta la titularidad del derecho de penar, 
pero tiene el derecho a ser reparada por los daños y perjuicios que produzca la comisión del delito-, 
debe ser instado por el Ministerio Público, tal como prevé el artículo 1° de su Ley Orgánica. El 
objeto civil se rige por los artículos 54° al 58, 225°.4, 227° y 285° del Código de Procedimientos 
Penales y los artículos 92° al 101° del Código Penal –este último precepto remite, en lo 
pertinente, a la disposiciones del Código Civil-. A partir de esas normas, nuestro proceso penal 
cumple con una de sus funciones primordiales: la protección de la víctima y aseguramiento de la 
reparación de los derechos afectados por la comisión del delito, en cuya virtud garantiza “(...) la 
satisfacción de intereses que el Estado no puede dejar sin protección” (ASENCIO 
MELLADO, JOSÉ MARÍA: Derecho Procesal Penal, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 
2004, página 27). 
7. La reparación civil, que legalmente define el ámbito del objeto civil del proceso penal y está 
regulada por el artículo 93° del Código Penal, desde luego, presenta elementos diferenciadores de la 
sanción penal; existen notas propias, finalidades y criterios de imputación distintos entre 
responsabilidad penal y responsabilidad civil, aún cuando comparten un mismo presupuesto: el acto 
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ilícito causado por un hecho antijurídico, a partir del cual surgen las diferencias respecto de su 
regulación jurídica y contenido entre el ilícito penal y el ilícito civil.  Así las cosas, se tiene que el 
fundamento de la responsabilidad civil, que origina la obligación de reparar, es la existencia de un 
daño civil causado por un ilícito penal, el que obviamente no puede identificarse con ‘ofensa 
penal’ –lesión o puesta en peligro de un jurídico protegido, cuya base se encuentra en la 
culpabilidad del agente-[la causa inmediata de la responsabilidad penal y la civil ex delicto, 
infracción / daño, es distinta]; el resultado dañoso y el objeto sobre el que recae la lesión son 
distintos. 
8. Desde esta perspectiva el daño civil debe entenderse como aquellos efectos negativos que derivan 
de la lesión de un interés protegido, lesión que puede originar consecuencias patrimoniales y no 
patrimoniales. Una concreta conducta puede ocasionar tanto (1) daños patrimoniales, que 
consisten en la lesión de derechos de naturaleza económica, que debe ser reparada, radicada en la 
disminución de la esfera patrimonial del dañado y en el no incremento en el patrimonio del dañado 
o ganancia patrimonial neta dejada de percibir–menoscabo patrimonial-; cuanto (2) daños no 
patrimoniales, circunscrita a la lesión de derechos o legítimos intereses existenciales –no 
patrimoniales- tanto de las personas naturales como de las personas jurídicas –se afectan, como 
acota ALASTUEY DOBÓN, bienes inmateriales del perjudicado, que no tienen reflejo 
patrimonial alguno- (Conforme: ESPINOZA ESPINOZA, JUAN: Derecho de la 
responsabilidad civil, Gaceta Jurídica, 2002, páginas 157 / 159) (…)”. 

 
101. Bajo el término ‘reparación civil’ nuestro ordenamiento penal se refiere 
tanto a la restitución como a la indemnización. La primera de tales formas 
constituye la reparación por antonomasia, in natura, la que se constituye por la 
devolución del bien, la rectificación por el honor y la reputación afectada, 
entre otros. La indemnización, en ocasiones como complemento, en 
ocasiones como sustitución de una restitución insatisfactoria o impracticable, 
constituye la forma de componer el perjuicio económico, la disminución del 
patrimonio e inclusive la compensación por daños que no pueden ser 
estimados ni valorados en dinero.  
 
102. Definida así la reparación civil, el daño en este proceso ha sido de tipo 
patrimonial al perder el Estado la oportunidad o chance de lograr mejores 
términos contractuales; pero también se ha afectado la imagen y confianza que 
la sociedad debe tener en una institución del Estado a quien ha encargado su 
protección en el ámbito que le corresponde.  Se ha probado el nexo causal 
constituido por la conducta dolosa de los acusados, debidamente probada en 
juicio oral y explicada en la parte correspondiente de esta sentencia. En este 
orden, lo que sigue es la cuantificación de la reparación civil; ésta, en lo 
patrimonial y extrapatrimonial, sólo puede comprender la indemnización, la 
misma que la naturaleza del daño en ambos tipos habrá de ser fijada 
prudencialmente teniendo en cuenta, sí, como factor referencial –no para 
cuantificación exacta en moneda nacional– el hecho probado de la percepción, 
por parte del hijo de quien fuera el procesado Arce Cok, de la “comisión” en 
dólares americanos detallada en el fundamento 49 (que suman ochenta y siete 
mil novecientos cuarenta dólares americanos). Tal factor, aunque no se 
vincula al criterio de probabilidad que fundamenta la indemnización del tipo 
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de perjuicio o daño establecido, resulta de lo actuado en este proceso y, en 
ausencia de otros idóneos y acordes, bien puede coadyuvar para la fijación 
prudencial. 
 
 
RESERVA DE JUZGAMIENTO 
103. Aunque permite el artículo 321° del Código de Procedimientos Penales la 
absolución de los ausentes, dada la naturaleza del delito materia proceso y los 
indicios desarrollados, no se da presupuesto alguno para la aplicación de la 
norma con respecto de los acusados contumaces Urrutia Foncea y Perea 
Guirado; corresponde, por tanto, la reserva del juzgamiento hasta que sean 
puestos a disposición de grado o fuerza. 
 
 

 
CAPÍTULO III 

 
 

PARTE RESOLUTIVA 
 
Por estos fundamentos –en aplicación de los artículos IV, V, VII, VIII y IX 
del Título Preliminar del Código Penal, artículos 36º.2, 92º, 93º, 95°, 384º  y 
426° del mismo cuerpo normativo, así como de los artículos 283º, 284° y 285° 
del Código de Procedimientos Penales y demás normas citadas– la 
PRIMERA SALA PENAL LIQUIDADORA DE LA CORTE 
SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA, administrando justicia a nombre de 
la Nación y en uso de las atribuciones que le confiere la Constitución y las 
leyes: 
 
 
FALLA:  
 
I. ABSOLVIENDO, por duda, a NORA LUZ GALARRETA DIAZ de la 
acusación fiscal por  el delito contra la administración pública –colusión en 
agravio del Estado. 
 
II. ABSOLVIENDO, por insuficiencia de prueba, a ARTURO ERNESTO 
MARQUINA GONZALES, JUAN ABRAHAM BRIONES DÁVILA, 
ROYCE PAUL CONCHA DELGADO y JORGE ALFREDO TAPIA 
CAJIGAS de la acusación fiscal por  el delito contra la administración pública 
–colusión en agravio del Estado. 
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III. CONDENANDO  a ABRAHAM WALTER CANO ANGULO  y a  
GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA como autor y 
cómplice primario, respectivamente, de delito contra la administración 
pública- colusión en agravio del Estado, y como tal les IMPONE: 

 
• A ABRAHAM WALTER CANO ANGULO: CUATRO AÑOS 

DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD SUSPENDIDA, en su 
ejecución por el plazo de TRES AÑOS con las siguientes reglas de 
conducta:  (a) prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin 
autorización del Juez, (b) comparecer personalmente al Juzgado para 
informar y justificar sus actividades casa sesenta días. Asimismo, TRES 
AÑOS DE INHABILITACIÓN: incapacidad para obtener mandato, 
cargo, empleo o comisión de carácter público por ese lapso (tres años). 

 
• A GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA: 

CUATRO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 
SUSPENDIDA  en su ejecución por el plazo de TRES AÑOS con 
las siguientes reglas de conducta:  (a) prohibición de ausentarse del 
lugar donde reside sin autorización del Juez, (b) comparecer 
personalmente al Juzgado para informar y justificar sus actividades casa 
sesenta días. Asimismo, TRES AÑOS DE INHABILITACIÓN: 
incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de 
carácter público por ese lapso (tres años). 

 
IV. FIJANDO en QUINIENTOS MIL NUEVOS SOLES (N/S  
500,000.00)  el monto que como reparación civil –indemnización- deberán 
abonar en forma solidaria los condenados ABRAHAM WALTER CANO 
ANGULO y GREGORIO EDUARDO DEL CASTILLO COLONA a 
favor del Estado; monto constituido por la  suma de la indemnización por 
daño patrimonial: doscientos cincuenta mil nuevos soles (N/S  
250,000.00), más igual monto como indemnización por daño 
extrapatrimonial. 
 
V. RESERVANDO el juzgamiento a los acusados contumaces JUAN 
FRANCISCO URRUTIA FONCEA y VÍCTOR PEREA GUIRADO 
hasta que sean puestos a disposición de este órgano jurisdiccional. 
 
VI. MANDANDO que, consentida o ejecutoriada que sea la presente 
sentencia, se cursen  los oficios para su inscripción por las autoridades 
competentes, con aviso al Juez de la causa. Asimismo, se dé cumplimiento a lo 
establecido por la Corte Suprema de Justicia de la República en Acuerdo 
Plenario N° 2-2008/CJ-116, de 18 de julio de 2008, fundamentos 15 y 16, en 
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lo que corresponda y con atención a lo establecido en el Acuerdo Plenario Nº 
10-2009/CJ-116, fundamento 9. 

 
 
SS. 
 
     
 
 
 INÉS TELLO DE ÑECCO                          MARCO ANTONIO LIZÁRRAGA REBAZA                                             
         Presidenta  y D.D.                                                     Juez superior  

  
 
 
 

 
 

JUANA ESTELA TEJADA SEGURA 
Jueza superior 

 
 


